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TÍTULO 1 

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1°. (Directriz Nacional de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible 
del Espacio Costero del Océano Atlántico y del Río de la Plata).- Esta ley constituye un 
instrumento de política pública para promover el uso sustentable y democrático de los 
recursos naturales y culturales del espacio costero del Océano Atlántico y del Río de la 
Plata, para contribuir a mantener y mejorar la calidad de vida y la integración social de la 
población en el territorio. 

Las políticas sectoriales que tengan relación con el espacio costero y los demás 
instrumentos de ordenamiento territorial deberán incluir previsiones de promoción y 
regulación de actividades y usos. en el espacio costero, según las determinaciones de la 
presente ley, sin perjuicio de la competencia de los Gobiernos Departamentales en la 
materia. 

Artículo 2°. (Concepto).- La zona costera uruguaya constituye un espacio del 
territorio nacional definido por características naturales, demográficas, sociales, 
económicas y culturales propias y específicas, con procesos de interacción entre el Río de 
la Plata y Océano Atlántico y la tierra. Está formada por una franja de anchura variable de 
tierra firme y espacio marítimo, con ecosistemas diversos, dotados de capacidad para 
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proveer bienes y servicios que sostienen múltiples actividades, entre otras, pesqueras, 
agropecuarias, extractivas, industriales, turísticas, de navegación, portuarias, así como el 
desarrollo de ciudades y asentamientos urbanos. 

Artículo 3°. (Ámbito de aplicación).- A los efectos de la presente ley el espacio 
costero funcionalmente relacionado al Río de la Plata y Océano Atlántico estará definido 
por el límite superior de la ribera del Río de la Plata y Océano Atlántico, según lo 
establecido en los artículos 36 y 37 del Decreto-Ley Nº 14.859, de 15 de diciembre de 
1978 (Código de Aguas); en el medio terrestre desde Punta Gorda, departamento de 
Colonia, camino departamental hasta Ruta Nacional Nº 21 Treinta y Tres Orientales, 
Avenida González Moreno, Ruta Nacional Nº 1 Brigadier General Manuel Oribe, Ruta 
Nacional Nº 5 Brigadier General Fructuoso Rivera, Avenida Luis Batlle Berres, Ángel 
Salvo, Uruguayana, Bulevar Artigas, Avenida Italia, Avenida de las Américas, Ruta 
Nacional Nº 101 Capitán Juan Antonio Artigas, Ruta lnterbalnearia Líber Seregni, Ruta 
Nacional Nº 9 Coronel Leonardo Olivera, hasta límite internacional. Quedan excluidas las 
localidades no costeras ubicadas al borde de las rutas nacionales que lo conforman: 
Radial Hernández, La Horqueta, Paraje Minuano, Rosario, Colonia Valdense, Ecilda 
Paullier, La Paz, Scavino, La Boyada, Rincón del Pino, Rafael Perazza, Radial Puntas de 
Valdez, Cololó Tinosa, Libertad, Estación Las Flores, Pan de Azúcar, Ruta Nº 37 
Fundador Don Francisco Piria y Ruta Nacional Nº 39 Domingo Burgueño Miguel, San 
Carlos, Rocha, 19 de Abril y Castillos. 

El Poder Ejecutivo o los instrumentos de ordenamiento territorial y desarrollo 
sostenible del ámbito regional definidos en la Ley Nº 18.308, de 18 de junio de 2008, y 
que refieran al espacio costero, podrán ampliar la delimitación del espacio costero, 
agregando áreas lindantes siempre que dichas áreas tengan las mismas características 
que las descriptas en el artículo 2° de esta ley. 

Artículo 4°. (Objetivos).- A los efectos de promover la calidad de vida de la población, 
la integración social, el uso y aprovechamiento ambientalmente sustentable y democrático 
de los recursos naturales, constituyen objetivos de la presente ley: 

A) El desarrollo social y económico del país en consonancia con la protección del 
espacio costero asegurando su calidad ambiental. 

B) El control de las expansiones urbanas y el aprovechamiento y mejora de las 
capacidades instaladas. 
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C) La protección de los paisajes naturales y culturales relevantes. 

D) La accesibilidad y uso público de las playas y costas en general. 

E) La adaptación de las intervenciones en el espacio costero al cambio climático 

y al aumento de la variabilidad. 

F) El respeto por los procesos naturales que se desarrollan en el espacio costero 
y la promoción de la diversidad y singularidad del mismo. 

G) La participación social y de las instituciones del Estado en la gestión del 

espacio costero. 

H) La reversión o mitigación de los impactos negativos sobre el ambiente y sus 
ecosistemas, derivados de los usos del suelo o espacio marítimo, así como de 
las actividades que allí se realizaran. 

TITULO 11 

LINEAMIENTOS DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL 
. DEL ESPACIO COSTERO 

Artículo 5°. (Ecosistemas costeros).- Los instrumentos de ordenamiento territorial y 
desarrollo sostenible, definidos en la Ley Nº 18.308, de 18 de junio de 2008, que refieran 
al espacio costero, y demás planes, proyectos, programas de nuevas urbanizaciones y de 
grandes infraestructuras y equipamientos en el espacio costero, deberán identificar, 
caracterizar y considerar los ecosistemas costeros que correspondan según los casos, así 
como los objetivos de conservación respecto de los mismos. 

Artículo 6°. (Componentes vulnerables).- Los instrumentos de ordenamiento 
territorial definidos en la Ley Nº 18.308, de 18 de junio de 2008, que refieran al espacio 
costero, y demás planes, proyectos y programas de nuevas urbanizaciones y de grandes 
infraestructuras y equipamientos en el espacio costero, deberán identificar y delimitar para 
su debida protección, los componentes vulnerables del mismo, como playas, dunas en 
sus diferentes grados de consolidación, lagunas, barras, cuencas, desembocaduras, 
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deltas, humedales, barrancas, costas y puntas rocosas, ·sitios arqueológicos, entre otros, 
toda vez que estos asuman tal carácter. 

Artículo 7°. (Lineamientos).- Los instrumentos de ordenamiento territorial y desarrollo 
sostenible, definidos en la Ley Nº 18.308, de 18 de junio de 2008, que refieran al espacio 
costero así como nuevas urbanizaciones y proyectos, planes y programas de grandes 
infraestructuras y equipamientos, en el espacio costero, deberán tener en cuenta, los 
siguientes lineamientos: 

A) Uso del suelo. Se controlarán los procesos de ocupación urbana, 
construcciones u obras continuas a lo largo de la costa, alternando los centros 
urbanos con áreas de baja intensidad de uso y espacios de dinámica natural 
costera activa. 

B) Accesibilidad a la ribera. Se procurará la accesibilidad pública a la ribera y su 
libre tránsito peatonal, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 50 de la 
Ley Nº 18.308, de 18 de junio de 2008. 

C) Protección de visuales. Se identificarán los paisajes con valores escénicos 
relevantes procurando que no se alteren, obstruyan o distorsionen las 
visuales, evaluando la singularidad e intensidad de percepción. 

D) Procesos dinámicos. Se identificarán y respetarán los procesos dinámicos 
naturales del espacio costero y definirán intervenciones compatibles con el 
mantenimiento de aquellos, siempre y cuando dichos procesos no 
representen una amenaza o riesgo para el propio ecosistema y el hábitat. 

E) Protección de los ecosistemas costeros y componentes vulnerables. Se 
propenderá a que las intervenciones sean compatibles con el mantenimiento 
de la integridad de los ecosistemas y que protejan especialmente los 
componentes vulnerables y sus funciones. 

F) Gestión integrada del espacio costero, como herramienta de manejo de las 
distintas actuaciones que se realicen en el área, incorporando la participación 
de instituciones del Estado y actores sociales. 
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En áreas consolidadas del espacio costero únicamente se aplicarán los lineamientos 
en lo que fuere pertinente. 

Artículo 8°. (Intervenciones en cuencas hídricas y acuíferos asociados al espacio 
costero).- Los instrumentos de ordenamiento territorial y desarrollo sostenible, definidos 
en la Ley Nº 18.308, de 18 de junio de 2008, que refieran al espacio costero, así como 
nuevas urbanizaciones y proyedos, planes y programas de grandes infraestructuras y 
equipamientos, deberán identificar aquellas intervenciones realizadas o planificadas en 
las cuencas de aporte al espacio costero que hayan provocado o puedan provocar un 
potencial impacto negativo sobre el mismo y deberán establecer la realización de 
acciones que prevengan y mitiguen los riesgos actuales y potenciales que de ellas 
deriven. 

Asimismo, deberán definir medidas para evitar o m1nim1zar el riesgo de 
contaminación puntual o difusa y la sobreexplotación de los acuíferos asociados al 
espacio costero. 

Artículo 9°. (Infraestructura vial y acceso vehicular).- Los instrumentos de 
ordenamiento territorial y desarrollo sostenible, definidos en la Ley Nº 18.308, de 18 de 
junio de 2008, que refieran al. espacio costero, así como nuevas urbanizaciones y 
proyectos, planes y programas de grandes infraestructuras y equipamientos, en el espacio 
costero, propenderán a alejar de la costa el flujo intenso de vehículos, a través de los 
siguientes lineamientos: 

A) Rutas nacionales. Las rutas nacionales se construirán, sin afectar los 
ecosistemas costeros vulnerables, acorde al flujo vehicular y a las zonas 
urbanas o urbanizables-, previa evaluación de impacto ambiental. 

B) Acceso a balnearios. Se promoverán vías de accesos desde las rutas 
nacionales hacia los balnearios y zonas urbanizadas y urbanizables. 

C) Paseos costeros. Los trazados viales vehiculares cercanos y paralelos a la 
ribera tenderán a transformarse en paseos costeros marítimos peatonales o 
vehiculares de baja velocidad. 

Artículo 1 O. (Faja de defensa de costas).- A los efectos de la aplicación de lo 

dispuesto por los incisos segundo y tercero del artículo 50 de la Ley Nº 18.308, de 18 de 

junio de 2008, y por el literal L) del artículo 6° de la Ley Nº 16.466, de 19 de enero de 
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1994 y su reglamentación, extiéndese la faja de defensa de costas definida por el 

artículo 153 del Código de Aguas, Decreto-Ley Nº 14.859, de 15 de diciembre de 1978, en 

la redacción dada por el artículo 193 de la Ley Nº 15.903, de 1 O de noviembre de 1987, 

hasta el límite del área definida, para los componentes vulnerables señalados en el 

artículo 6° de la presente ley, cuando abarquen superficies mayores a la faja de defensa 

de costas referida y se ubiquen en el ámbito de aplicación de la presente ley. 

Artículo 11. (Actuaciones territoriales anteriores).- LQs instrumentos de ordenamiento 

territorial y desarrollo sostenible, definidos en la Ley Nº 18.308, de 18 de junio de 2008, y 

que refieran al espacio costero, deberán determinar y evaluar las disfunciones territoriales 

originadas o derivadas de actuaciones territoriales anteriores, a los efectos de incluir en el 

propio instrumento, las medidas de prevención, mitigación o corrección necesarias. 

Artículo 12. (Áreas degradadas).- Los instrumentos de ordenamiento territorial 

definidos en la Ley Nº 18.308, de 18 de junio de 2008; que refieran al espacio costero 

deberán identificar las áreas degradadas del mismo. Se deberá establecer un programa 

de recuperación de dichas áreas atendiendo especialmente los componentes vulnerables. 

Asimismo, deberán definir las medidas necesarias para dar cumplimiento a lo establecido 

en el literal f) del artículo 37 de la Ley Nº 18.308. 

Artículo 13. (Normas de protección del ambiente).- las disposiciones de la presente 

ley no podrán entenderse como derogatorias de normas de protección del ambiente o 

interpretarse en contra de estas. Cualquier conflicto entre una y otras se resolverá según 
se establece en el artículo 6° de la Ley Nº 17.283, de 28 de noviembre de 2000. 

TÍTULO 111 

COORDINACIÓN INTERINSTITUCIONAL 

Artículo 14. (Coordinación).- El Comité Nacional de Ordenamiento Territorial será el 

ámbito de coordinación en el espacio costero, mediante el ejercicio de los cometidos 
asignados por el artículo 76 de la Ley Nº 18.308, de 18 de junio de 2008, en especial con 
el Gobierno Departamental con competencia en el ámbito territorial de que se trate. 
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Artículo 15. (Acuerdos).- El Poder Ejecutivo y los Gobiernos Departamentales, 
fomentarán la realización de acuerdos interinstitucionales a los efectos de coordinar y 
compatibilizar en una fase temprana de su definición, los instrumentos sectoriales, que 
tengan relevancia en el espacio costero. 

TÍTULO IV 

MONITOREO 

Artículo 16. (Del Observatorio).- Agrégase al artículo 2° de la Ley Nº 19.147, de 18 
de octubre de 2013, el siguiente inciso: 

"Asimismo, tendrá el cometido de realizar el seguimiento de los procesos territoriales 
en el espacio costero y el monitoreo de los resultados de la implementación de la 
Directriz Nacional de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible del Espacio 
Costero del Océano Atlántico y del Río de la Plata, así como de otros instrumentos 
de ordenamiento territorial en el espacio costero, en apoyo con el sistema de 
información ambiental, inventario nacional de ordenamiento territorial y sistema 
nacional de información territorial, en la forma, integración y condiciones que 
establezca la reglamentación". 

Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, a 11 de junio de 
2019. 

1J~ 
VIRGINIA ORTIZ 
v Secretaria 

MARÍA CECILIA BOTTINO 
Presidenta 
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PROYECTO DE LEY 
DIRECTRIZ NACIONAL DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y 

DESARROLLO SOSTENIBLE DEL ESPACIO COSTERO DEL OCÉANO 
ATLÁNTICO Y DEL RÍO DE LA PLATA. 

TÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1°. (Directriz Nacional de Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Sostenible del Espacio Costero del Océano Atlántico y del Río de la Plata).- Esta ley 
constituye un instrumento de política pública para promover el uso sustentable y 
democrático de los recursos naturales y culturales del espacio costero del Océano 
Atlántico y del Río de la Plata, para contribuir a mantener y mejorar la calidad de vida y 
la integración social de la población en el territorio. 

Las políticas orientadas a la promoción y regulación de actividades y usos en el 
espacio costero serán además incluidas en otros instrumentos de ordenamiento 
territorial. 

Artículo 2°. (Concepto).- La zona costera uruguaya constituye un espacio del 
territorio nacional definido por características naturales, demográficas, sociales, 
económicas y culturales propias y específicas, con procesos de interacción entre el 
mar y la tierra. Está formada por una franja de anchura variable de tierra firme y 
espacio marítimo, con ecosistemas diversos y productivos, dotados de capacidad para 
proveer bienes y servicios que sostienen múltiples actividades, entre otras, pesqueras, 
agropecuarias, extractivas, industriales, turísticas, de navegación, portuarias, así como 
el desarrollo de ciudades y asentamientos urbanos 

Artículo 3°. (Ámbito de aplicación).- A los efectos de la presente ley el espacio 
costero está conformado por los ámbitos aéreo, terrestre, subterráneo, acuático y 
subacuático funcionalmente relacionados con el Río de la Plata y el Océano Atlántico. 

Está limitado, en el medio terrestre desde Punta Gorda, departamento de 
Colonia, Camino departamental hasta la Ruta Nacional Nº 21 Treinta y Tres 
Orientales, avenida González Moreno, Ruta Nacional Nº 1 Brigadier General Manuel 
Oribe, Ruta Nacional Nº 5 Brigadier General Fructuoso Rivera, Ruta Nacional Nº 102 
Perimetral Wilson Ferreira Aldunate, Ruta Nacional Nº 101 Capitán Juan Antonio 
Artigas, Ruta lnterbalnearia General Líber Seregni, Ruta Nacional Nº 9 Coronel 
Leonardo Olivera, hasta límite internacional. En el ámbito acuático se extiende hasta 
los límites de jurisdicción exclusiva de la República Oriental del Uruguay determinados 
por la normativa vigente. 

Artículo 4°. (Finalidades y objetivos).- A los efectos de promover la calidad de 
vida de la población, la integración social, el uso y aprovechamiento ambientalmente 
sustentable y democrático de los recursos naturales constituyen objetivos de la 
presente ley: 
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A) La protección del espacio costero asegurando su calidad ambiental, en 
forma armónica con los objetivos estratégicos del desarrollo social y 
económico del país. 

8) El control de las expansiones urbanas y el aprovechamiento y mejora de 
las capacidades instaladas. 

C) La protección de los paisajes naturales y culturales relevantes. 

D) La accesibilidad y uso público de las playas y costas en general. 

E) La adaptación de las intervenciones en el espacio costero al cambio climático 
y al aumento de la variabilidad. 

F) El respeto por los procesos naturales que se desarrollan en el espacio 
costero y la promoción de la diversidad y singularidad del mismo, siempre y 
cuando dichos procesos no representen una amenaza o riesgo para el 
propio ecosistema y el hábitat. 

G) La participación de la ciudadanía y de las instituciones del Estado en forma 
amplia en los procesos de gestión del espacio costero. 

TÍTULO II 

LINEAMIENTOS DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL DEL ESPACIO COSTERO 

Artículo 5°. (Ecosistemas costeros).- Los instrumentos de ordenamiento territorial y 
desarrollo sostenible, definidos en la Ley Nº 18.308, de 18 de junio de 2008 y demás 
planes, proyectos, programas y actuaciones en el espacio costero, deberán identificar, 
caracterizar y considerar los ecosistemas costeros que correspondan según los casos, 
así como los objetivos de conservación en el área. 

Artículo 6°. (Componentes vulnerables).- Los instrumentos de ordenamiento 
territorial definidos en la Ley Nº 18.308, de 18 de junio de 2008 y demás planes, 
proyectos, programas y actuaciones en el espacio costero, deberán identificar y 
delimitar para su debida protección, los componentes vulnerables del mismo, como 
playas, dunas en sus diferentes grados de consolidación, lagunas, barras, cuencas, 
desembocaduras, deltas, humedales, barrancas, costas y puntas rocosas, sitios 
arqueológicos, playas submarinas, bancos de arena, entre otros, toda vez que éstos 
asuman tal carácter. 

Artículo 7°. (Lineamientos).- Los instrumentos de ordenamiento territorial y 
desarrollo sostenible, definidos en la Ley Nº 18.308, de 18 de junio de 2008 y demás 
planes, proyectos, programas y actuaciones en el espacio costero, deberán tener en 
cuenta los siguientes lineamientos: 

A) Uso del suelo. Se controlarán los procesos de ocupación urbana, 
construcciones u obras continuas a lo largo de la costa, alternando los 
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centros urbanos con áreas de baja intensidad de uso y espacios de 
dinámica natural costera activa, sin perjuicio de las competencias en la 
materia de los Gobiernos Departamentales. 

8) Accesibilidad a la ribera. Se procurará la accesibilidad pública a la ribera 
y su libre tránsito peatonal, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 
50 de la Ley Nº 18.308, de 18 de junio de 2008. 

C) Protección de visuales. Se identificarán los paisajes con valores 
escénicos relevantes procurando que no se alteren, obstruyan o 
distorsionen las visuales, evaluando la singularidad e intensidad de 
percepción. 

O) Procesos dinámicos. Se identificarán y respetarán los procesos 
dinámicos naturales del espacio costero y definirán intervenciones 
compatibles con el mantenimiento de aquellos, siempre y cuando dichos 
procesos no representen una amenaza o riesgo para el propio 
ecosistema y el hábitat. 

E) Protección de los ecosistemas costeros y componentes vulnerables. Se 
propenderá que las intervenciones sean compatibles con el 
mantenimiento de la integridad de los ecosistemas y que protejan 
especialmente los componentes vulnerables y sus funciones. 

F) Gestión integrada del espacio costero, como herramienta de manejo de 
las distintas actuaciones que se realicen en el área, incorporando la 
participación de instituciones del Estado y actores sociales. 

Artículo 8°. (Intervenciones en cuencas hídricas y acuíferos asociados al 
espacio costero).- Los instrumentos de ordenamiento territorial y desarrollo sostenible, 
definidos en la Ley Nº 18.308, de 18 de junio de 2008, y demás planes, proyectos, 
programas y actuaciones en el espacio costero, deberán identificar aquellas 
intervenciones realizadas o planificadas en las cuencas de aporte al espacio costero 
que hayan provocado o puedan provocar un potencial impacto negativo sobre el 
mismo y deberán establecer la realización de acciones que prevengan y/o mitiguen los 
riesgos actuales y potenciales que de ellas deriven. 

Asimismo, deberán definir medidas para evitar o mm1m1zar el riesgo de 
contaminación puntual y/o difusa y la sobreexplotación de los acuíferos asociados al 
espacio costero. 

Artículo 9°. (Infraestructura vial y acceso vehicular).- Los instrumentos de 
ordenamiento territorial y desarrollo sostenible, definidos en la Ley Nº 18.308, de 18 de 
junio de 2008 y demás planes, proyectos, programas y actuaciones en el espacio 
costero, propenderán a alejar de la costa el flujo intenso de vehículos, a través de los 
siguientes lineamientos: 

A) Rutas nacionales. Las rutas nacionales se construirán, sin afectar los 
ecosistemas costeros vulnerables, acorde al flujo vehicular y a las zonas 
urbanas o urbanizables. 
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B) Acceso a balnearios. Se promoverán vías de accesos desde las rutas 
nacionales hacia los balnearios y zonas urbanizadas y urbanizables. 

C) Paseos costeros. Los trazados viales vehiculares cercanos y paralelos a 
la ribera tenderán, en lo posible, a transformarse en paseos costeros 
marítimos peatonales o vehiculares de baja velocidad. 

Artículo 10. (Faja de defensa de costas).- A los efectos de la aplicación de lo 
dispuesto por los incisos segundo y tercero del artículo 50 de la Ley Nº 18.308, de 18 
de junio de 2008, y por el literal L) del artículo 6° de la Ley Nº 16.466, de 19 de enero 
de 1994 y su reglamentación, extiéndese la faja de defensa de costas definida por el 
artículo 153 del Código de Aguas, Decreto- Ley Nº 14.859, de 15 de diciembre de 
1978, en la redacción dada por el artículo 193 de la Ley Nº 15.903, de 10 de 
noviembre de 1987, hasta el límite del área definida, para los componentes 
vulnerables señalados en el artículo 6° de la presente ley, cuando abarquen 
superficies mayores a la faja de defensa de costas referida y se ubiquen en el ámbito 
de aplicación de la presente ley. 

Artículo 11. (Impactos acumulativos).- Los instrumentos de ordenamiento 
territorial y desarrollo sostenible, definidos en la Ley Nº 18.308, de 18 de junio de 2008 
y demás planes, proyectos, programas y actuaciones en el espacio costero, deberán 
determinar y evaluar los impactos acumulativos de las actuaciones territoriales, 
entendiéndose por tales las disfunciones territoriales o los impactos ambientales en sí, 
o derivados de la interacción con otras actuaciones. Aquellos impactos evaluados 
como significativos ya sea por su intensidad como por la sensibilidad de los factores 
ambientales afectados, requerirán de medidas de prevención o mitigación a ser 
incluidas en el propio instrumento. 

Artículo 12. (Áreas degradadas).- Los instrumentos de ordenamiento territorial 
definidos en la Ley Nº 18.308, de 18 de junio de 2008 y demás planes, proyectos, 
programas y actuaciones en el espacio costero, deberán identificar las áreas 
degradadas en el espacio costero. Se deberá establecer un programa de recuperación 
de dichas áreas atendiendo especialmente los componentes vulnerables. Asimismo 
deberán definir las medidas necesarias para dar cumplimiento a lo establecido en el 
literal f) del artículo 37 de la Ley Nº 18.308 

Artículo 13. (Normas de protección del ambiente).- Las disposiciones de la 
presente Ley no podrán entenderse como derogatorias de normas de protección del 
ambiente o interpretarse en contra de éstas. Cualquier conflicto entre una y otras se 
resolverá según se establece en el artículo 6° de la Ley Nº 17.283, de 28 de noviembre 
de 2000. 

TÍTULO III 

COORDINACIÓN INTERINSTITUCIONAL 

Artículo 14. (Coordinación).- El Comité Nacional de Ordenamiento Territorial 
coordinará las actuaciones públicas sobre el espacio costero, en el marco de los 
cometidos asignados por el artículo 76 de la Ley Nº 18.308, de 18 de junio de 2008. 
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Artículo 15. (Acuerdos).- El Poder Ejecutivo y los Gobiernos Departamentales, 
fomentarán la realización de acuerdos interinstitucionales a los efectos de coordinar y 
compatibilizar en una fase temprana de su definición, los instrumentos sectoriales, que 
tengan relevancia en el espacio costero. 

TÍTULO IV 

MONITOREO 

Artículo 16. (Observatorio del Espacio Costero).- Créase en la órbita del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, el Observatorio del 
Espacio Costero con el cometido de realizar el seguimiento de los procesos 
territoriales que se den en el mismo y el monitoreo de los resultados de la 
implementación de la presente ley, así como de otros instrumentos de ordenamiento 
territorial en el espacio costero, en apoyo con el sistema de información ambiental en 
la forma, integración y condiciones que establezca la reglamentación. 

Artículo 17. (Investigaciones y estudios).- Para el cumplimiento de sus 
objetivos el Observatorio del Espacio Costero podrá recomendar la realización de 
investigaciones y estudios particulares que permitan profundizar en el conocimiento de 
aspectos vinculados al espacio costero. 

TÍTULO V 

REVISIÓN Y ACTUALIZACIÓN 

Artículo 18. (Revisión).- El Comité Nacional de Ordenamiento Territorial 
promoverá la revisión de la presente ley, si así lo determina el sistema de monitoreo y 
evaluación, por el Observatorio del Espacio Costero o si se estima conveniente la 
ampliación de sus objetivos. 

Montevideo, 29 junio de 2015 

\ 
'l 
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Exposición de motivos -----F--°/V'___. 
1.- Características relevantes del espacio costero. 

El espacio costero, históricamente, ha estado sometido a altas presiones 
resultantes de múltiples intereses: económicos, recreación estacional, 
residencia, turismo, transporte y otros. En el Uruguay abarca una extensión 
equivalente al 5% del territorio nacional, por lo que constituye un recurso 
limitado. Tiene un privilegiado valor ambiental de gran diversidad morfológica, 
conformado por una sucesión de arcos arenosos subtendidos entre puntas 
pedregosas, arcos de escasa curvatura, barrancas, barras arenosas, 
desembocaduras, deltas, lagunas costeras y humedales de importante función 
ecosistémica. Se suma a las cualidades de su clima templado con las 
estaciones diferenciadas y extensas zonas aptas para baños que, entre otros, 
constituyen factores que han favorecido el desarrollo económico de la actividad 
turística e intensas presiones inmobiliarias de alto valor económico. 

Promover el desarrollo costero conciliado con la conservación de la costa como 
recurso natural y como bien económico y social, que precisa de orientaciones 
de referencia para la intervención, constituye un singular desafío para el Estado 
y la sociedad en su conjunto. En dicho espacio se reconocen los procesos que 
la conforman y le dan identidad, físicos, geológicos, geomorfológicos, 
biológicos y ecosistémicos, que tienen dinámicas singulares que deberían ser 
considerados al definir la modalidad de las intervenciones, incluyendo además, 
los componentes y procesos a preservar. Estos comprenden la confluencia 
compleja y diferenciada de factores ambientales de diversa naturaleza, tales 
como procesos geológicos y geomorfológicos, la acción de la dinámica eólica y 
de las mareas, los procesos bióticos que interactúan en un delicado equilibrio 
con los mismos y la antropización que se desarrolla en la costa. 

Las morfologías y ambientes singulares representativas de procesos costeros, 
se ven significativamente acelerados y/o modificados en zonas donde se han 
realizado intervenciones antrópicas. Este proceso de conformación constante 
de la costa refleja la fragilidad del ambiente y su vulnerabilidad a cualquier 
intervención 1. A su vez, estas condiciones hacen vulnerable al medio costero a 

I La dinámica de las dunas que se encuentra en un delicado equilibrio, y con diferentes 
estados de consolidación por la vegetación espontánea psamófila, cumple un ro! muy 
importante en el balance de arenas costero, por lo que cualquier intervención en las 
mismas está acompañada de impactos importantes en el perfil de la playa acelerando el 
retroceso de la costa. 
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la intervención que concilie los valores de la naturaleza y las demandas de los 
procesos de antropización. 

A lo largo de décadas, el espacio costero fue fraccionado sin haber 
considerado su morfología ni el funcionamiento de los procesos naturales que 
se desarrollan en el mismo, usando criterios que son aplicables a otras 
condiciones físicas del sustrato edáfico y geológico, así como del 
funcionamiento del ciclo hidrológico. También en la costa se desarrollan otras 
actividades que se acompañan de grandes obras de infraestructura en muchos 
casos costero dependientes que implican impactos de significación en la 
dinámica costera. Han ocurrido, de esta manera, cambios drásticos en los 
procesos naturales costeros que se reflejan en problemáticas difíciles de 
abordar por parte de las instituciones competentes. 

La urbanización, y sus diversos componentes, han consolidado de manera casi 
generalizada vastos sectores costeros de las dunas móviles y semi activas las 
que actúan como un tapiz impermeable, alterando el balance de arenas 
costeras mediante la fijación con vegetación, con la finalidad ·de impedir la 
movilidad de las dunas, favoreciendo el diseño urbano. La actividad extractiva 
ha generado extensos sectores degradados, agregándose su extensión a la 
explotación reciente de depósitos de arena sumergidos para la construcción de 
infraestructuras turísticas o portuarias. 

La cuenca hidrográfica es, asimismo, importante en la consideración de los 
procesos del suelo dado que el poder erosivo que adquiere el agua precipitada 
proviene de su interacción con las características físicas de la misma. Entre 
estas se mencionan la permeabilidad del suelo, la "rugosidad" de la 
geomorfología y la vegetación espontánea de la cuenca, aspectos que 
favorecen naturalmente la capacidad de almacenamiento del suelo y 
enlentecen la velocidad del escurrimiento. Cuando estas condiciones son 
alteradas por la intervención antrópica se acelera el proceso natural del 
escurrimiento superficial produciendo acumulación de agua e intensificando su 
poder erosivo. Como síntesis, los procesos costeros son frágiles, su alteración 
implica la afectación del balance costero de las arenas y de la cuenca 
hidrográfica costera, los que pueden acelerar el retroceso costero. 

Los procesos que se buscan mitigar resultantes de la intervención antrópica 
comprenden la pérdida de arenas, el retroceso costero, la degradación de las 
playas, la erosión, la afectación del ciclo hidrológico. Resulta posible corregir 
procesos negativos como la inundación urbana y orientar las intervenciones en 
zonas costeras aún no afectadas por la urbanización. Estos vastos espacios de 
oportunidad para el desarrollo costero deberían llevarse adelante de acuerdo a 
criterios que aseguren su sustentabilidad. Estos pueden lograr un desarrollo 
equilibrado del espacio costero y respetuoso de los procesos naturales 
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orientando a intervenciones que produzcan una mínima alteración de ese 
ambiente frágil. 

Asimismo, la estructuración del espacio costero ha buscado facilitar el acceso a 
la costa generando algunos conflictos, derivados del crecimiento urbano lineal, 
del trazado urbano y vial, que generan disfunciones territoriales y ambientales 
importantes. Estas son resultado de la ausencia de políticas públicas explícitas 
e integradas, para gestionar el espacio costero orientado a la coordinación y 
cooperación de las instituciones públicas y privadas con competencias o que 
actúan en dicho espacio. Este contexto socio-institucional ha generado una 
cultura contemporánea de uso y ocupación de la costa, que ha conducido a la 
situación actual con preocupantes niveles de deterioro, que demanda la 
necesidad de una política pública nacional que integre en sus cometidos el 
interés general por un desarrollo sustentable respetuoso de la fragilidad de los 
procesos costeros. 

2.- Principales antecedentes normativos. 

Es posible mencionar antecedentes normativos que gradualmente fueron 
protegiendo el espacio costero, en particular sus procesos. La Ley de Centros 
Poblados Nº10.723 de 21 abril de 1946 y la Ley Nº10.866 de 25 de octubre de 
1946, establece una faja de 150 mts. a partir de la ribera en la cual no se 
admite fraccionar, en este espacio en general se identifican componentes 
altamente vulnerables a la intervención, como ser las playas y en algunos 
casos la duna primaria. La Ley Nº15.903 de 10 de noviembre de 1987, en su 
artículo 193, que sustituye el artículo 153 del Código de Aguas, establece una 
faja de defensa de 250 mts. en la ribera del Océano Atlántico, el Río de la 
Plata, el Río Uruguay y de la Laguna Merín para evitar modificaciones 
perjudiciales a su configuración y estructura. La Ley N°16.466 de 19 de enero 
de 1994, prevé que las intervenciones que se realicen en la faja de defensa 
costera definida por el artículo antes referido deberán ser sometidas a la 
realización previa de un estudio de impacto ambiental (artículo 6 literal 1) 
reglamentado por el artículo 2 numeral 33 del Decreto Nº349/005 de 21 de 
setiembre de 2005. 

La Constitución de la República, en su modificación de 1996 artículo 47 declara 
de interés general la protección del medio ambiente debiendo reglamentarse y 
prever sanciones a su incumplimiento. Asimismo la Ley Nº17.283 de 28 de 
noviembre de 2000, declara de interés general "la conservación de la 
diversidad biológica y de la configuración y estructura de la costa" (Art. 1ºb). 

La Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible, Nº18.308 de 18 de 
junio de 2008, establece que los espacios costeros establecidos en la Ley de 
Centros Poblados y el Código de Aguas serán especialmente protegidos por 
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los instrumentos de Ordenamiento Territorial. Los primeros 150 mts. se 
destinarán a espacios libres y se asegurará la accesibilidad pública. 

Además introduce el concepto de impacto territorial acumulativo de los 
emprendimientos costeros y se desalienta la edificación continua en la costa 
(artículos 50 y 51 ). 

Por otra parte, la Ley de Política Nacional de Aguas Nº18.610 de 2 de octubre 
de 2009, en su artículo 10, establece como aguas de transición a las cuencas 
hídricas que se encuentran en la faja costera del Río de la Plata y del Océano 
Atlántico reconociéndola como espacio de gestión sustentable e integrada. Se 
fue creando de esta manera un contexto normativo para la intervención 
responsable del espacio costero. 

También hay que tener en consideración que bajo la Ley Nº17.234 de 22 de 
febrero de 2000 (Sistema Nacional de Áreas Protegidas) se han incorporado 
áreas protegidas costero-marinas como Cabo Polonio (Decreto Nº337/009), la 
Laguna de Rocha (Decreto Nº061/010), Cerro Verde (Decreto 285/11) y 
Humedales del Santa Lucía (Decreto 55/015). 

Sin embargo, estos antecedentes no cubren la necesidad de un marco legal, a 
escala nacional que tenga en cuenta los aspectos planteados, y que hasta 
ahora han sido parcialmente considerados, para llevar adelante criterios de 
ordenación del proceso de desarrollo acelerado por la presión inmobiliaria y 
económica sobre el espacio costero. Es necesario, por lo tanto, conciliar el 
modelo del uso y ocupación de la costa asegurando un proceso democrático. 

El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente mediante 
un riguroso proceso participativo conjuntamente con las instituciones 
competentes -nacionales y departamentales- así como con la sociedad civil 
organizada, desde hace más de diez años ha venido llevando adelante la 
construcción de una Política Nacional del Espacio Costero. La aprobación de la 
Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sustentable N°18.308 de 18 de 
junio de 2008 (LOTOS) brindó un contexto e instrumento de gran relevancia 
para la elaboración de las Directrices Nacionales de Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Sostenible. 

Conjugando el conjunto de antecedentes técnicos acumulados a lo largo de 
diez años de elaboración, con las nuevas definiciones de la LOTOS, su 
finalidad, principios e instrumentos, se genera esta primera Directriz para el 
Espacio Costero, orientada a la demanda de contar con instrumentos para 
promover su uso sustentable y democrático, y enfrentar procesos actuales de 
deterioro; se deja para la consideración de otros instrumentos nacionales de 
OT -actualmente en elaboración- la definición de la política pública de 
promoción y regulación de usos y actividades en la zona costera. 
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La Ley Nº18.308 de 18 de junio de 2008 promueve la participación en la 
gestión costera y llena el vacío de la necesidad de una autoridad de 
coordinación de las actuaciones públicas (Comité Nacional de Ordenamiento 
Territorial) y la coordinación y compatibilización entre el Poder Ejecutivo y los 
Gobiernos Departamentales, para la propuesta de instrumentos sectoriales de 
relevancia en el espacio costero. Tal como fue planteado, la dinámica costera 
precisa de un proceso continuo que refleje estos mecanismos y su adecuación 
a los procesos y los objetivos de la política costera. A la vez, plantea la 
necesidad de realizar un seguimiento de los procesos territoriales y el 
monitoreo de las políticas y planes. 

Por otra parte, constituyen principios rectores del ordenamiento territorial, entre 
otros, la coordinación y la cooperación de las entidades públicas que 
intervienen en los procesos de ordenamiento de territorio; la concertación entre 
el sector público, el privado y el social; la conciliación del desarrollo económico, 
la sustentabilidad ambiental y la equidad social con objetivos de desarrollo 
integral, sostenible y cohesionado del territorio, compatibilizando una 
equilibrada distribución espacial de los usos y actividades y el máximo 
aprovechamiento de las infraestructuras y servicios existentes; el desarrollo de 
objetivos estratégicos de contenido social y económico solidarios, que resulten 
compatibles con la conservación de los recursos naturales y el patrimonio 
cultural y la protección de los espacios de interés productivo rural; la 
prevención de los conflictos con incidencia territorial; la participación ciudadana 
en los procesos de elaboración, implementación, seguimiento, evaluación y 
revisión de los instrumentos de ordenamiento territorial (artículo 5°). 

En función de lo expuesto, es clara la necesidad de una política pública para el 
espacio costero que considere a la costa como recurso natural en la cual se 
desarrollan procesos naturales y antrópicos. La misma debe conciliar estos 
aspectos privilegiando la calidad ambiental, el control de las expansiones 
urbanas y el uso eficiente de las capacidades instaladas así como respetar la 
singularidad de los paisajes naturales y culturales costeros previniendo 
conflictos. Asimismo debe promover a la costa como un bien económico y 
social para disfrute de toda la población (accesibilidad y uso público de las 
playas). 

3.- El contenido de la Directriz Costera 

La presente Directriz Costera se estructura en cinco Títulos. El primero, 
Disposiciones Generales, aborda el objeto de la misma, disponiendo que la 
política pública expresada en la presente Directriz se orienta a promover ei uso 
sustentable, responsable y comprometido con la conservación del recurso 
costero, promoviendo lineamientos de buenas prácticas en el uso del mismo. 
Su alcance territorial no se extiende a todos los espacios costeros que el país 
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posee, por el contrario, se dirige a aquellos sectores de costas más 
transformados y comprometidos en sus condiciones ecosistémicas. Por tanto, 
constituye como lo expresa su artículo 1 ° "un instrumento de política pública 
para promover el uso sustentable y democrático de los recursos naturales y 
culturales del Espacio Costero del Océano Atlántico y del Río de la Plata". 
Otros instrumentos nacionales de ordenamiento territorial fijarán la política 
pública que, a través de la promoción y regulación específica de usos y 
actividades, construya un nuevo modelo de organización territorial costero que 
supere las disfunciones del construido a lo largo de décadas. En consecuencia, 
esta Directriz ni promueve ni prohíbe actividad alguna, sólo pretende que las 
mismas consideren medidas mínimas de protección de los componentes 
vulnerables más frágiles del ecosistema costero. 

A los efectos de la aplicación de las disposiciones de la presente Directriz, en el 
artículo 3° se delimita con precisión el ámbito del espacio costero dentro del 
ámbito continental, el cual queda comprendido por las rutas nacionales en el 
entendido de que estas transcurren por las divisorias de aguas, o su 
proximidad a las mismas, permitiendo comprender los procesos naturales o 
antrópicos que se desarrollan en las cuencas costeras y que impactan en la 
línea de la costa. Si bien se establece dentro del ámbito de aplicación el medio 
acuático, es a los solos efectos de la jurisdicción, ya que no se prevé en la 
presente lineamientos específicos para dicho ámbito. 

En su artículo 4° se establece la finalidad y objetivos que conforman las 
grandes orientaciones que enmarcan la aplicación de la política pública de 
protección del espacio costero. 

En el Título 11 se establecen los lineamientos medulares para promover el uso 
sustentable y democrático del espacio costero, indicando en su artículo 5° que 
los mismos deberán ser observados por todos "los instrumentos de 
ordenamiento territorial y desarrollo sostenible definidos en la Ley Nº18.308 de 
18 de junio de 2008 y demás planes, proyectos, programas y actuaciones" que 
se realicen en el espacio de aplicación de la Directriz. 

Tales lineamientos refieren, básicamente, a la obligatoriedad de identificar, 
caracterizar y delimitar los componentes vulnerables o frágiles del ecosistema, 
los cuales se enuncian de forma no taxativa en el artículo 6°. En los siguientes 
artículos se plantean un conjunto de orientaciones que deben ser considerados 
en las actuaciones que se desarrollen en el espacio costero a efectos de evitar 
el deterioro de tales componentes. Asimismo se establecen consideraciones 
específicas para el tratamiento de algunas situaciones en las que ya existen 
procesos de deterioro o conflictos, como las áreas degradadas y la 
consideración de impactos acumulativos. 
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En el Título 111 se establecen los procedimientos de coordinación 
interinstitucional necesarios para la eficaz instrumentación de la Directriz, tanto 
a nivel del Poder Ejecutivo como de los Gobiernos Departamentales. 

El Título IV establece las formas de monitoreo, seguimiento y estudios de los 
procesos territoriales creando a tales efectos en la órbita del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, el Observatorio del 
Espacio Costero. 

Finalmente, en el Título V, se disponen los procedimientos de rev1s1on y 
actualización de la Directriz Nacional ubicando en la órbita del Comité Nacional 
de Ordenamiento Territorial las correspondientes decisiones. 

Montevideo, 29 de junio de 2015 

Lucía Topol 

Senadora 
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CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA 
 

 
Artículo 47.- La protección del medio ambiente es de interés general. Las 
personas deberán abstenerse de cualquier acto que cause depredación, 
destrucción o contaminación graves al medio ambiente. La ley reglamentará 
esta disposición y podrá prever sanciones para los transgresores. 
 
El agua es un recurso natural esencial para la vida. 
 
El acceso al agua potable y el acceso al saneamiento, constituyen derechos 
humanos fundamentales. 
 
1) La política nacional de aguas y saneamiento estará basada en: 
 
  
 a) el ordenamiento del territorio, conservación y protección del Medio Ambiente 
y la restauración de la naturaleza. 
  
 b) la gestión sustentable, solidaria con las generaciones futuras, de los 
recursos hídricos y la preservación del ciclo hidrológico que constituyen 
asuntos de interés general. Los usuarios y la sociedad civil, participarán en 
todas las instancias de planificación, gestión y control de recursos hídricos; 
estableciéndose las cuencas hidrográficas como unidades básicas. 
  
 c) el establecimiento de prioridades para el uso del agua por regiones, 
cuencas o partes de ellas, siendo la primera prioridad el abastecimiento de 
agua potable a poblaciones. 
  
 d) el principio por el cual la prestación del servicio de agua potable y 
saneamiento, deberá hacerse anteponiendo las razones de orden social a las 
de orden económico.  
 
Toda autorización, concesión o permiso que de cualquier manera vulnere las 
disposiciones anteriores deberá ser dejada sin efecto. 
 
2) Las aguas superficiales, así como las subterráneas, con excepción de las 
pluviales, integradas en el ciclo hidrológico, constituyen un recurso unitario, 
subordinado al interés general, que forma parte del dominio público estatal, 
como dominio público hidráulico. 
  
3) El servicio público de saneamiento y el servicio público de abastecimiento de 
agua para el consumo humano serán prestados exclusiva y directamente por 
personas jurídicas estatales. 
  
4) La ley, por los tres quintos de votos del total de componentes de cada 
Cámara, podrá autorizar el suministro de agua, a otro país, cuando éste se 
encuentre desabastecido y por motivos de solidaridad. 
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LEY Nº 10.723,  
de 21 de abril de 1946 

 

CENTROS POBLADOS 

SE DA EL CONJUNTO DE NORMAS PARA LA FORMACION 

 Artículo 1º.- Queda exclusivamente reservada a los Gobiernos 
Departamentales respectivos la competencia para autorizar toda creación de 
predios cuando así lo establezcan los instrumentos de ordenamiento territorial y 
desarrollo sostenible, así como, en todos los casos, para autorizar la 
subdivisión de predios con destino directo o indirecto a la formación de centros 
poblados y para aprobar el trazado y la apertura de calles, caminos o sendas o 
cualquier tipo de vías de circulación o tránsito que impliquen o no 
amanzanamiento o formación de centros poblados. 
 

Fuente: artículo 83, Num. 1, Lit. a)  Ley Nº 18.308, de 18 de junio de 2008. 
 

 Artículo 2º.- Constituye subdivisión de predios con destino a la formación de 

centros poblados, toda subdivisión de la tierra, fuera de las zonas urbanas o 

suburbanas, que cree uno o más predios independientes menores de cinco hectáreas 

cada uno. Para los Departamentos de Montevideo y Canelones, este límite queda 

reducido a tres hectáreas. 

Quedan exceptuados de las disposiciones de este artículo los predios que 

resulten deslindados de otros, con los cuales formaron antes uno sólo, por obra de 

trazados o realizaciones de caminos nacionales, departamentales o vecinales, de vías 

férreas o de canales y aquellos que tengan destino de uso o de interés públicos por 

decisión de los Gobiernos nacional o municipal. Se entenderá que no constituye 

subdivisión de predios con destino a la formación de centros poblados, la simple 

constancia en planos de áreas parciales entre límites naturales o arbitrarios, siempre 

que se deje constancia en los mismos planos de que ella no constituye subdivisión de 

predios con destino a la formación de centros poblados, la simple constancia en 

planos de que ella no constituye deslinde o división de predios. Se entiende por 

"predio independiente", a los efectos de esta ley, aquel que ha sido deslindado o 

amojonado, o aquel que es objeto definido con unidad propia de una traslación de 

dominio, o del resultado de una división jurídica. 

Fuente: artículo 1º, Ley Nº 10.866, de 25 de octubre de 1946. 

Incisos 2º y 3º: Derogados por Artículo 83,  Num. 1,  Lit. b),   Ley Nº 18.308, 
de 18 de junio de 2008 

 
 
 
 
 
 
 

Texto derogado: 
 
   Si dichos predios son menores de una hectárea cada uno, el centro 
poblado se entenderá pueblo, villa o zona urbana o suburbana. 
 
   Si los predios independientes creados son mayores de una hectárea de 
superficie cada uno y menores de los límites fijados en el inciso primero, el 
centro poblado a cuya formación se tiende, se entenderá como centro 
poblado de "Huertos”. 
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 Artículo 3º.- Se entiende que, constituye trazado o apertura de calles, 

caminos o sendas que implican amanzanamiento o formación de centros 

poblados, según el artículo 1º, aquel trazado o apertura de vías de tránsito que 

alcance a formar tres o más islotes o manzanas contiguas de tierras de 

propiedad privada inferiores en superficie a veinte hectáreas cada una, siempre 

que esta formación no resulte de los trazados oficiales de la red de caminos 

nacionales, departamentales o vecinales. 

Fuente: artículo 1º, Ley Nº 10.866, de 25 de octubre de 1946.  

 Artículo 4º.- Los Gobiernos Departamentales establecerán en el término 

de dos años a partir de la publicidad de la presente ley, para todos los pueblos, 

villas y ciudades, oficialmente reconocidos, los límites precisos de las zonas 

urbanas y suburbanas amanzanadas. 

Fuente: Artículo 1º, Ley Nº 10.866, de 25 de octubre de 1946. 

 Artículo 5º.- Establecerán, igualmente, dentro del mismo plazo, los 

límites de las zonas pobladas existentes no reconocidas oficialmente, que de 

acuerdo a las definiciones de la presente ley, deben considerarse como 

constituyendo de hecho centros poblados, establecidos con tales caracteres 

con anterioridad a la publicación de esta misma ley. Para esta determinación 

podrán requerir la investigación y el informe de la Dirección de Topografía. 

Estos centros poblados existentes de hecho, se considerarán centros poblados 

"provisionales", hasta que, cumplidas las exigencias de la presente ley, puedan 

ser reconocidos y autorizados definitivamente, o por el contrario, sean 

declarados como inadecuados o insalubres, y su expropiación, de utilidad 

pública, conforme a las leyes vigentes. 

Fuente: artículo 1º, Ley Nº 10.866, de 25 de octubre de 1946. 

 Artículo 6º.- Los Gobiernos Departamentales comunicarán al Poder 

Ejecutivo los datos determinados, con referencia a los artículos 4º y 5º, y 

renovarán esta comunicación cada vez que estos datos sean modificados. 

 Artículo 7º.- Antes de proceder a la autorización para la subdivisión de 

predios con destino a la formación de centros poblados o para abrir calles, 

caminos o sendas con fines de amanzanamiento o de formación de dichos 

centros, sea la iniciativa oficial o privada, los Gobiernos Departamentales 

requerirán, en cada caso, de los mismos interesados y o de las oficinas 

técnicas caso, de los mismos interesados y o de las oficinas técnicas públicas 

dependientes del Poder Ejecutivo y o de las propias municipales, los datos 

siguientes de carácter técnico y documental que constituirán los antecedentes 

respectivos: 
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A) Constitución geológica del suelo; existencia de aguas superficiales y 

probabilidad de existencia de aguas subterráneas y recursos minerales 

probables. 

B) Naturaleza del suelo agrícola circundante a distancia no mayor de cinco 

kilómetros, y su aptitud para determinados cultivos. 

C) Vías existentes y proyectadas de comunicación, carreteras, caminos, vías 

fluviales o marítimas, vías férreas y sus estaciones, aeródromos, etc. Sus 

distancias y posiciones con relación al centro poblado proyectado. 

D) Relevamiento del terreno destinado a centro poblado con establecimiento 

de curvas de nivel a cada dos metros como mínimo, y expresión de los 

principales accidentes geográficos. 

E) Aforo medio de la hectárea de tierra en la región. 

F) Tasación de las mejoras existentes dentro del área destinada a centro 

poblado. 

G) Memorándum que consigne los motivos económico-sociales, militares, 

turísticos, etc., que justifique la formación del centro poblado. 

H) Altura media de la más alta marea o creciente, si se tratara de cursos de 

aguas. 

I) Extensión y ubicación de los terrenos destinados a fomento y desarrollo 

futuro del centro poblado. 

Fuente: artículo 1º, Ley Nº 10.866, de 25 de octubre de 1946. 

 Artículo 8º.- Reunidos estos datos y antecedentes, los Gobiernos 

Departamentales oirán la opinión del Instituto de Urbanismo de la Facultad 

de Arquitectura o de oficinas técnicas municipales o nacionales de 

urbanismo o de plan regulador, opinión que se agregará a los antecedentes. 

Igualmente recabarán el asesoramiento jurídico en lo relacionado con el 

deslinde proyectado, y las condiciones de los títulos de propiedad 

respectivos. Este dictamen se agregará también a los antecedentes. 

Artículo 9º.- Llenados los requisitos a que se refieren los artículos 

anteriores (7º y 8º), el Intendente respectivo someterá a la decisión de la 

Junta Departamental la autorización para la formación del correspondiente 

centro poblado. 

En caso de resolución afirmativa de la Junta, el Intendente procederá a 

su aceptación oficial, aprobando en el mismo acto el plano de trazado 

urbanístico y el plano de deslinde de predios. 
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En todos los casos estos planos se realizarán respectivamente por un 

profesional especializado en ordenamiento territorial o urbanismo y por un 

agrimensor. 

Los datos de ambos planos podrán estar expresados en un solo 

documento gráfico con las firmas de los técnicos mencionados. 

Fuente: artículo 83, Num. 1, Lit. c) Ley Nº 18.308, de 18 de junio de 2008. 

Artículo 10.- Concedida la autorización del Gobierno Departamental, 

recién podrá procederse al trazado en el terreno del amanzanamiento y 

las vías de tránsito, como asimismo a la división y amojonamiento de los 

predios, lo cual se hará con arreglo a las disposiciones legales generales 

y a las ordenanzas particulares de la Intendencia respectiva. Tampoco 

podrán enajenarse las referidas parcelas de tierra sin dicha autorización. 

 
 Inciso 2º derogado por artículo 83, Num. 1, Lit. d) Ley Nº 18.308, de 18 de 

junio de 2008. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

La repartición encargada de cotejar los planos de mensuras y deslindes 
retendrá todo plano que se le presente en contravención con esta ley, con el 
cual se deberá iniciar el expediente para la aplicación de la multa. 
 
 Artículo 11.- La violación a cualquiera de las normas contenidas en la 
presente ley relativas al fraccionamiento o la enajenación de predios o 
aperturas de vías de tránsito, sin perjuicio de la nulidad absoluta del 
fraccionamiento y las ventas posteriores de predios parte del mismo, serán 
sancionadas con una multa de 50 UR (cincuenta unidades reajustables) a 
50.000 UR (cincuenta mil unidades reajustables), con destino al Gobierno 
Departamental correspondiente, sin perjuicio de las demás sanciones que la 
transgresión pudiera producir. Las multas se harán efectivas por las 
Intendencias Municipales y serán aplicadas solidariamente a todos los 
involucrados y profesionales intervenientes.  
 
 Inciso 2º derogado por artículo 83, Num. 1, Lit. f) Ley Nº 18.308, de 18 de 

junio de 2008. 
  
 
 

Texto derogado: 

Al agrimensor que practique un fraccionamiento de esta naturaleza 
sin la autorización exigida por esta ley, se le aplicará una multa de 
doscientos pesos ($ 200.00), con destino al Municipio respectivo. 

Texto derogado: 

En el caso de que la naturaleza del contrato impidiera aplicar esta 
sanción, el importe de la multa será de sesenta pesos ($ 60.00), que se 
distribuirá en igual forma. 
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Quedan exceptuados de estas sanciones y de las del artículo anterior, 

los fraccionamientos y planos que se refieran a enajenaciones, particiones, 

divisiones de hecho o compromisos de venta, anteriores a la promulgación de 

esta ley, así como las enajenaciones y particiones que se refieran a planos de 

fraccionamiento o deslinde aprobados o inscriptos en las oficinas de Topografía 

o de Catastro, con la misma anterioridad. En todos los casos la anterioridad de 

los hechos mencionados deberá constar con fecha cierta. Se entiende por 

"divisiones de hecho" las que correspondan a división de padrones o a 

existencia en un predio de edificaciones totalmente independientes entre sí, 

que hubieran sido oportunamente aprobadas por la autoridad municipal 

respectiva. Los vendedores de terrenos a plazo que no hubieran cumplido con 

los requisitos de la ley, relativos a las ventas a plazo en las operaciones y 

compromisos anteriores a la ley de 21 de abril de 1946, tendrán un plazo de un 

año a partir de la promulgación de la presente ley para ponerse en las 

condiciones legales. De no hacerlo así, sus operaciones no serán reconocidas 

como anteriores, y estarán obligados a indemnizar a los compradores, por los 

perjuicios que les ocasione la aplicación de las disposiciones legales. 

 

Fuente: artículo 83, Num. 1, Lit. e), Ley Nº 18.308, de 18 de junio de 2008. 
 artículo 1º Ley Nº 10.866, de 25 de octubre de 1946. 

  
 
 

 Artículo 12.- Quedan exceptuadas de las disposiciones que se refieren 
a división y deslinde de predios y de las sanciones correspondientes, las 
divisiones y deslindes que sólo tengan por objeto la regularización de predios 
por convenio entre vecinos, aprobados por la autoridad municipal, siempre que 
no se aumente el número de los predios independientes, en contravención con 
lo que dispone esta ley. 
 
 Cuando en las regularizaciones de esta índole se trate de predios 
rurales, no se requerirá la aprobación municipal. 
 
 

Fuente: artículo 1º Ley Nº 10.866, de 25 de octubre de 1946. 
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Artículo 13.- Toda formación de centro poblado, estará sujeta a los 
siguientes requisitos mínimos: 

 
Numerales 1º) y 2º), derogados por artículo 83, Num. 1, Lit. g) Ley 
Nº 18.308, de 18 de junio de 2008. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
3º) Ningún predio y ninguna vía pública que sirva de único acceso a 
predios podrá situarse ni total ni parcialmente en terrenos inundables, o 
que estén a nivel inferior a 50 centímetros por encima del nivel 
alcanzado por las más altas crecientes conocidas. 
 
     Tampoco podrá situarse ningún predio en los casos de contigüidad a 
los cauces del dominio público, dentro de las tierras abarcadas por una 
faja costera de 150 metros de ancho por lo menos, medida según lo 
dispone el Código de Aguas, a partir de la línea de ribera. 
 

Texto derogado: 

1º) Se establecerá como posible, económica y técnicamente, el 
abastecimiento de agua potable para el consumo y el uso de la 
población prevista, conforme al proyecto del centro poblado, en la 
hipótesis de que la población llegue a alcanzar la densidad de 80 
habitantes por hectárea urbana, y sobre la base de un consumo diario 
de agua mínima de 60 litros por habitante y por día.  Para el caso de 
pueblos de huertos, el total de agua, comprendido el riego, se calculará 
del mismo modo, sobre la densidad teórica de 40 habitantes por 
hectárea. 

 
2º) A menos de cinco kilómetros de distancia del centro poblado 

a formarse, existirán tierras aptas para la agricultura intensiva, en una 
extensión superficial no menor de cinco veces el área total, 
comprendida dentro del perímetro del centro poblado. 

 
  De estas tierras, una extensión superficial no menor de dos 

veces el área del centro poblado, estará dividida en predios 
independientes mayores de cinco hectáreas y menores de veinticinco, 
cada uno, y estos predios serán accesibles por vía pública desde el 
centro poblado. 

 
 
  Quedan exceptuados de esta exigencia aquellos centros 

poblados que agrupan predios con destino a “Huertos”, ninguno de los 
cuales sea inferior en su superficie a una hectárea, así como también 
los centros poblados que se formen como motivo de la instalación de 
centros industriales o turísticos. 
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     En todo fraccionamiento de predios costeros, la faja de 150 (ciento 
cincuenta) metros determinada a partir de la línea superior de la ribera 
pasará de pleno derecho al dominio público. 
 
     No se podrá admitir excepción alguna a lo previsto en el presente 
artículo. 
 
4º) Las tierras destinadas a centro poblado y a tierras de agricultura 
anexas, tendrán títulos saneados. 
 
5º) Todo centro poblado deberá constituir, por lo menos, una unidad 
vecinal que permita el mantenimiento de una escuela primaria y de los 
servicios públicos indispensables. A este efecto, el centro poblado tendrá 
como mínimo cien hectáreas de superficie, si es centro poblado de 
huertos, y si es pueblo, villa o zona urbana o suburbana no incorporado 
sin solución de continuidad a otro centro poblado mayor, tendrá como 
mínimo treinta hectáreas. 
 
  Ninguna unidad vecinal podrá ser cortada por carreteras nacionales o 
departamentales de tránsito rápido o por vías férreas. 
 
  En la delineación y amanzanamiento de cada nuevo centro poblado se 
indicarán, de antemano, el lugar y área que corresponderá a la escuela 
primaria local. 
 

Fuente: artículo 83, Num. 1, Lit. g), Ley Nº 18.308, de 18 de junio de 2008. 
 
 Artículo 14.- Para los centros poblados existentes de hecho, con 
anterioridad a la presente ley, y no reconocidos sino en carácter de 
“provisionales”, conforme al artículo 5º, los Gobiernos Departamentales podrán 
proceder a su reconocimiento definitivo, mediando las siguientes condiciones 
mínimas: 
 

A) Posibilidad de su desarrollo económico-social, atendiendo a los 
medios de vida de sus habitantes y a los recursos de producción de la 
zona. 
 
  
B) No existencia de predios inundables, salvo caso de expropiación de 
éstos o de corrección previa de sus vicios. 
 
  
C) Posibilidad económica de abastecimiento de agua potable para la 
población. 
 
  
D) Ausencia de otros factores permanentes de insalubridad. En caso 
contrario, y no siendo posible corregir las deficiencias, es facultad 
municipal el declarar “población inadecuada” o “insalubre”, al centro 

45



poblado correspondiente, lo que implica declarar su expropiación total 
como de utilidad pública. 

Artículo 15.- Queda prohibida, con las mismas sanciones establecidas 

en los artículos 10 y 11, toda división de tierras que implique crear predios 

independientes menores en superficie a 2.000 (dos mil) metros cuadrados si no 

cuenta con sistemas de abastecimiento de agua potable, de saneamiento y de 

drenaje pluvial, de suministro de energía eléctrica, alumbrado público y 

pavimentos, construidos según lo autorizado y recibido por el organismo 

ejecutor correspondiente. 

Fuente: artículo 83, Num. 1, Lit. h), Ley Nº 18.308, de 18 de junio de 2008. 

Artículo 16.- Queda prohibida, con las mismas sanciones establecidas 

en los artículos 11 y 19, en la redacción dada por la Ley Nº 18.308, de 18 de 

junio de 2008, toda división de tierra que implique crear predios independientes 

menores en superficie a trescientos metros cuadrados en suelo urbano o 

suburbano, con las siguientes excepciones, de las que se deberá dejar 

constancia expresa en los respectivos planos: 

A) Aquellas actuaciones en las que dicha división tenga por objeto la

instalación de servicios de interés público, declarado por el Poder

Ejecutivo o los Gobiernos Departamentales en su caso.

B) Cuando los instrumentos de ordenamiento territorial así lo dispongan

para las actuaciones de los programas públicos de vivienda,

urbanización y/o mejoramiento barrial, siempre que los mismos sean de

interés social.

C) Cuando los instrumentos de ordenamiento territorial del ámbito

departamental, que se aprueben conforme con los procedimientos

establecidos en la Ley Nº 18.308, dispongan por vía de excepción

reducir dichas exigencias en sectores particulares, delimitados dentro de

suelo categoría urbana consolidado definido en el literal a) del artículo 32

de la Ley Nº 18.308.

El escribano autorizante deberá dejar constancia en la escritura 

respectiva de la excepción que surge del plano. 

Queda prohibida, con las mismas sanciones establecidas en los artículos 

11 y 19, en la redacción dada por la Ley Nº 18.308, toda división de tierra, 

realizada en suelo rural, que implique crear lotes independientes menores en 

superficie a las cinco hectáreas cada uno o tres hectáreas para los 

departamentos de Montevideo y de Canelones, con las excepciones 

establecidas en la Ley Nº 18.308. 
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El Ministerio de Economía y Finanzas, a través de la Dirección Nacional 

de Catastro, no inscribirá planos de mensura, fraccionamiento o 

reparcelamiento que no cumplan con lo dispuesto en el presente artículo. 

Fuente: artículo 1º, Ley Nº 19.044, de 28 de diciembre de 2012. 

 Artículo 17.- Las exigencias establecidas en los artículos 13, 14, 15 y 

16, de la presente ley, rigen como mínimas con carácter general, sin perjuicio 

de que los límites y condiciones establecidos en ellos puedan ser superados 

por exigencias más estrictas todavía en las disposiciones municipales de las 

respectivas jurisdicciones. 

 Artículo 18.- Todo ensanche de ciudad, villa, o pueblo, cualquiera sea 

su carácter, será considerado en la parte que se agrega al centro poblado 

existente, como formación de nuevo centro poblado, a los efectos de la 

presente ley. 

 Artículo 19.- Todos los fraccionamientos y trazados efectuados en 

contravención a lo dispuesto por la presente ley y las ordenanzas e 

instrumentos de ordenamiento territorial, serán absolutamente nulos, debiendo 

el Gobierno Departamental imponer las sanciones correspondientes a que 

refieren los artículos 10 y 11 de la presente ley. 

Fuente: artículo 83, Num. 1, Lit. j), Ley Nº 18.308, de 18 de junio de 2008. 
 

Artículo 20.- Deróganse todas las disposiciones que se opongan a la 

presente ley. 
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LEY Nº 15.903,  
de 10 de noviembre de 1987 

 
 

Artículo 193.- Sustitúyese el artículo 153 del decreto-ley Nº 14.859, de 

15 de diciembre de 1978, por el siguiente: 

"ARTICULO 153.- Establécese una faja de defensa en la ribera del Océano 

Atlántico, el Río de la Plata, río Uruguay y de la Laguna Merín, para evitar 

modificaciones perjudiciales a su configuración y estructura. 

  El ancho de esta faja será de doscientos cincuenta metros, medidos hacia 

el interior del territorio a partir del límite superior de la ribera, establecido en 

los artículos 36 y 37 de este Código. 

  Hacia el exterior, en las costas del Río de la Plata y el Océano Atlántico, 

la faja se extenderá hasta la línea determinada por el Plano de Referencia 

Hidrométrico Provisorio (cero Wharton). 

  En el río Uruguay, el límite exterior de dicha faja será determinado por el 

Ministerio competente, en función de las costas correspondientes a los 

ceros de las escalas hidrométricas, adoptadas como referencia para las 

diferentes zonas del río. 

  Cuando existiesen rutas nacionales o ramblas costaneras abiertas y 

pavimentadas, a una distancia menor de doscientos cincuenta metros del 

límite superior de la ribera, el ancho de la faja de defensa se extenderá 

solamente hasta dichas rutas o ramblas. 

  Cualquier acción a promoverse en la faja de defensa de costas que 

modifique su configuración natural, requerirá la autorización previa del 

Ministerio competente, quien la denegará cuando dicha acción pueda 

causar efectos perjudiciales a la configuración o estructura de la costa. 

  En los predios de propiedad fiscal o particular, las extracciones de arena, 

cantos rodados y rocas de yacimientos ubicados dentro de la faja de 

defensa, sólo podrán efectuarse hasta una cota no inferior al nivel situado 

cincuenta centímetros por encima del límite superior de la ribera". 
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LEY Nº 16.466,  
de 19 de enero de 1994 

 
 

 

MEDIO AMBIENTE 

DECLARASE DE INTERES GENERAL, LA PROTECCION DEL MISMO, 

CONTRA CUALQUIER TIPO DE DEPREDACION, 

DESTRUCCION O CONTAMINACION 

Artículo 1º.- Declárase de interés general y nacional la protección del 

medio ambiente contra cualquier tipo de depredación, destrucción o 

contaminación, así como la prevención del impacto ambiental negativo o nocivo 

y, en su caso, la recomposición del medio ambiente dañado por actividades 

humanas. 

Artículo 2º.- A los efectos de la presente ley se considera impacto 

ambiental negativo o nocivo toda alteración de las propiedades físicas, 

químicas o biológicas del medio ambiente causada por cualquier forma de 

materia o energía resultante de las actividades humanas que directa o 

indirectamente perjudiquen o dañen: 

I. La salud, seguridad o calidad de vida de la población. 

II. Las condiciones estéticas, culturales o sanitarias del medio. 

III. La configuración, calidad y diversidad de los recursos naturales.  

Artículo 3º.- Es deber fundamental de toda persona, física o jurídica, 

abstenerse de todo acto que cause impacto ambiental que se traduzca en 

depredación, destrucción o contaminación graves del medio ambiente. 

Artículo 4º.- Sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que 

señale la ley, quien provoque depredación, destrucción o contaminación del 

medio ambiente en violación de lo establecido por los artículos de la presente 

ley, será civilmente responsable de todos los perjuicios que ocasione, debiendo 

hacerse cargo, además, si materialmente ello fuere posible, de las acciones 

conducentes a su recomposición. 

Cuando los perjuicios ocasionados por dicha violación sean irreversibles, el 

responsable de los mismos deberá hacerse cargo de todas las medidas 

tendientes a su máxima reducción o mitigación, sin perjuicio de las 

responsabilidades administrativas, civiles o penales que pudieran 

corresponder. 
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Artículo 5º.- Sin perjuicio de los demás cometidos y facultades que le asigna 

la presente ley u otras normas legales, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 

Territorial y Medio Ambiente llevará un registro de los estudios de evaluación 

de impacto ambiental referidos a todas las actividades, construcciones u obras 

descriptos en el artículo siguiente, así como aquellos otros no mencionados 

específicamente y que, a juicio del citado Ministerio, puedan ser susceptibles 

de provocar un impacto ambiental de entidad. 

Artículo 6º.- Quedan sometidas a la realización previa de un estudio de 

impacto ambiental las siguientes actividades, construcciones u obras, públicas 

o privadas: 

A) Carreteras, puentes, vías férreas y aeropuertos. 

B) Puertos, terminales de transvase de petróleo o productos químicos. 

C) Oleoductos, gasoductos y emisarios de líquidos residuales. 

D) Plantas de tratamiento, equipos de transporte y disposición final de 

residuos tóxicos o peligrosos. 

E) Extracción de minerales y de combustibles fósiles. 

F) Usinas de generación de electricidad de más de 10 MW, cualquiera sea 

su fuente primaria. 

G) Usinas de producción y transformación de energía nuclear. 

H) Líneas de transmisión de energía eléctrica de 150 KW o más. 

I) Obras para explotación o regulación de recursos hídricos. 

 

 

 

 

 

 

 

 

Reglamentado por artículo 2º, numeral 33 del  Decreto 

Nº 349/2005,  de 21 de setiembre de 2005 
 

Artículo 2º.- (Ámbito de aplicación). Requerirán la Autorización Ambiental 

Previa, las actividades, construcciones u obras que se detallan a continuación, 

sean las mismas de titularidad pública o privada: 

33)  Toda construcción u obra que se proyecte en la faja de defensa de costas, 

definida por el artículo 153 del Código de Aguas (Decreto-Ley N° 14.859, 

de 15 de diciembre de 1978, en la redacción dada por el artículo 193 de 

la Ley 15.903, de 10 de  noviembre de 1987). 
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J) Complejos industriales, agroindustriales y turísticos, o unidades que, por 

su naturaleza y magnitud, puedan causar un impacto ambiental grave. 

K) Proyectos urbanísticos de más de cien hectáreas o en áreas menores 

consideradas de relevante interés ambiental a criterio del Poder Ejecutivo. 

L) Las que se proyectaren realizar en la faja de defensa costera definida 

por el artículo 153 del Código de Aguas. 

M) Aquellas otras actividades, construcciones u obras que, en forma 

análoga a las indicadas precedentemente, puedan causar impacto ambiental 

negativo o nocivo. El Poder Ejecutivo reglamentará esta disposición. 

 

  

N) El Poder Ejecutivo reglamentará los criterios mínimos de las actividades, 

construcciones u obras, a partir de los cuales se deberán realizar las 

evaluaciones de impacto ambiental.  

La enunciación precedente es sin perjuicio de lo establecido por otras 

normas legales específicas referidas a esta materia, que seguirán vigentes. 

Artículo 7º.- Para iniciar la ejecución de las actividades, construcciones u 

obras en las que estén involucradas cualesquiera de las situaciones descriptas 

en el artículo anterior, los interesados deberán obtener la autorización previa 

del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente el que 

requerirá el asesoramiento del o de los Ministerios o Gobiernos 

Departamentales que tuvieran que ver con dichas obras o trabajos. El 

Ministerio se expedirá dentro del plazo que fije la reglamentación. 

Artículo 8º.- En cualquier momento durante la realización de una actividad, 

construcción u obra de las mencionadas en el artículo 6º, el Poder Ejecutivo 

podrá disponer, por resolución fundada, la suspensión de las mismas. 

Artículo 9º.- La solicitud de autorización respectiva deberá ser realizada 

por el titular del proyecto a ejecutar, quien será responsable de dar 

cumplimiento a las exigencias dispuestas por la presente ley. Deberá adjuntar 

los estudios completos del proyecto, junto con los elementos que estime 

convenientes para su mejor análisis. 

Artículo 10.- Los requisitos mínimos que deberá contener la solicitud de 

autorización serán los siguientes: 

A) La identificación del o de los propietarios del predio donde se ejecutará 

el proyecto, la identificación precisa del o de los titulares del mismo y de los 

técnicos responsables en su elaboración y ejecución. 
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B) El proyecto suscrito por el o los técnicos designados, con la descripción 

detallada de su contenido, del espacio físico y entorno donde el mismo se 

emplazaría, junto con todos los detalles que posibiliten su consideración 

integral. 

C) La evaluación del impacto ambiental suscrita por el o los técnicos 

intervinientes. 

D) Un resumen del proyecto en términos fácilmente comprensible que 

contenga las particularidades esenciales del mismo, así como los efectos que 

de su ejecución puedan derivarse. 

E) Aquellos otros requisitos que pueda determinar la reglamentación.  

Artículo 11.- Los titulares de las actividades, construcciones u obras a 

ejecutar y los técnicos y profesionales intervinientes en su ejecución y 

dirección, serán solidariamente responsables de los perjuicios ocasionados por 

la realización de aquellas que no hubieran obtenido la autorización prevista en 

la presente ley, así como por el apartamiento de las normas contenidas en los 

antecedentes que hayan dado mérito su aprobación. 

Artículo 12.- El estudio de evaluación de impacto ambiental requerido por 

la presente ley, deberá ser suscrito por los técnicos intervinientes, uno de los 

cuales deberá ser técnico profesional universitario con idoneidad en la materia, 

que será responsable por los resultados de los estudio presentados. 

No podrán intervenir ni suscribir estos estudios o evaluaciones de impacto 

ambiental a que se refiere el literal C) del artículo 10 de la presente ley los 

funcionarios del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 

Ambiente ni aquellos otros funcionarios públicos que disponga la 

reglamentación, por considerar que existe conflicto de intereses. 

Artículo 13.- El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial Medio 

Ambiente pondrá de manifiesto en sus oficinas el resumen del proyecto a que 

hace referencia el literal D) del artículo 10 de la presente ley, una vez que 

considere que el mismo corresponde al proyecto presentado. A tal fin, 

efectuará una comunicación mediante publicación en el Diario Oficial y en otro 

diario de circulación nacional, a partir de la cual correrá un plazo, que 

determinará la reglamentación, para que cualquier interesado pueda acceder a 

la vista del mismo y formular las apreciaciones que considere convenientes. 

Artículo 14.- El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 

Ambiente podrá disponer la realización de una audiencia pública, cuando 

considere que el proyecto implica repercusiones graves de orden cultural, 

social o ambiental, a cuyos efectos determinará la forma de su convocatoria, 

así como demás aspectos inherentes a su realización, y en la que podrá 
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intervenir cualquier interesado. En todos los casos, la resolución final 

corresponderá al Poder Ejecutivo. 

Artículo 15.- Las informaciones que puedan configurar secreto industrial o 

comercial del responsable del proyecto serán mantenidas en reserva por la 

Administración. 

Artículo 16.- Si el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 

Ambiente considerare que el proyecto provoca un impacto ambiental negativo o 

nocivo superior a los mínimos admisibles, deberá negar la autorización. 

Artículo 17.- El Poder Ejecutivo podrá declarar objeto de estudio de 

impacto ambiental y disponer su realización por los responsables a aquellas 

industrias, obras o actividades, construcciones u obras existentes que 

produzcan alteraciones o emisiones contaminantes al medio ambiente, con la 

finalidad de aplicar en ellas las medidas paliativas de los efectos nocivos que 

pudieran ocasionar. 

Artículo 18.- El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley dentro de los 

ciento ochenta días siguientes a su promulgación. Dicha reglamentación 

deberá incluir especialmente los criterios a aplicar por el Ministerio de Vivienda, 

Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente relativos a la procedencia de los 

estudios previos de evaluación de impacto ambiental y los elementos básicos 

que necesariamente deberán contener los mismos, su forma de presentación, 

la tramitación y los plazos correspondientes. 
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Ley Nº 17.234,  
de 22 de febrero de 2000 

 
 

 

DECLARASE DE INTERES GENERAL LA CREACION Y GESTION DE UN 
SISTEMA NACIONAL DE AREAS NATURALES PROTEGIDAS, 

COMO INSTRUMENTO DE APLICACION DE LAS 
POLITICAS Y PLANES NACIONALES 

DE PROTECCION AMBIENTAL 

 
TITULO I 

CAPITULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 

 
Artículo 1º.- (Declaratoria de interés general).- Declárase de interés general la 

creación y gestión de un Sistema Nacional de Áreas Naturales Protegidas, como 
instrumento de aplicación de las políticas y planes nacionales de protección ambiental. 
 

A efectos de la presente ley, se entiende por Sistema Nacional de Áreas 
Naturales Protegidas el conjunto de áreas naturales del territorio nacional, 
continentales, insulares o marinas, representativas de los ecosistemas del país, que 
por sus valores ambientales, históricos, culturales o paisajísticos singulares, merezcan 
ser preservados como patrimonio de la nación, aun cuando las mismas hubieran sido 
transformadas parcialmente por el hombre. 
 

La creación del Sistema Nacional de Áreas Naturales Protegidas tiene por 
objeto armonizar los criterios de planificación y manejo de las áreas a proteger, bajo 
categorías determinadas, con una regulación única que fije las pautas de 
ordenamiento. 

 
Decláranse de orden público las disposiciones legales relativas a la 

preservación, conservación, manejo y administración de las áreas naturales 
protegidas. 

 
Artículo 2º.- (Objetivos).- Son objetivos específicos del Sistema Nacional de 

Áreas Naturales Protegidas: 
 

A) Proteger la diversidad biológica y los ecosistemas, que comprenden la 
conservación y preservación del material genético y las especies, priorizando la 
conservación de las poblaciones de flora y fauna autóctonas en peligro o 
amenazadas de extinción. 
  
B) Proteger los hábitats naturales, así como las formaciones geológicas y 
geomorfológicas relevantes, especialmente aquellos imprescindibles para la 
sobrevivencia de las especies amenazadas. 
 
  
C) Mantener ejemplos singulares de paisajes naturales y culturales. 
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D) Evitar el deterioro de las cuencas hidrográficas, de modo de asegurar la 
calidad y cantidad de las aguas. 
 
  
E) Proteger los objetos, sitios y estructuras culturales, históricas y 
arqueológicas, con fines de conocimiento público o de investigación científica. 
 
  
F) Proveer oportunidades para la educación ambiental e investigación, estudio 
y monitoreo del ambiente en las áreas naturales protegidas. 
 
  
G) Proporcionar oportunidades para la recreación al aire libre, compatibles con 
las características naturales y culturales de cada área, así como también para 
su desarrollo ecoturístico. 
 
  
H) Contribuir al desarrollo socioeconómico, fomentando la participación de las 
comunidades locales en las actividades relacionadas con las áreas naturales 
protegidas, así como también las oportunidades compatibles de trabajo en las 
mismas o en las zonas de influencia. 
 
  
I) Desarrollar formas y métodos de aprovechamiento y uso sustentable de la 
diversidad biológica nacional y de los hábitats naturales, asegurando su 
potencial para beneficio de las generaciones futuras.  

 
CAPITULO II 

DE LAS CATEGORIAS 
 

Artículo 3º. - (Categorías).- El Sistema Nacional de Áreas Naturales Protegidas 
estará integrado por las áreas que sean clasificadas en las siguientes categorías de 
definición y manejo: 

A) Parque nacional: aquellas áreas donde existan uno o varios ecosistemas que 
no se encuentren significativamente alterados por la explotación y ocupación 
humana, especies vegetales y animales, sitios geomorfológicos y hábitats que 
presenten un especial interés científico, educacional y recreativo, o comprendan 
paisajes naturales de una belleza excepcional. 
 
B) Monumento natural: aquella área que contiene normalmente uno o varios 
elementos naturales específicos de notable importancia nacional, tales como una 
formación geológica, un sitio natural único, especies o hábitats o vegetales que 
podrían estar amenazados, donde la intervención humana, de realizarse, será de 
escasa magnitud y estará bajo estricto control. 
  
C) Paisaje protegido: superficie territorial continental o marina, en la cual las 
interacciones del ser humano y la naturaleza, a lo largo de los años, han 
producido una zona de carácter definido, de singular belleza escénica o con 
valor de testimonio natural, y que podrá contener valores ecológicos o culturales. 
  
D) Sitios de protección: aquellas áreas relativamente pequeñas que poseen valor 
crítico, dado que: 
  

 - Contienen especies o núcleos poblacionales relevantes de flora o fauna. 
  

58



 - En ellas se cumplen etapas claves del ciclo biológico de las especies. 
  
 - Tienen importancia significativa para el ecosistema que integran. 
  
 - Contienen manifestaciones geológicas, geomorfológicas o arqueológicas 

relevantes.  
 

El Poder Ejecutivo, a propuesta del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, podrá ampliar las categorías establecidas en el presente 
artículo. 

 
La denominación áreas naturales protegidas o la de cualquiera de las 

categorías correspondientes a las mismas, sólo podrá ser utilizada para designar tales 
áreas, las entidades y actividades que se realicen en aplicación de la presente ley, 
quedando prohibido cualquier uso diferente. Las normas jurídicas que hubieran sido 
dictadas para designaciones diferentes de las previstas en este artículo deberán ser 
ajustadas a estos efectos 

 
Fuente: Artículo 611 de la Ley Nº 18.719, de 27 de diciembre de 2010. 

 
Artículo 4º. (De las áreas de conservación o reserva departamentales).- Son 

aquellas áreas de conservación o reservas declaradas como tales por los Gobiernos 
Departamentales, las que podrán ser incorporadas al Sistema Nacional de Áreas 
Naturales Protegidas por el Poder Ejecutivo, de conformidad con lo dispuesto por la 
presente ley. 
 

CAPITULO III 
DE LA ASIGNACION DE CATEGORIAS 

 
Artículo 5º. (Incorporación al sistema).- El Poder Ejecutivo, a propuesta del 

Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, incorporará al 
Sistema Nacional de Áreas Naturales Protegidas, bajo las correspondientes categorías 
de manejo, aquellas áreas naturales públicas o privadas que reúnan las condiciones 
señaladas en este título. 

  
   Las áreas naturales protegidas y los monumentos históricos nacionales que 

actualmente se encuentran bajo custodia, responsabilidad, manejo y administración 
del Ministerio de Defensa Nacional permanecerán en su órbita manteniéndose una 
relación de coordinación e interacción con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. 

 
Fuente: Artículo 362 de la Ley Nº 17.930, de 19 de diciembre 2005. 

 
Artículo 6º. (Expropiación y limitaciones).-. Declárase de utilidad pública la 

expropiación de aquellas áreas que reúnan las condiciones establecidas en el 
presente título, en las que el cambio de dominio sea necesario para su integración o 
mantenimiento dentro del Sistema Nacional de Áreas Naturales Protegidas". 
 

Sin perjuicio de ello, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente podrá declarar tales áreas sujetas a las condiciones de uso y manejo que 
determine, de conformidad con las disposiciones de la presente ley. 
 

El procedimiento expropiatorio se regirá por las disposiciones de la Ley Nº 
3.958, de 28 de marzo de 1912, sus concordantes y modificativas. 
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Si a los noventa días de la conclusión del proceso expropiatorio el expropiante 
no hubiere procedido a tomar posesión del inmueble correspondiente, caducará de 
pleno derecho la expropiación del mismo. 
 

En caso que el Poder Ejecutivo proceda a realizar la ampliación prevista en el 
último inciso del artículo 3º, y no existiere el consentimiento aludido en el inciso 
anterior, la declaración de utilidad pública de la expropiación de áreas incluidas en 
dicha ampliación deberá ser establecida por vía legal. 

 
Fuente: Inciso 1º, artículo 363 de la Ley Nº 17.930, de 19 de diciembre 2005. 

 
 

Artículo 7º. (Aplicación).- El Poder Ejecutivo, a propuesta del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, deberá: 

 
A) Seleccionar y delimitar las áreas naturales que incorporará al Sistema 
Nacional de Áreas Naturales Protegidas. En todos los casos el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, con carácter previo a la 
elevación de propuestas al Poder Ejecutivo, pondrá de manifiesto en sus 
oficinas el proyecto de selección y delimitación y dispondrá la realización de 
una audiencia pública. A tales fines, efectuará una comunicación mediante 
publicación en el Diario Oficial y en otro diario de circulación nacional, a partir 
de la cual correrá un plazo que determinará la reglamentación, para que 
cualquier interesado pueda acceder a la vista del proyecto y formular las 
apreciaciones que considere convenientes. La reglamentación determinará 
también la forma de convocatoria y los demás aspectos inherentes a la 
realización de la audiencia pública, en la que podrá intervenir cualquier 
interesado. 
  
B) Volver a delimitar y a clasificar las áreas ya existentes al momento de la 
promulgación de la presente ley, cualquiera sea la jerarquía de la norma de 
creación, para lo cual la Dirección Nacional de Medio Ambiente deberá realizar 
un inventario completo de tales áreas. 
 
 C) Efectuar las designaciones dominiales, transfiriendo al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente los bienes inmuebles que 
correspondieren, según lo dispuesto por el artículo 8º de la Ley Nº 16.112, de 
30 de mayo de 1990, sin que sea necesario el consentimiento del organismo 
titular, cuando se trate de Incisos de la Administración Central. 
  
D) Establecer los plazos y formas para deslindar los padrones comprendidos 
en las situaciones a que refiere este Capítulo, a partir de lo cual no se podrá 
intervenir o modificar las condiciones naturales, los valores ambientales, 
paisajísticos, culturales o históricos existentes en ellos. 
  
E) Identificar los programas de funcionamiento y proyectos de inversión, con 
sus créditos y unidades ejecutoras correspondientes, incluidos locales y 
funcionarios, que deberán ser transferidos al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente ante la creación del Sistema 
Nacional de Áreas Naturales Protegidas, según lo dispuesto por el artículo 13 
de la Ley Nº 16.112, de 30 de mayo de 1990.  
 

El Poder Ejecutivo tomará las medidas necesarias para dar 
cumplimiento a lo dispuesto por este artículo dentro de un período de un año a partir 

60



de la promulgación de la presente ley. Dicho plazo podrá ser prorrogado a solicitud 
expresa del Poder Ejecutivo. 
 

Artículo 8º. (Medidas de protección).- El Poder Ejecutivo, a propuesta del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, podrá establecer 
las siguientes limitaciones o prohibiciones respecto a las actividades que se realicen 
en las áreas comprendidas en el Sistema Nacional de Areas Naturales Protegidas y 
zonas adyacentes: 
 

A) La edificación o urbanización, salvo aquellas contenidas expresamente en 
los planes de manejo del área respectiva. 
  
B) La ejecución de obras de infraestructura o la instalación de monumentos que 
alteren el paisaje o las características ambientales del área. 
  
C) La introducción de especies alóctonas de flora y fauna silvestre. 
 
 D) Los vertidos de residuos, así como el desagüe de efluentes o la liberación 
de emisiones contaminantes, sin el tratamiento que se disponga. 
  
E) La recolección, la muerte, el daño o la provocación de molestias a animales 
silvestres, incluyendo la captura en vivo y la recolección de sus huevos o crías, 
así como la alteración o destrucción de la vegetación. 
  
F) La emisión o producción de niveles de ruido perturbadores para el entorno. 
  
G) La actividad de caza y de pesca, salvo que éstas se encuentren 
específicamente contempladas en los planes de manejo de cada área. 
  
H) El desarrollo de aprovechamientos productivos tradicionales o no, que por 
su naturaleza, intensidad o modalidad, conlleven la alteración de las 
características ambientales del área. 
  
I) Los aprovechamientos y el uso del agua, que puedan resultar en una 
alteración del régimen hídrico natural, que tenga incidencia dentro de un área 
natural protegida. 
  
J) Otras medidas de análogas características, necesarias para la adecuada 
protección de los valores ambientales, históricos, culturales o paisajísticos de 
cada área.  
 
Artículo 9º. (Oferta de venta).- Cuando los padrones a que refiere el artículo 7º 

de la presente ley, sean de propiedad privada, previamente calificados, antes de ser 
enajenados, deberán ser ofrecidos al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente, el que dispondrá de un plazo de sesenta días para manifestar si 
acepta o no dicho ofrecimiento. En caso que la Administración no se pronuncie en ese 
plazo, se tendrá por rechazado el ofrecimiento. 
 

Expresada la voluntad de aceptación de la oferta, el Estado dispondrá de un 
plazo de noventa días para celebrar el contrato de compraventa. 
 

Si el propietario no cumpliera con esta obligación, será pasible de la multa 
prevista en el último inciso del artículo 35 de la Ley Nº 11.029, de 12 de enero de 
1948. 
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TITULO II 
 

CAPITULO I 
 

DE LA ADMINISTRACION Y COMPETENCIAS 
 

Artículo 10. (Competencia).- El Poder Ejecutivo fijará la política nacional 
referida a las áreas naturales protegidas, como parte de la política nacional ambiental, 
correspondiendo al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
la formulación, ejecución, supervisión y evaluación de los planes nacionales referidos 
a las áreas naturales protegidas, a través de la Dirección Nacional de Medio Ambiente 
(artículo 2º y numerales 7) a 10) del artículo 3º de la Ley Nº 16.112, de 30 de mayo de 
1990). 
 

Artículo 11. (Administración).- La administración de las áreas naturales 
protegidas que el Poder Ejecutivo determine, a propuesta del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, podrá estar a cargo de otros organismos o 
personas públicas o privadas. 
 

Cuando se resuelva adjudicar la administración de un área natural protegida se 
tendrá en cuenta para la contratación las condiciones técnicas y capacidades de 
administración de los interesados, correspondiendo que la actuación del adjudicatario 
sea realizada en calidad de concesionario de un servicio público. 
 

Artículo 12. (Planes de manejo).- El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, a propuesta de la Dirección Nacional de Medio Ambiente, 
establecerá las pautas y planes generales correspondientes para cada categoría de 
áreas naturales protegidas y para la región adyacente. 
 

Los administradores de áreas naturales protegidas, dentro del primer año de su 
gestión, deberán presentar al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, para su aprobación, los planes de manejo particulares que se propongan 
ejecutar en el área, de conformidad con las pautas y planes generales 
correspondientes a la categoría. 
 

Sin perjuicio de ello, cuando así estuviera dispuesto serán de aplicación las 
disposiciones de la Ley Nº 16.466, de 19 de enero de 1994 y normas reglamentarias. 
 

Artículo 13. (Señalización).- Los administradores de las áreas naturales 
protegidas, en coordinación con las autoridades competentes cuando correspondiere, 
tendrán la obligación de señalizar adecuadamente los límites de cada área, las rutas 
nacionales, caminos y accesos que conduzcan o linden con las áreas naturales 
protegidas, especificando las reglamentaciones y prohibiciones aplicables. 
 

Artículo 14. (Inspección y contralor).- Los administradores de áreas naturales 
protegidas estarán obligados a permitir en todo tiempo el ingreso a las mismas, con 
fines de inspección y contralor, del personal debidamente identificado de la Dirección 
Nacional de Medio Ambiente. 
 

Los funcionarios de la Dirección Nacional de Medio Ambiente asignados al 
efecto y el personal de los administradores de áreas naturales protegidas 
específicamente autorizados por la Dirección Nacional de Medio Ambiente, en el 
ejercicio de sus funciones de contralor y custodia de las áreas respectivas, podrán 
disponer las medidas cautelares de intervención y secuestro administrativo de los 
objetos o productos del ilícito, así como de los elementos empleados para la comisión 
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del mismo, dando cuenta de inmediato al Juzgado de Paz correspondiente y estando a 
lo que éste resuelva. 
 

Tales funcionarios y el personal mencionado podrán requerir directamente del 
Ministerio del Interior o de la Prefectura Nacional Naval, en su caso, el auxilio 
necesario para el cumplimiento de sus funciones y la adecuada defensa del área 
natural protegida correspondiente. 
 

Artículo 15. (Asesoramiento).- El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente constituirá una Comisión Nacional Asesora de Áreas 
Protegidas, integrada por delegados del Poder Ejecutivo, del Congreso Nacional de 
Intendentes, de la Universidad de la República, de la Administración Nacional de 
Educación Pública, de las organizaciones representativas de los productores rurales y 
de las organizaciones no gubernamentales ambientalistas. La reglamentación 
establecerá la forma de designación de los representantes de las organizaciones 
privadas. 
 

La Comisión Nacional Asesora de Áreas Protegidas tendrá iniciativa y 
asesorará al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y por 
su intermedio al Poder Ejecutivo en todo lo relativo a la política de áreas naturales 
protegidas a nivel nacional, así como en la aplicación y cumplimiento de la presente 
ley. 
 

El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
constituirá, con relación a cada área natural protegida, una Comisión Asesora 
específica, en la que estarán representados el Poder Ejecutivo, los propietarios de 
predios privados incorporados al área, los pobladores radicados dentro del área, las 
autoridades locales y las organizaciones no gubernamentales ambientalistas con 
actividad vinculada al área. 
 

CAPITULO II 
 

DE LOS ASPECTOS FINANCIEROS Y TRIBUTARIOS 
 

Artículo 16. (Fondo de Áreas Protegidas).- Créase el Fondo de Areas 
Protegidas destinado al cumplimiento de los fines de la presente ley. Este Fondo será 
administrado por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, 
el que tendrá su titularidad y disponibilidad y se integrará con los siguientes recursos: 

 
A) Los provenientes de tributos, transferencias de Rentas Generales o 
endeudamiento externo, que tengan por destino el financiamiento de proyectos 
relativos al Sistema Nacional de Áreas Naturales Protegidas. 
  
B) El producido total de la venta de publicaciones científicas relativas a las 
áreas protegidas, libros o material de divulgación, objetos recordatorios, 
artesanías locales, y otros. 
  
C) El producido total de toda clase de proventos que deriven de la gestión de 
las áreas protegidas. 
  
D) El producido de las multas y decomisos derivados de infracciones a las 
normas de la presente ley. 
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E) Las herencias, legados o donaciones recibidos con un fin específico o que 
tengan como contenido la preservación o defensa de las áreas naturales 
protegidas. 
  
F) El producto de las inversiones que se efectúen con este Fondo.  

 
Artículo 17. (Precios).- Autorízase al Poder Ejecutivo, a propuesta del 

Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente a establecer los 
rangos de precios por la prestación de servicios, explotación e ingreso a las áreas 
protegidas. 

  
   Autorízase al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 

Ambiente a fijar, dentro de los rangos, los precios por la prestación de servicios, 
explotación e ingreso a cada una de las áreas naturales protegidas incluyendo el 
canon correspondiente en los casos de servicios otorgados a privados mediante 
procesos licitatorios. 

 
    El producido será vertido al Fondo de Áreas Protegidas creado por el artículo 

16 de la presente ley salvo que el contrato de administración del área establezca un 
destino específico de los fondos. 

 
Fuente: Artículo 228 de la Ley Nº 18.996, de 7 de noviembre 2012. 

 
 

CAPITULO III 
 

DE LAS INFRACCIONES Y SANCIONES 
 

Artículo 18. (Sanciones).- Las infracciones a lo dispuesto en la presente ley, 
serán sancionadas por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, de la siguiente forma: 
 

A) Con multa, según lo previsto en el artículo 6º de la Ley Nº 16.112, de 30 de 
mayo de 1990, sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 453 de la Ley Nº 
16.170, de 28 de diciembre de 1990. 
 
 B) Con el comiso de todos los objetos producto de la actividad ilícita, 
ejemplares vivos, cueros, crías o huevos, elementos arqueológicos y 
geológicos, cuya introducción o extracción se encuentre prohibida, así como 
todo otro elemento que directa o indirectamente fuere empleado en la comisión 
de la infracción, tales como armas, vehículos o embarcaciones y, en su caso, el 
producido de la comercialización de los elementos producto del ilícito. 
 
 C) La suspensión o cancelación de los permisos, autorizaciones o concesiones 
que hubieren sido otorgados al infractor.  

 
Artículo 19. (Agravantes).- Sin perjuicio de las eventuales responsabilidades 

penales, las infracciones cometidas dentro de las áreas naturales protegidas, serán 
consideradas especialmente agravadas a los efectos administrativos o civiles que 
pudieran corresponder, cuando: 
 

A) Contravinieren normas de protección de la fauna, la flora o el medio 
ambiente. 
  
B) Se destruyera cartelería indicativa y señalizaciones. 
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 C) Fueran cometidas por funcionarios de la Dirección Nacional de Medio 
Ambiente o por personal de los administradores de áreas naturales protegidas. 
  
D) Se trate de infracciones reiteradas.  
 
Artículo 20. (Decomisos de elementos no realizables).- Los elementos 

decomisados, que no sean realizables económicamente, serán destruidos, 
adoptándose las medidas precautorias correspondientes, incluyéndose el labrado del 
acta respectiva. Tratándose del secuestro o decomiso de ejemplares vivos de fauna 
autóctona, éstos deberán ser reintegrados a sus hábitats naturales. 
 
En todos los casos, los costos que se generen por tales operaciones serán de cargo 
de los infractores, sin perjuicio del cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 4º de la 
Ley Nº 16.466, de 19 de enero de 1994. 
 

CAPITULO IV 
 

DISPOSICIONES FINALES 
 

Artículo 21. (Creación).- Créase el “Cuerpo Nacional de Guardaparques” para 
el cumplimiento de los fines previstos en esta ley. 

  
   Los Guardaparques deberán ser personas habilitadas expresamente por el 

Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, conformando el 
Cuerpo Nacional de Guardaparques cuando se encuentren al servicio de entidades 
administradoras de las áreas naturales protegidas reguladas en la presente ley y 
cumplan las condiciones que establezca la reglamentación. 

 
    Cométese al Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Vivienda, 

Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, la reglamentación de los cometidos y 
atribuciones del Cuerpo Nacional de Guardaparques, así como los derechos y 
obligaciones de sus integrantes. 

 
Fuente: artículo 364 de la Ley Nº 17.930, de 19 de diciembre 2005. 

 
Artículo 22. (Normas vigentes).- Las normas anteriores que hubieran 

declarado áreas naturales protegidas serán interpretadas y aplicadas según lo 
dispuesto en la presente ley y en la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo. 
 

Artículo 23. (Derogación).- Derógase el artículo 207 de la Ley Nº 16.320, de 1º 
de noviembre de 1992, y normas concordantes, en todo lo relacionado con las áreas 
naturales protegidas. 
 
 

65



66

procdoccss
Rectángulo



Ley Nº 17.283,  
de 28 de noviembre de 2000  

 
 
 
 

Artículo 1º.-  (Declaración).- Declárase de interés general, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 47 de la Constitución de la 
República: 
 
A) La protección del ambiente, de la calidad del aire, del agua, del suelo y del 
paisaje. 
  
B) La conservación de la diversidad biológica y de la configuración y estructura 
de la costa. 
  
C) La reducción y el adecuado manejo de las sustancias tóxicas o peligrosas y 
de los desechos cualquiera sea su tipo. 
  
D) La prevención, eliminación, mitigación y la compensación de los impactos 
ambientales negativos. 
  
E) La protección de los recursos ambientales compartidos y de los ubicados 
fuera de las zonas sometidas a jurisdicciones nacionales. 
  
F) La cooperación ambiental regional e internacional y la participación en la 
solución de los problemas ambientales globales. 
  
G) La formulación, instrumentación y aplicación de la política nacional 
ambiental y de desarrollo sostenible. 
 
  A los efectos de la presente ley se entiende por desarrollo sostenible aquel 
desarrollo que satisface las necesidades del presente sin comprometer la 
capacidad de generaciones futuras de satisfacer sus propias necesidades.  
 
La presente declaración es sin perjuicio de lo establecido por las normas 
específicas vigentes en cada una de las materias señaladas. 
 

Artículo 6º. (Principios de política ambiental).- La política nacional 
ambiental que fije el Poder Ejecutivo se basará en los siguientes principios: 
 

A) La distinción de la República en el contexto de las naciones como "País 
Natural", desde una perspectiva económica, cultural y social del desarrollo 
sostenible. 
 
B) La prevención y previsión son criterios prioritarios frente a cualquier otro 
en la gestión ambiental y, cuando hubiere peligro de daño grave o 
irreversible, no podrá alegarse la falta de certeza técnica o científica 
absoluta como razón para no adoptar medidas preventivas. 
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C) Constituye un supuesto para la efectiva integración de la dimensión 
ambiental al desarrollo económico y social, la incorporación gradual y 
progresiva de las nuevas exigencias, sin que por ello deba reconocerse la 
consolidación de situaciones preexistentes. 
 
D) La protección del ambiente constituye un compromiso que atañe al 
conjunto de la sociedad, por lo que las personas y las organizaciones 
representativas tienen el derecho-deber de participar en ese proceso. 
 
E) La gestión ambiental debe partir del reconocimiento de su 
transectorialidad, por lo que requiere la integración y coordinación de los 
distintos sectores públicos y privados involucrados, asegurando el alcance 
nacional de la instrumentación de la política ambiental y la 
descentralización en el ejercicio de los cometidos de protección ambiental. 
 
F) La gestión ambiental debe basarse en un adecuado manejo de la 
información ambiental, con la finalidad de asegurar su disponibilidad y 
accesibilidad por parte de cualquier interesado. 
 
G) El incremento y el fortalecimiento de la cooperación internacional en 
materia ambiental promoviendo la elaboración de criterios ambientales 
comunes.  

 
Los principios antes mencionados servirán también de criterio interpretativo 

para resolver las cuestiones que pudieran suscitarse en la aplicación de las 
normas y competencias de protección del ambiente y en su relación con otras 
normas y competencias. 
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Ley Nº 18.308, 

de 18 de junio de 2008 

TÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES DEL ORDENAMIENTO TERRITORIAL 

Artículo 1°. (Objeto).- La presente ley establece el marco regulador general 
para el ordenamiento territorial y desarrollo sostenible, sin perjuicio de las 
demás normas aplicables y de las regulaciones, que por remisión de ésta, 
establezcan el Poder Ejecutivo y los Gobiernos Departamentales. A tal fin: 

a) Define las competencias e instrumentos de planificación, participación y 
actuación en la materia. 

b) Orienta el proceso de ordenamiento del territorio hacia la consecución de 
objetivos de interés nacional y general. 

c) Diseña los instrumentos de ejecución de los planes y de actuación 
territorial 

Artículo 2°. (Declaración de interés general, naturaleza y alcance).- Oeclárase 
de interés general el ordenamiento del territorio y de las zonas sobre las que la 
República ejerce su soberanía y jurisdicción. 

Los instrumentos de ordenamiento territorial son de orden público y obligatorios 
en los términos establecidos en la presente ley. Sus determinaciones serán 
vinculantes para los planes, proyectos y actuaciones de las instituciones 
públicas, entes y servicios del Estado y de los particulares. 

El ordenamiento territorial es cometido esencial del Estado y sus disposiciones 
$On de orden público. 

Artículo 3°. (Concepto y finalidad).- A los efectos de la presente ley, el 
ordenamiento territorial es el conjunto de acciones transversales del Estado 
que tienen por finalidad mantener y mejorar la calidad de vida de la población, ' 
la integración social en el territorio y el uso y aprovechamiento ambientalmente 
sustentable y democrático de los recursos naturales y culturales. 
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Artículo 4°. (Materia del ordenamiento territorial).- El ordenamiento territorial y 
desarrollo sostenible comprende: 

a) La definición de estrategias de desarrollo sostenible, uso y manejo del 
territorio en función de objetivos sociales, económicos, urbanísticos y 
ecológicos, a través de la planificación. 

b) El establecimiento de criterios para la localización de las actividades 
económicas y sociales. 

c) La identificación y definición de áreas bajo régimen de Administración 
especial de protección, por su interés ecológico, patrimonial, paisajístico, 
cultural y de conservación del medio ambiente y los recursos naturales. 

d) La identificación de zonas de riesgo por la existencia de fenómenos 
naturales o de instalaciones peligrosas para asentamientos humanos. 

e) La definición de equipamiento e infraestructuras y de estrategias de 
consolidación del sistema de asentamientos humanos. 

f) La previsión de territorio a los fines y usos previstos en los planes. 

g) El diseño y adopción de instrumentos y procedimientos de gestión que 
promuevan la planificación del territorio. 

h) La elaboración e instrumentación de programas, proyectos y actuaciones 
con incidencia territorial. 

i) La promoción de estudios para la identificación y análisis de los procesos 
políticos, sociales y económicos de los que derivan las modalidades de 
ocupación y ordenamiento del territorio. 

Artículo 5°. (Principios rectores del ordenamiento territorial).- Son principios 
rectores del ordenamiento territorial y desarrollo sostenible: 

a) La adopción de las decisiones y las actuaciones sobre el territorio a través 
de la planificación ambientalmente sustentable, con equidad social y 
cohesión territorial. 

b) La coordinación y cooperación entre sí, sin perjuicio de las competencias 
atribuidas a cada una, de las entidades públicas que intervienen en los 
procesos de ordenamiento del territorio y el fomento de la concertación 
entre el sector público, el privado y el social. 

c) La descentralización de la actividad de ordenamiento territorial y la 
promoción del desarrollo local y regional, poniendo en valor los recursos 
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naturales, construidos y sociales presentes en el territorio. 

d) La promoción de la participación ciudadana en los procesos de 
elaboración, implementación, seguimiento, evaluación y revisión de los 
instrumentos de ordenamiento territorial. 

e) La distribución equitativa de las cargas y beneficios del proceso 
urbanizador entre los actores públicos y privados. 

f) La recuperación de los mayores valores inmobiliarios generados por el 
ordenamiento del territorio. 

g) La conciliación del desarrollo económico, la sustentabilidad ambiental y la 
equidad social, con objetivos de desarrollo integral, sostenible y 
cohesionado del territorio, compatibilizando una equilibrada distribución 
espacial de los usos y actividades y el máximo aprovechamiento de las 
infraestructuras y servicios existentes. 

h) El desarrollo de objetivos estratégicos y de contenido social y económico 
solidarios, que resulten compatibles con la conservación de los recursos 
naturales y el patrimonio cultural y la protección de los espacios de interés 
productivo rural. 

i) La creación de condiciones para el acceso igualitario de todos los 
habitantes a una calidad de vida digna, garantizando la accesibilidad a 
equipamientos y a los servicios públicos necesarios, así como el acceso 
equitativo a un hábitat adecuado. 

j) La tutela y valorización del patrimonio cultural, constituido por el conjunto 
de bienes en el territorio a los que se atribuyen valores de interés 
ambiental, científico, educativo, histórico, arqueológico, arquitectónico o 
turístico, referidos al medio natural y la diversidad biológica, unidades de 
paisaje, conjuntos urbanos y monumentos. 

k) La prevención de los conflictos con incidencia territorial. 

1) El carácter público de la información territorial producida por las 
instituciones del Estado. 

TÍTULO II 

DERECHOS Y DEBERES TERRITORIALES DE LAS PERSONAS 

Artículo 6°. (Derechos territoriales de las personas).-

a) Toda persona tiene derecho a que los poderes públicos establezcan un 
ordenamiento territorial adecuado al interés general, en el marco de los 

71



derechos y garantías establecidos en la Constitución de la República. 

b) Toda persona tiene derecho a la participación en los procedimientos de 
elaboración de los instrumentos de ordenamiento territorial. 

c) Toda persona podrá demandar ante la sede judicial correspondiente la 
observancia de la legislación territorial y de los instrumentos de 
ordenamiento en todos los acuerdos, actos y resoluciones que adopten las 
instituciones públicas. 

d) Toda persona tendrá derecho al acceso a la información sobre el territorio 
que posean las instituciones públicas. 

e) Toda persona tiene derecho al uso común y general de las redes viales, 
circulaciones peatonales, ribera de los cursos de agua, zonas libres y de 
recreo -todas ellas públicas- y a acceder en condiciones no discriminatorias 
a equipamientos y servicios de uso público, de acuerdo con las normas 
existentes, garantizándolo a aquellas personas con capacidades diferentes. 

Artículo 7°. (Deberes territoriales de las personas).- Todas las personas tienen 
el deber de respetar las disposiciones del ordenamiento territorial y colaborar 
con las instituciones públicas en la defensa de su integridad a través del 
ejercicio racional y adecuado de sus derechos. 

Asimismo las personas tienen el deber de proteger el medio ambiente, los 
recursos naturales y el patrimonio cultural y de conservar y usar 
cuidadosamente los espacios y bienes públicos territoriales. 

TÍTULO III 

INSTRUMENTOS DE PLANIFICACIÓN TERRITORIAL 

CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 8°. (Tipos de instrumentos).- La planificación y ejecución se ejercerá a 
través de los siguientes instrumentos de Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Sostenible: 

a) En el ámbito nacional: Directrices Nacionales y Programas Nacionales. 

b) En el ámbito regional: Estrategias Regionales. 

e) En el ámbito departamental: Directrices Departamentales, Ordenanzas 
Departamentales, Planes Locales. 
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d) En el ámbito interdepartamental: Planes lnterdepartamentales. 

e) Instrumentos especiales. 

En la elaboración de los diferentes instrumentos se observarán los principios 
de información, participación, cooperación y coordinación entre las entidades 
públicas, sin perjuicio del respeto de la competencia atribuida a cada una de 
ellas. 

Los instrumentos de planificación territorial referidos son complementarios y 
no excluyentes de otros planes y demás instrumentos destinados a la 
regulación de actividades con incidencia en el territorio dispuestos en la 
legislación específica correspondiente, excepto los que la presente ley anula, 
modifica o sustituye. 

CAPÍTULO II 

INSTRUMENTOS DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y DESARROLLO 
SOSTENIBLE 

DE ÁMBITO NACIONAL Y REGIONAL 

Artículo 9°. (Directrices Nacionales de Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Sostenible).- Las Directrices Nacionales de Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Sostenible constituyen el instrumento general de la política pública 
en la materia y tendrán por objeto: 

a) El establecimiento de las bases y principales objetivos estratégicos 
nacionales en la materia. 

b) La definición básica de la estructura territorial y la identificación de las 
actuaciones territoriales estratégicas. 

c) La formulación de criterios, lineamientos y orientaciones generales para los 
demás instrumentos de ordenamiento territorial, para las políticas 
sectoriales con incidencia territorial y para los proyectos de inversión 
pública con impacto en el territorio nacional. 

d) La determinación de los espacios sujetos a un reg1men especial de 
protección del medio ambiente y sus áreas adyacentes y las modalidades 
de aprovechamiento, uso y gestión de los recursos naturales. 

e) La propuesta de los incentivos y sanciones a aplicar por los organismos 
correspondientes que contribuyan a la concreción de los planes. 

f) La proposición de medidas de fortalecimiento institucional y el apoyo a la 
coordinación y cooperación para la gestión planificada del territorio. 
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Artículo 1 O. (Elaboración y aprobación de las Directrices Nacionales).- El 
Poder Ejecutivo elaborará y someterá las Directrices Nacionales al Poder 
Legislativo para su aprobación, sin perjuicio de la iniciativa legislativa que a 
éste corresponde. 

En el proceso de elaboración de las Directrices Nacionales se fomentará la 
participación directa de las entidades públicas con competencia relevante en la 
materia y de los Gobiernos Departamentales. 

Artículo 11. (Programas Nacionales de Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Sostenible).- Constituyen Programas Nacionales de Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Sostenible los instrumentos cuyo objetivo fundamental será 
establecer las bases estratégicas y las acciones para la coordinación y 
cooperación entre las instituciones públicas en ámbitos territoriales concretos o 
en el marco de sectores específicos de interés territorial nacional. 

La elaboración de los Programas Nacionales corresponde al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA), a través de la 
Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial, por sí o mediante la 
elaboración conjunta de éste con otros organismos públicos, en el marco del 
Comité Nacional de Ordenamiento Territorial y con el asesoramiento de la 
Comisión Asesora de Ordenamiento Territorial. 

Los Programas Nacionales serán elevados al Poder Ejecutivo para su 
aprobación. Tendrán la vigencia y mecanismos de revisión que establezcan. 

Artículo 12. (Estrategias Regionales de Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Sostenible).- Constituyen Estrategias Regionales de Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Sostenible los instrumentos de carácter estructural referidos al 
territorio nacional que; abarcando en todo o en parte áreas de dos o más 
departamentos que compartan problemas y oportunidades en materia de 
desarrollo y gestión territorial, precisan de coordinación supradepartamental 
para su óptima y eficaz planificación. 

Las Estrategias Regionales contendrán al menos las siguientes 
determinaciones: 

a) Objetivos regionales de mediano y largo plazo para el ordenamiento 
territorial y desarrollo sostenible. 

b) Lineamientos de estrategia territorial contemplando la acción coordinada 
del Gobierno Nacional, los Gobiernos Departamentales y los actores 
privados. 

c) La planificación de servicios e infraestructuras territoriales. 

d) Propuestas de desarrollo regional y fortalecimiento institucional. 
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Artículo 13. (Elaboración y aprobación de las Estrategias Regionales).- Las 
Estrategias Regionales serán elaboradas mediante un procedimiento de 
concertación formal entre el Gobierno Nacional, representado por el Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA) y los 
Gobiernos Departamentales involucrados. 

Las Estrategias Regionales deberán ser aprobadas por el Poder Ejecutivo y 
los Gobiernos Departamentales interesados. 

CAPÍTULO III 

INSTRUMENTOS DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y DESARROLLO 
SOSTENIBLE 

DE LOS ÁMBITOS DEPARTAMENTAL E INTERDEPARTAMENTAL 

Artículo 14. (Competencias departamentales de ordenamiento territorial).- Los 
Gobiernos Departamentales tendrán la competencia para categorizar el suelo, 
así como para establecer y aplicar regulaciones territoriales sobre usos, 
fraccionamientos, urbanización, edificación, demolición, conservación, 
protección del suelo y policía territorial, en todo el territorio departamental 
mediante la elaboración, aprobación e implementación de los instrumentos 
establecidos por esta ley, en el marco de la legislación aplicable. 

Artículo 15. (Ordenanza Departamental de Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Sostenible).- La Ordenanza Departamental de Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Sostenible constituye el instrumento con las 
determinaciones generales respecto a la gestión, planificación y actuación 
territorial en toda la jurisdicción del departamento. 

Es de competencia exclusiva de los Gobiernos Departamentales la 
elaboración y aprobación de las Ordenanzas Departamentales. 

Artículo 16. (Directrices Departamentales de Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Sostenible).- Las Directrices Departamentales de Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Sostenible constituyen el instrumento que establece el 
ordenamiento estructural del territorio departamental, determinando las 
principales decisiones sobre el proceso de ocupación, desarrollo y uso del 
mismo. 

Tienen como objeto fundamental planificar el desarrollo integrado y 
ambientalmente sostenible del territorio departamental, mediante el 
ordenamiento del suelo y la previsión de los procesos de transformación del 
mismo. 

Es de competencia exclusiva de los Gobiernos Departamentales la 
elaboración y aprobación de las Directrices Departamentales. 

Artículo 17. (Planes Locales de Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Sostenible).- Los Planes Locales de Ordenamiento del Territorio son los 
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instrumentos para el ordenamiento de ámbitos geográficos locales dentro de un 
departamento. 

Se realizarán a iniciativa del Gobierno Departamental con la participación de 
las autoridades locales, las que definirán en cada caso su contenido, salvo 
cuando los contenidos del Plan Local estén indicados en un instrumento de 
ordenamiento territorial del ámbito departamental. Su tramitación y aprobación 
se hará en los términos establecidos en la presente ley. 

Es de competencia exclusiva de los Gobiernos Departamentales la 
elaboración y aprobación de los presentes instrumentos, así como la definición 
del ámbito de cada Plan Local. 

Artículo 18. (Planes lnterdepartamentales de Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Sostenible).- Los Planes lnterdepartamentales de Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Sostenible constituyen el instrumento que establece el 
ordenamiento estructural y detallado, formulado por acuerdo de partes, en los 
casos de micro regiones compartidas. 

Tendrán la naturaleza de los Planes Locales de Ordenamiento Territorial y 
serán elaborados y aprobados por los Gobiernos Departamentales 
involucrados. 

CAPÍTULO IV 

INSTRUMENTOS ESPECIALES DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y 
DESARROLLO SOSTENIBLE 

Artículo 19. (Instrumentos Especiales).- Son los instrumentos 
complementarios o supletorios de los anteriores, entre los que se podrán 
incluir, entre otros: Planes Parciales, Planes Sectoriales, Programas de 
Actuación Integrada y los Inventarios, Catálogos y otros instrumentos de 
protección de bienes y espacios. 

Los Instrumentos Especiales deberán ser aprobados por los respectivos 
Gobiernos Departamentales y tendrán efecto vinculante sobre los derechos y 
deberes de las personas y de la propiedad inmueble. 

Fuente: Inciso 1° Redacción dada por Ley Nº 18.719, de 27 de diciembre de 2010. 

Artículo 20. (Planes Parciales y Planes Sectoriales de Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Sostenible).- Los Planes Parciales constituyen 
instrumentos para el ordenamiento detallado de áreas identificadas por el Plan 
Local o por otro instrumento, con el objeto de ejecutar actuaciones territoriales 
específicas de: protección o fomento productivo rural; renovación, 
rehabilitación, revitalización, consolidación, mejoramiento o expansión urbana; 
conservación ambiental y de los recursos naturales o el paisaje; entre otras. 

Los Planes Sectoriales constituyen instrumentos para la regulación detallada 
de temas específicos en el marco del Plan Local o de otro instrumento y en 
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particular para el ordenamiento de los aspectos territoriales de las políticas y 
proyectos sectoriales con impacto estructurante. 

Los Planes Parciales y los Planes Sectoriales serán aprobados por los 
respectivos Gobiernos Departamentales y se formalizarán en los documentos 
adecuados conforme a la Ordenanza Departamental. 

Artículo 21. (Programas de Actuación Integrada).- Los Programas de 
Actuación Integrada constituyen el instrumento para la transformación de 
sectores de suelo categoría urbana, suelo categoría suburbana y con el atributo 
de potencialmente transformable e incluirán, al menos: 

a) La delimitación del ámbito de actuación en una parte de suelo con 
capacidad de constituir una unidad territorial a efectos de su ordenamiento 
y actuación. 

b) La programación de la efectiva transformación y ejecución. 

c) Las determinaciones estructurantes, la planificación pormenorizada y las 
normas de regulación y protección detalladas aplicables al ámbito. 

Tienen por finalidad el cumplimiento de los deberes territoriales de cesión, 
equidistribución de cargas y beneficios, retorno de las valoraciones, 
urbanización, construcción o desarrollo entre otros. 

El acuerdo para autorizar la formulación de un Programa de Actuación 
Integrada se adoptará por la Intendencia Municipal de oficio o a instancia de 
parte, la que deberá presentar la propuesta del ámbito sugerido y justificación 
de la viabilidad de la actuación. 

La Intendencia Municipal podrá autorizar la elaboración del Programa de 
Actuación Integrada y la posterior ejecución por gestión pública, privada o 
mixta, según los criterios establecidos en la Ordenanza Departamental. 

La elaboración por iniciativa privada únicamente podrá autorizarse cuando 
cuente con la conformidad de la mayoría de los propietarios de suelo en el 
ámbito propuesto y se ofrezcan garantías suficientes de su ejecución, todo ello 
en arreglo a lo que establezca la Ordenanza Departamental correspondiente. 

Artículo 22. (Inventarios, Catálogos y otros instrumentos de protección de 
Bienes y Espacios).-, Son instrumentos complementarios de ordenamiento 
territorial, que identifican y determinan el régimen de protección para las 
construcciones, conjuntos de edificaciones y otros bienes, espacios públicos, 
sectores territoriales o zonas de paisaje en los que las intervenciones se 
someten a requisitos restrictivos a fin de asegurar su conservación o 
preservación acordes con su interés cultural de carácter histórico, arqueológico, 
artístico, arquitectónico, ambiental o patrimonial de cualquier orden. 
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Éstos se podrán aprobar como documentos independientes o integrados en 
los otros instrumentos de ordenamiento territorial y desarrollo sostenible. 

Las Intendencias Municipales mantendrán un registro actualizado de todos los 
inmuebles inventariados y catalogados, con información suficiente de su 
situación física y jurídica así como las medidas y grado de protección a que 
estén sujetos. Esta información deberá ser inscripta en el Inventario Nacional 
de Ordenamiento Territorial. 

CAPÍTULO V 

ELABORACIÓN DE LOS INSTRUMENTOS DE ORDENAMIENTO 
TERRITORIAL 

Y DESARROLLO SOSTENIBLE 

Artículo 23. (Elaboración de los instrumentos de ámbito departamental).- El 
Intendente elaborará y someterá los instrumentos del ámbito departamental a 
la Junta Departamental ~espectiva para su aprobación, sin perjuicio de la 
iniciativa legislativa que a ésta corresponde. 

El Poder Ejecutivo, los entes y servicios públicos prestarán su colaboración y 
facilitarán los documentos e información necesarios. 

Artículo 24. (Puesta de Manifiesto. Suspensión cautelar).- En el proceso de 
elaboración de los instrumentos de los ámbitos regional, departamental e 
interdepartamental se redactará el avance que contenga los principales 
estudios realizados y los criterios y propuestas generales que orientarán la 
formulación del documento final. 

El órgano competente dispondrá, en todos los casos indicados en el 
inciso precedente, la Puesta de Manifiesto del avance por un período no menor 
a los treinta días a efectos de la consulta y recepción de las observaciones, la 
que será ampliamente difundida. 

A partir del inicio de la elaboración de los avances de los instrumentos, los 
Gobiernos Departamentales podrán establecer fundadamente como medida 
cautelar, la suspensión de las autorizaciones de usos, fraccionamientos, 
urbanización, construcción o demolición, en ámbitos territoriales estratégicos o 
de oportunidad. La suspensión cautelar se extinguirá, en todos los casos, con 
la aprobación definitiva del instrumento respectivo. 

Artículo 25. (Aprobación previa y Audiencia Pública).- Los instrumentos se 
someterán a la consideración del órgano competente para adoptar su 
aprobación previa, a efectos de abrir el período de audiencia pública y solicitud 
de informes. 

La audiencia pública será obligatoria para los Planes Locales y para todos los 
Instrumentos Especiales, siendo su realización facultativa para los restantes 
instrumentos. 
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La publicación de la aprobación previa determinará la suspens1on de las 
autorizaciones en trámite de usos, · fraccionamientos, urbanización, 
construcción o demolición en los ámbitos en que las nuevas determinaciones 
supongan modificación del régimen vigente. Esta suspensión se extinguirá con 
la aprobación definitiva del instrumento respectivo. 

Se deberá solicitar informes a las instituciones públicas, entes y servicios 
descentralizados respecto a las incidencias territoriales en el ámbito del 
instrumento. 

Previo a la aprobación definitiva, se deberá solicitar al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA) el informe sobre la 
correspondencia del instrumento con los demás vigentes y realizar el 
procedimiento ambiental que corresponda, el que dispondrá del plazo de treinta 
días hábiles desde la recepción para expedirse, vencido el cual sin 
pronunciamiento, se entenderá como emitido en sentido favorable. 

Artículo 26. (Naturaleza jurídica. Publicación).- Los instrumentos del ámbito 
departamental tendrán la naturaleza jurídica de Decretos Departamentales a 
todos sus efectos. 

La omisión de las instancias obligatorias de participación social acarreará la 
nulidad del instrumento de ordenamiento territorial pertinente. 

Todos los instrumentos previstos en la presente ley deberán ser publicados 
en el Diario Oficial. 

Artículo 27. (Efectos de la entrada en vigor de los Instrumentos de 
Ordenamiento Territorial).- La entrada en vigor de los instrumentos previstos en 
la presente ley producirá los siguientes efectos: 

a) La vinculación de los terrenos, instalaciones y edificaciones al destino 
definido por el instrumento y al régimen jurídico del suelo que les sea de 
aplicación. 

b) No podrán otorgarse autorizaciones contrarias a las disposiciones de los 
instrumentos. Esta determinación alcanza al proceso de Autorización 
Ambiental Previa que se tramitará sólo para proyectos encuadrados en el 
instrumento de ordenamiento territorial aplicable. En los casos de apertura 
de minas y canteras quedará habilitada de oficio la gestión para la posible 
revisión del instrumento que se trate. 

c) La declaración automática de fuera de ordenamiento, total o parcialmente 
incompatibles con el instrumento respectivo, para las instalaciones, 
construcciones, fraccionamientos o usos, concretados con anterioridad a la 
entrada en vigor y que resulten disconformes con el nuevo ordenamiento. 

d) La obligatoriedad del cumplimiento de sus determinaciones de carácter 
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vinculante para todas las personas, públicas y privadas. 

e) La obligatoriedad de sus determinaciones a los efectos de la aplicación por 
la Administración de los medios de ejecución forzosa frente a los 
incumplimientos. 

f) La declaración de utilidad pública sobre los terrenos, instalaciones y 
construcciones correspondientes, cuando prevean obras públicas o 
delimiten ámbitos de actuación a ejecutar mediante expropiación. 

Existiendo instrumento vigente, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA), la Comisión Honoraria Pro­
Erradicación de la Vivienda Rural Insalubre (MEVIR) y toda entidad pública, 
deberán construir las viviendas objeto de su competencia únicamente dentro de 
las previsiones de dichos instrumentos, obteniendo previamente el permiso de 
construcción respectivo. Esta disposición también rige para todo tipo de 
construcciones de la Administración Central, los Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados, cuando construyan por sí o mediante contrato de cualquier 
tipo. 

El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
(MVOTMA) expedirá un dictamen técnico de Viabilidad Territorial en caso de no 
existir instrumentos de ordenamiento y desarrollo territorial vigentes y 
aplicables para la zona de implantación de un emprendimiento para el que 
corresponda la autorización ambiental previa de acuerdo con la Ley Nº 16.466, 
de 19 de enero de 1994 y su reglamentación. 

Artículo 28. (Seguimiento durante la vigencia).- Los instrumentos de 
ordenamiento territorial conforme a la presente ley deberán prever mecanismos 
de seguimiento, control y evaluación técnica y monitoreo ciudadano, durante el 
período de vigencia. Las entidades públicas responsables de la implementación 
y aplicación de las disposiciones de los instrumentos deberán rendir cuenta de 
su actividad regularmente, poniendo de manifiesto los resultados de su gestión. 

Artículo 29. (Revisión de los Instrumentos de Ordenamiento Territorial).- Las 
modificaciones en las determinaciones de los instrumentos deberán ser 
establecidas por instrumentos de igual jerarquía y observando los 
procedimientos establecidos en la presente ley para su elaboración y 
aprobación. 

Toda alteración del ordenamiento establecida por un instrumento que 
aumente la edificabilidad o desafecte el suelo de un destino público, deberá 
contemplar las medidas compensatorias para mantener la proporcionalidad y 
calidad de los equipamientos. 

Los instrumentos serán revisados cuando se produzcan los supuestos o 
circunstancias que él mismo defina, así como siempre que se pretenda 
introducir alteraciones en él o en el territorio. 
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Los instrumentos podrán prever procedimientos de revisión menos exigentes 
para modificaciones de aquellas determinaciones que hayan definido como no 
sustanciales, sin perjuicio que las mismas deberán ser establecidas por normas 
de igual jerarquía. 

TÍTULO IV 

LA PLANIFICACIÓN PARA EL DESARROLLO SOSTENIBLE 

CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES BÁSICAS 

Artículo 30. (Categorización de suelo en el territorio).- La competencia 
exclusiva del Gobierno Departamental para la categorización de suelo en el 
territorio del departamento se ejercerá mediante los instrumentos de 
ordenamiento territorial de su ámbito. 

El suelo se podrá categorizar en: rural, urbano, o suburbano. Para cada 
categoría podrán disponerse en los instrumentos subcategorías, además de las 
que se establecen en la presente ley. 

Los Gobiernos Departamentales podrán categorizar con carácter cautelar por 
un plazo predeterminado como suburbano o rural, áreas de territorio que 
entiendan necesario proteger hasta tanto elaboren instrumentos que lo 
categoricen en forma definitiva y dictarán simultáneamente las disposiciones de 
protección necesarias. 

Artículo 31. (Suelo Categoría Rural).- Comprenderá las áreas de territorio que 
los instrumentos de ordenamiento territorial categoricen como tales, incluyendo 
las subcategorías: 

a) Rural productiva, que podrá comprender áreas de territorio cuyo destino 
principal sea la actividad agraria, pecuaria, forestal o similar, minera o 
extractiva, o las que los instrumentos de ordenamiento territorial 
establezcan para asegurar la disponibilidad de suelo productivo y áreas en 
que éste predomine. 

También podrá abarcarse como suelo rural las zonas de territorio con 
aptitud para la producción rural cuando se trate de áreas con condiciones 
para ser destinadas a fines agropecuarios, forestales o similares y que no 
se encuentren en ese uso. 

b) Rural natural, que podrá comprender las áreas de territorio protegido con el 
fin de mantener el medio natural, la biodiversidad o proteger el paisaje u 
otros valores patrimoniales, ambientales o espaciales. Podrá comprender, 
asimismo, el álveo de las lagunas, lagos, embalses y cursos de agua del 
dominio público o fiscal, del mar territorial y las fajas de defensa de costa. 
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Los suelos de categoría rural quedan, por definición, excluidos de todo 
proceso de urbanización, de fraccionamiento con propósito residencial y 
comprendidos en toda otra limitación que establezcan los instrumentos. 

Artículo 32. (Suelo Categoría Urbana).- El suelo categoría urbana 
comprenderá las áreas de territorio de los centros poblados, fraccionadas, con 
las infraestructuras y servicios en forma regular y total, así como aquellas áreas 
fraccionadas parcialmente urbanizadas en las que los instrumentos de 
ordenamiento territorial pretenden mantener o consolidar el proceso de 
urbanización. 

En el suelo categoría urbana los instrumentos podrán establecer las 
subcategorías de: 

a) Suelo categoría urbana consolidado, cuando se trate de áreas urbanizadas 
dotadas al menos de redes de agua potable, drenaje de aguas pluviales, 
red vial pavimentada, evacuación de aguas servidas, energía eléctrica y 
alumbrado público; todo ello en calidad y proporción adecuada a las 
necesidades de los usos a que deban destinarse las parcelas. 

b) Suelo categoría urbana no consolidado, cuando se trate de áreas en las 
que aún existiendo un mínimo de redes de infraestructuras, las mismas no 
sean suficientes para dar servicio a los usos previstos por el instrumento. 

Asimismo podrán tener la categoría de suelo categoría urbana no consolidado 
las zonas degradadas o en desuso que, de conformidad con las previsiones de 
los instrumentos, deban ser objeto de actuaciones con la finalidad de su 
consolidación o renovación. 

A los efectos de lo dispuesto por el numeral 1 ° del artículo 297 de la 
Constitución de la República, así como toda otra legislación y en especial sobre 
fraccionamientos, el concepto de propiedad inmueble urbana se podrá 
adjudicar al suelo categoría urbana. 

Artículo 33. (Suelo Categoría Suburbana).- Comprenderá las áreas de suelo 
constituidas por enclaves con usos, actividades e instalaciones de tipo urbano 
o zonas en que éstas predominen, dispersos en el territorio o contiguos a los 
centros poblados, según lo establezcan los instrumentos de ordenamiento 
territorial. 

Son instalaciones y construcciones propias de suelo categoría suburbana las: 
habitacionales, turísticas, residenciales, deportivas, recreativas, industriales, de 
servicio, logística o similares. 

A los efectos de lo dispuesto por el numeral 1 º del artículo 297 de la 
Constitución de la República, así como toda otra legislación y en especial sobre 
fraccionamientos, el concepto de propiedad de inmuebles suburbanos se podrá 
adjudicar, en todo o en parte del predio, indistintamente al suelo categoría 
suburbana o urbana. 
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Artículo 34. (Atributo de potencialmente transformable).- Los instrumentos de 
ordenamiento territorial podrán delimitar ámbitos de territorio como 
potencialmente transformables. Sólo se podrá transformar un suelo incluido 
dentro de una categoría en otra, en áreas con el atributo de potencialmente 

· transformable. 

Únicamente será posible incorporar terrenos a los suelos categoría urbana y 
categoría suburbana mediante la elaboración y aprobación de un programa de 
actuación integrada para un perímetro de actuación específicamente delimitado 
dentro de suelo con el atributo de potencialmente transformable. 

Mientras no tenga lugar la aprobación del correspondiente programa de 
actuación integrada, el suelo con el atributo de potencialmente transformable 
estará sometido a las determinaciones establecidas para la categoría de suelo 
en que fuera incluido. 

CAPÍTULO II 

RÉGIMEN GENERAL DE LOS DERECHOS Y DEBERES TERRITORIALES 
DE LA PROPIEDAD INMUEBLE 

Artículo 35. (Derechos generales de la propiedad de suelo).- Forman parte del 
contenido del derecho de propiedad de suelo las facultades de utilización, 
disfrute y explotación normales del bien de acuerdo con su situación, 
características objetivas y destino de conformidad con la legislación vigente. 

Las limitaciones al derecho de propiedad incluidas en las determinaciones de 
los instrumentos de ordenamiento territorial se consideran comprendidas en el 
concepto de interés general declarado en la presente ley y, por remisión a ésta, 
a la concreción de los mismos que resulte de los instrumentos de ordenamiento 
territorial. 

El cumplimiento de los deberes vinculados al ordenamiento territorial 
establecidos por ía presente ley es condición para el ejercicio de los derechos 
de aprovechamiento urbanístico del inmueble. 

El ejercicio del derecho a desarrollar actividades y usos, a modificar, a 
fraccionar o a construir, por parte de cualquier persona, privada o pública, física 
o jurídica, en cualquier parte del territorio, está condicionado a la obtención del 
acto administrativo de autorización respectivo, salvo la excepción prevista en el 
suelo categoría rural productiva. Será condición para el dictado del presente 
acto administrativo, el cumplimiento de los deberes territoriales establecidos 
por la presente ley. 

Artículo 36. (Derecho de superficie).- El propietario de un inmueble, privado o 
fiscal, podrá conceder a otro el derecho de superficie de su suelo, por un 
tiempo determinado, en forma gratuita u onerosa, mediante escritura pública 
registrada y subsiguiente tradición. El derecho de superficie es el derecho real 
limitado sobre un inmueble ajeno que atribuye temporalmente parte o la 
totalidad de la propiedad y comprende el derecho a utilizar el bien según las 
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disposiciones generales de la legislación aplicable y dentro del marco de los 
instrumentos de ordenamiento territorial y conforme al contrato respectivo. El 
titular del derecho de superficie tendrá respecto al bien objeto del mismo 
iguales derechos y obligaciones que el propietario del inmueble respecto de 
éste. 

Extinguido el derecho de superficie, el propietario recuperará el pleno dominio 
del inmueble, así como las accesiones y mejoras introducidas en éste, salvo 
estipulación contractual en contrario. 

Artículo 37. (Deberes generales relativos a la propiedad inmueble).­
Constituyen deberes territoriales para los propietarios de inmuebles, en el 
marco de la legislación vigente y en función del interés general, entre otros, los 
siguientes: 

·a) Deber de usar. Los propietarios de inmuebles no podrán destinarlos a usos 
contrarios a los previstos por los instrumentos de ordenamiento territorial 
conforme a la presente ley y las determinaciones que se establezcan 
conforme a los mismos durante su aplicación. 

b) Deber de conservar. Todos los propietarios de inmuebles deberán 
mantenerlos en condiciones de seguridad, salubridad y ornato público, 
realizando las obras de conservación oportunas y cumpliendo las 
disposiciones que a tal efecto dictamine el Gobierno Departamental 
competente. 

c) Deber de proteger el medio ambiente y la diversidad. Todos los propietarios 
quedarán sujetos a las normas sobre protección del ambiente, los recursos 
naturales y el patrimonio natural, absteniéndose de cualquier actividad 
perjudicial para los mismos. Se comprende el deber de resguardar el 
inmueble frente al uso productivo de riesgo o la ocupación de suelo con 
fines habitacionales en zonas de riesgo. 

d) Deber de proteger el patrimonio cultural. Todos los propietarios deberán 
cumplir las normas de protección del patrimonio cultural, histórico, 
arqueológico, arquitectónico, artístico y paisajístico. 

e) Deber de cuidar.· Los propietarios de inmuebles deberán vigilarlos y 
protegerlos frente a intrusiones de terceros, haciéndose responsables en 
caso de negligencia de las acciones que éstos puedan ejercer en 
contravención a lo dispuesto por los instrumentos de ordenamiento 
territorial o en menoscabo de los deberes territoriales. 

f) Deber de rehabilitar y restituir. Los propietarios de inmuebles quedarán 
sujetos al cumplimiento de las normas de rehabilitación patrimonial o de 
restitución ambiental. 
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Serán exigibles además los deberes territoriales particulares vinculados a la 
ejecución de perímetros de actuación según las categorías de suelo 
establecidas en el Capitulo III del presente Título. 

CAPÍTULO III 

FACULTADES Y OBLIGACIONES TERRITORIALES 

Artículo 38. (Condiciones generales de los instrumentos. Límites y estándares 
mínimos).- Los instrumentos de ordenamiento territorial y desarrollo sostenible 
en las áreas delimitadas de suelo urbano, suelo suburbano o suelo con el 
atributo de potencialmente transformable, preverán las reservas de espacios 
libres y equipamiento, así como límites de densidad y edificabilidad. 

Con carácter general, en las actuaciones residenciales, industriales, de 
servicios, turísticas, deportivas, de recreación u otras, las reservas para 
espacios libres, equipamientos, cartera de tierras y otros destinos de interés 
municipal, departamental o nacional, sin perjuicio del área destinada a 
circulaciones, no podrán ser inferiores al 10% (diez por ciento) del sector a 
intervenir. 

El Gobierno Departamental, atendiendo a las características socioeconómicas 
de su ámbito jurisdiccional o la dotación de áreas para circulaciones públicas 
del proyecto, podrá disminuir el citado estándar hasta el 8% (ocho por ciento). 

Los terrenos antes referidos deberán ser cedidos de pleno derecho a la 
Intendencia Municipal o a la entidad pública que ésta determine, como 
condición inherente a la actividad de ejecución territorial. 

En todos los casos los instrumentos de ordenamiento territorial exigirán que 
las nuevas urbanizaciones y fraccionamientos antes de su autorización 
definitiva ejecuten a su costo, la red vial y la conexión a la red vial general para 
la continuidad de la trama existente, además de las infraestructuras indicadas 
en el literal a) del artículo 32 de la presente ley. 

En caso contrario deberán otorgar garantía real o personal suficiente a favor 
del Gobierno Departamental por el valor de dichas infraestructuras. 

La evacuación de aguas servidas deberá estar conectada a la red urbana 
preexistente en el sector o realizada a través de un sistema técnicamente 
avalado por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente (MVOTMA) y aprobado por la Intendencia Municipal para cada caso. 

Artículo 39. (Régimen del suelo rural).- Los propietarios de terrenos 
categorizados como suelo rural tienen derecho a la realización de los actos 
precisos para la utilización y explotación agrícola, forestal, en general 
productiva rural o minera y extractiva, a las que estén efectivamente 
destinados, conforme a su naturaleza, sin más limitaciones que las impuestas 
por la legislación aplicable. 
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Otros usos en el suelo categoría rural productiva, que pudieran ser admisibles 
por no implicar riesgos de su transformación, precisarán de la oportuna 
autorización de la Intendencia Municipal, si así lo dispusieran los instrumentos 
de ordenamiento territorial que se aprueben. 

No requerirán la correspondiente autorización para edificar en suelo categoría 
rural productiva, la vivienda del productor rural y del personal del 
establecimiento y aquellas edificaciones directamente referidas a la actividad 
rural, salvo que un instrumento de ordenamiento territorial así lo exija. 

En el suelo rural. quedan prohibidas las edificaciones que puedan generar 
necesidades de infraestructuras y servicios urbanos, representen el 
asentamiento de actividades propias del medio urbano en detrimento de las 
propias del medio rural. o hagan perder el carácter rural o natural al paisaje. 

Artículo 40. (Régimen del suelo urbano consolidado).- Los propietarios de 
parcelas en suelo urbano consolidado tendrán derecho a edificar y usar, 
conforme a las determinaciones establecidas en los instrumentos de 
ordenamiento territorial y estarán obligados a ejecutar, a su costo, las obras de 
conexión de la parcela a las infraestructuras existentes a fin de garantizar la 
condición de solar de la misma. 

En aquellos ámbitos señalados en los instrumentos de ordenamiento territorial 
y en los casos que determine la Intendencia Municipal, los propietarios de los 
solares baldíos o terrenos con edificación ruinosa, deberán edificarlos o 
rehabilitar sus construcciones, en el plazo máximo que establezcan los 
mismos. 

Artículo 41. (Facultades de la propiedad inmueble en suelo urbano no 
consolidado y suelo potencialmente transformable).- Los propietarios de 
inmuebles en sUelo urbano no consolidado y en suelo con el atributo de 
potencialmente transformable, una vez incluido en un Programa de Actuación 
Integrada, tendrán las siguientes facultades: 

a) Promover su ejecución y transformación en las condiciones y 
requerimientos que se establecen en esta ley. 

b) Adjudicación de los solares resultantes de acuerdo con el proyecto de 
fraccionamiento o urbanización, en proporción a sus aportaciones al 
proceso de ejecución. 

c) Edificar en dichos solares, conforme a las determinaciones del instrumento 
y una vez cumplidos los deberes territoriales. 

Los propietarios que renuncien voluntariamente o sean excluidos del proceso 
de ejecución por aplicarse la expropiación, tendrán derecho a la indemnización 
legalmente prevista, sin incorporar a la valoración de ésta los beneficios que se 
derivan del proceso de ejecución. 
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Los propietarios de inmuebles en suelo con el atributo de potencialmente 
transformable, no incluido en un Programa de Actuación Integrada tendrán 
derecho a presentar consultas e iniciativas a la Intendencia Municipal para 
acceder a la efectiva incorporación de los mismos al proceso de transformación 
territorial. 

Artículo 42. (Obligaciones de la propiedad inmueble en suelo urbano no 
consolidado y suelo potencialmente transformable).-· Los propietarios de 
inmuebles en suelo urbano no consolidado, así como en suelo con el atributo 
de potencialmente transformable, una vez incluido en un Programa de 
Actuación Integrada, tendrán las siguientes obligaciones: 

a) De ejecutar a su costo las obras de urbanización del ámbito. 

b) De ceder a la Intendencia Municipal o a la entidad pública que ésta 
determine, de forma gratuita, los terrenos del ámbito que los instrumentos 
de ordenamiento territorial prevean con destino a uso y dominio público. 

c) De ceder a la Intendencia Municipal los terrenos urbanizados edificables o 
inmuebles en los que se concrete el derecho a la participación de ésta en la 
distribución de los mayores beneficios. 

d) De distribuir de forma equitativa o de compensar, entre todos los 
interesados del ámbito, los beneficios y cargas que se deriven de la 
ejecución del instrumento de ordenamiento territorial. 

Artículo 43. (Régimen de los fraccionamientos en suelo urbano y suelo 
potencialmente transformable).- No podrán autorizarse fraccionamientos en 
suelo urbano o en suelo con el atributo de potencialmente transformable sin 
que se hayan cumplido con las condiciones determinadas por el artículo 38 de 
la presente ley. 

Para las cesiones de solares o inmuebles de los fraccionamientos autorizados 
con posterioridad a la presente ley, en las que se concreta el derecho a la 
participación de los mayores valores de la acción territorial de los poderes 
públicos, además de las áreas destinadas al uso público, la traslación de 
dominio opera de pleno derecho por su figuración en los respectivos planos de 
proyecto de acuerdo con el Decreto-Ley Nº 14.530, de 1° de julio de 1976. 

Artículo 44. (Régimen de indemnización).- La adecuación de las facultades 
del derecho de propiedad a las modalidades de uso y localización de 
actividades previstas en los instrumentos de ordenamiento territorial, tales 
como usos del suelo, fraccionabilidad y edificabilidad, no origina por sí sola 
derecho a indemnización alguna. 

La indemnización procederá únicamente en los casos de expropiación, o de 
limitaciones que desnaturalicen las facultades del derecho de propiedad, con 
daño cierto. No son indemnizables las afectaciones basadas en meras 
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expectativas originadas en la ausencia de planes o en la posibilidad de su 
formulación. 

Artículo 45. (Equidistribución de las cargas y beneficios).- Establécese la 
distribución equitativa de las cargas y beneficios generados por el 
ordenamiento territorial entre los titulares de los inmuebles involucrados en las 
acciones derivadas del mismo y de su ejecución. 

Los instrumentos de ordenamiento territorial contendrán disposiciones que 
consagren un sistema adecuado de distribución equitativa de cargas y 
beneficios entre los propietarios de inmuebles involucrados en el ordenamiento 
territorial. 

Artículo 46. (Retorno de las valorizaciones).- Una vez que se aprueben los 
instrumentos de ordenamiento territorial, la Intendencia Municipal tendrá 
derecho, como Administración territorial competente, a participar en el mayor 
valor inmobiliario que derive para dichos terrenos de las acciones de 
ordenamiento territorial, ejecución y actuación, en la proporción mínima que a 
continuación se establece: 

a) En el suelo con el atributo de potencialmente transformable, el 5% (cinco 
por ciento) de la edificabilidad total atribuida al ámbito. 

b) En el suelo urbano, correspondiente a áreas objeto de renovación, 
consolidación o reordenamiento, el 15% (quince por ciento) de la mayor 
edificabilidad autorizada por el nuevo ordenamiento en el ámbito. 

La participación se materializará mediante la cesión de pleno derecho de 
inmuebles libres de cargas de cualquier tipo a la Intendencia Municipal para su 
inclusión en la cartera de tierras. 

Los promotores de la actuación, que manifiesten su interés y compromiso por 
edificar los inmuebles que deben ser objeto de cesión de acuerdo con el 
instrumento, podrán acordar con la Intendencia Municipal la sustitución de 
dicha cesión por su equivalente en dinero. Dicho importe será destinado a un 
fondo de gestión territorial o bien la permuta por otros bienes inmuebles de 
valor similar. 

Si la Intendencia Municipal asume los costos de urbanización le 
corresponderá además, en compensación, la adjudicación de una edificabilidad 
equivalente al valor económico de su inversión. 

CAPÍTULO IV 

SUSTENTABILIDAD AMBIENTAL EN EL ORDENAMIENTO TERRITORIAL 

Artículo 47. (Garantía de sostenibilidad. Procedimiento ambiental de los 
instrumentos).- Los instrumentos de ordenamiento territorial establecerán una 
regulación ambientalmente sustentable, asumiendo como objetivo prioritario la 
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conservación del ambiente, comprendiendo los recursos naturales y la 
biodiversidad, adoptando soluciones que garanticen la sostenibilidad. 

Los Instrumentos de Ordenamiento Territorial deberán contar con una 
Evaluación Ambiental Estratégica aprobada por el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA) a través de la Dirección 
Nacional de Medio Ambiente en la forma que establezca la reglamentación. 

Los Instrumentos Especiales que tengan por objeto una superficie de terrenos 
superior a 10 (diez) hectáreas requerirán Autorización Ambiental Previa, sin 
perjuicio de la legislación vigente. 

Estos procedimientos ambientales se integrarán en la elaboración del 
correspondiente instrumento. 

Artículo 48. (Exclusión de suelo en el proceso de urbanización).- Quedan 
excluidos del proceso urbanizador los suelos: 

a) Pertenecientes al Sistema Nacional de Áreas Naturales Protegidas, salvo lo 
que se establezca en aplicación de lo dispuesto por la Ley Nº 17.234, de 22 
de febrero de 2000 y su reglamentación. 

b) Con valores ambientales, paisajísticos u otros declarados de interés 
departamental, salvo aquellos contenidos expresamente en los 
instrumentos relativos al área. 

c) Necesarios para la gestión sustentable de los recursos hídricos. 

d) De dominio público que conforme a su legislación específica deban ser 
excluidos. 

e) Con riesgos naturales o con afectación de riesgos tecnológicos de 
accidentes mayores para los bienes y personas. 

f) Con valores agrícolas, ganaderos, forestales o, en general, de interés 
departamental, regional o nacional para la producción rural. 

g) Que los instrumentos de ordenamiento territorial consideren incompatible 
con el modelo adoptado. 

Los instrumentos de ordenamiento territorial establecerán medidas de 
protección especial cuando concurra alguna de las circunstancias señaladas. 

Artículo 49. (Prevención de riesgos).- Los instrumentos deberán tener en 
cuenta en la asignación de usos de suelo los objetivos de prevención y las 
limitaciones territoriales establecidas por los organismos competentes en lo 
referido a los riesgos para la salud humana. 
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Los instrumentos de ordenamiento territorial deberán orientar los futuros 
desarrollos urbanos hacia zonas no inundables identificadas por el organismo 
estatal competente en el ordenamiento de los recursos hídricos. 

Deberán además proteger la sustentabilidad productiva del recurso suelo 
como bien no renovable, no autorizando las actividades causantes de 
degradación hídrica o del suelo, o las incompatibles con otros tipos de 
utilización más beneficiosa para el suelo, el agu~ o la biota. 

Queda comprendida en las competencias de los instrumentos de 
ordenamiento territorial la facultad de establecer límites y distancias mínimas 
entre sí de cultivos agrícolas y forestales o con otros usos de suelo y 
actividades en el territorio. 

Artículo 50. (Protección de las zonas costeras).- Sin perjuicio de la faja de 
defensa de costas establecida en el artículo 153 del Código de Aguas, en la 
redacción dada por el artículo 193 de la Ley Nº 15.903, de 1 O de noviembre de 
1987, el litoral de los ríos de la Plata, Uruguay, Negro, Santa Lucía, Cuareim y 
Yaguarón, así como el litoral Atlántico nacional y las costas de la Laguna 
Merim, serán especialmente protegidos por los instrumentos de ordenamiento 
territorial. 

En los fraccionamientos ya aprobados y no consolidados a la vigencia de la 
presente ley en la faja de defensa de costas, que no cuenten con 
infraestructuras y en la mayoría de cuyos solares no se haya construido, 
únicamente podrá autorizarse la edificación presentando un Plan Especial que 
proceda al reordenamiento, reagrupamiento y reparcelación del ámbito, sin 
perjuicio de lo dispuesto por la Ley Nº 16.466, de 19 de enero de 1994 y su 
reglamentación. 

El Plan referido destinará a espacios libres los primeros 150 (ciento cincuenta) 
metros de la ribera medidos hacia el interior del territorio, en las condiciones 
establecidas por el inciso tercero del artículo 13 de la Ley Nº 10.723, de 21 de 
abril de 1946 en la redacción dada por la Ley Nº 10.866, de 25 de octubre de 
1946 y asegurará la accesibilidad. Asimismo evitará la formación de 
edificaciones continuas paralelas a la costa en el resto de la faja, sin perjuicio 
del cumplimiento de las demás condiciones que establezca la normativa 
aplicable a la que necesariamente deberá someterse el Plan Especial antes de 
su aprobación definitiva. 

Los recursos administrativos no tendrán efectos suspensivos cuando se trate 
de inmuebles públicos o privados comprendidos en la faja costera referida en el 
inciso primero. 

Artículo 51. (Impactos territoriales negativos en zonas costeras).- El Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA) rechazará 
fundadamente cualquier emprendimiento, en la faja de defensa de costas, si el 
mismo fuera capaz de provocar impactos negativos, entendiendo como tales: 

a) La contradicción con los instrumentos de ordenamiento territorial 
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aplicables. 

b) La construcción de edificaciones sin sistema de saneamiento con 
tratamiento total de efluentes o conexión a red. 

c) La materialización de fraccionamientos o leteos sin las infraestructuras 
completas necesarias. 

d) Las demás que prevea la reglamentación. 

También se evaluará la posibilidad de que el emprendimiento pueda ser 
capaz de generar impactos territoriales acumulativos, entendiéndose por tales 
la posibilidad de posteriores iniciativas que, por su acumulación, puedan 
configurar disfunciones territoriales o ambientales severas. 

CAPÍTULO V 

DISPOSICIONES DE VIVIENDA Y SUELO EN EL MARCO DEL 
ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y DESARROLLO SOSTENIBLE 

Artículo 52. (Coordinación entre las estrategias habitacionales y de suelo).- El 
ordenamiento territorial constituirá el instrumento fundamental en la articulación 
de las políticas públicas habitacionales y de suelo. 

Los Gobiernos Departamentales, a través de los instrumentos de 
ordenamiento territorial y desarrollo sostenible, impulsarán las políticas 
habitacionales y de suelo delimitando áreas de territorio categoría urbana o con 
el atributo de potencialmente transformable en su caso, destinadas a las 
carteras públicas de tierras y calificando suelo destinado a vivienda de interés 
social en coordinación con el Plan Quinquenal de Vivienda. 

La aprobación de la delimitación del área será considerada como de 
declaración de utilidad pública a los efectos de su eventual expropiación. 

Artículo 53. (Reserva de suelo para vivienda de interés social).- En los 
sectores de suelo urbano con el atributo de potencialmente transformable en 
que se desarrollen actuaciones de urbanización residencial, los instrumentos 
de ordenamiento territorial preverán viviendas de interés social de cualquiera 
de las categorías previstas en la Ley Nº 13. 728, de 17 de diciembre de 1968 y 
sus modificativas. El número de éstas se situará entre el 10% (diez por ciento) 
y el 30% (treinta por ciento) de las viviendas totales que se autoricen en el 
ámbito de actuación. El porcentaje mínimo será concretado por el instrumento 
atendiendo a las necesidades de viviendas de interés social y a las 
características de los diferentes desarrollos residenciales. 

Se podrá eximir de esta obligación a las actuaciones en las que no se 
incremente el número de viviendas existentes. 
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TÍTULO V 

LA ACTUACIÓN Y CONTROL EN EL MARCO DEL ORDENAMIENTO 
TERRITORIAL 

CAPÍTULO I 

ACTUACIÓN TERRITORIAL 

Artículo 54. (Control territorial y dirección de la actividad de ejecución).- El 
control y dirección de la actividad será público y comprende: la determinación 
de la forma de gestión, sus plazos y fuentes de financiamiento, la delimitación 
de los perímetros de actuación y la observación del cumplimiento de las 
obligaciones de compensación de cargas y beneficios y retorno de 
valorizaciones. 

Se fomentará el desarrollo de la actividad de ejecución por iniciativa privada 
para el cumplimiento de los objetivos de los instrumentos de ordenamiento 
territorial. 

El inicio de la actividad de ejecución requerirá la aprobación del instrumento 
de ordenamiento territorial correspondiente. No obstante, la ejecución de las 
redes básicas de uso público podrá realizarse en forma anticipada previa 
declaración de urgencia. 

Artículo 55. (Regímenes de gestión de suelo).- Se podrán establecer 
regímenes de gestión de suelo definidos como el conjunto de modalidades 
operativas contenidas en los instrumentos de ordenamiento territorial para 
regular las intervenciones de las entidades públicas y de los particulares sobre 
el territorio. 

Artículo 56. (Perímetros de Actuación).- El perímetro de actuación constituye 
un ámbito de gestión de un instrumento de ordenamiento territorial, en una 
superficie delimitada en el suelo categoría potencialmente transformable, o 
urbano no consolidado, para ejecutar las previsiones del mismo y efectuar el 
cumplimiento de los deberes territoriales de cesión, equidistribución de cargas 
y beneficios y retorno de las mayores valorizaciones. 

La delimitación de un perímetro de actuación podrá traer aparejada la 
suspensión de otorgamiento de permisos de construcción hasta tanto no se 
aprueben los respectivos proyectos de urbanización y reparcelación en su 
caso. 

Artículo 57. (Sistemas de gestión de los Perímetros de Actuación).- Los 
perímetros de actuación se desarrollarán por alguno de los siguientes sistemas 
de gestión: 

a) Por iniciativa privada directa, constituyéndose una entidad privada para los 
fines de ejecución o por convenio de gestión entre los titulares de los 
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terrenos. 

b) Por cooperac1on público-privada, mediante la suscripción del 
correspondiente instrumento. 

c) Por iniciativa pública, expropiando la Administración la totalidad de los 
bienes necesarios. 

Artículo 58. (Proyectos de urbanización y de reparcelación).- Los proyectos de 
urbanización y reparcelación serán aprobados por la Intendencia Municipal 
conforme al procedimiento que defina la Ordenanza Departamental. 

El proyecto de reparcelación integra el conjunto de predios comprendidos en 
un perímetro de actuación definiendo las parcelas resultantes, así como la 
adjudicación de las mismas a los propietarios en proporción a sus respectivos 
derechos y a la Intendencia Municipal, en la parte que le corresponde conforme 
a la presente ley y al instrumento de ordenamiento territorial. 

La reparcelación comprende también las compensaciones necesarias para 
asegurar la aplicación de la distribución de cargas y beneficios entre los 
interesados. 

Artículo 59. (Operaciones territoriales concertadas. Cooperación público­
privada).- Los instrumentos de ordenamiento territorial podrán disponer 
condiciones y localizaciones en que se estimularán operaciones territoriales 
concertadas conducidas por la Administración, con la participación de los 
propietarios inmobiliarios, los vecinos, los usuarios regulares de la zona, 
inversionistas privados o el Estado, con el objeto de alcanzar para un área 
determinada, transformaciones territoriales, mejoras sociales, desarrollo 
productivo o elevación de la calidad ambiental. 

A iniciativa del Poder Ejecutivo o de uno o más Gobiernos Departamentales y 
también a propuesta de personas o entidades privadas, podrán constituirse 
sociedades comerciales de economía mixta cuyo objeto sea la urbanización, la 
construcción de viviendas u obras de infraestructura turísticas, industriales, 
comerciales o de servicios, así como cualquier obra de infraestructura o 
equipamiento prevista en un instrumento de ordenamiento territorial, incluyendo 
su gestión y explotación de conformidad con la legislación aplicable. 

Artículo 60. (Mayores aprovechamientos).- Los instrumentos de ordenamiento 
territorial podrán admitir modificaciones de uso del · suelo mediante el 
otorgamiento de contrapartida a cargo del beneficiado. 

En el marco de las disposiciones de los instrumentos de ordenamiento 
territorial, se podrán constituir áreas y condiciones en las cuales el derecho de 
construir pueda ejercerse por encima del coeficiente de aprovechamiento 
básico establecido, mediante el otorgamiento de una contrapartida por parte del 
propietario inmobiliario beneficiado. 
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También se podrá ejercer el derecho de construir en otro lugar, o enajenar 
este derecho, cuando el inmueble original se encuentre afectado por normativa 
de preservación patrimonial, paisajística o ambiental. La contrapartida, podrá 
alcanzar hasta el cincuenta por ciento del mayor valor resultante. 

Artículo 61. (Fraccionamiento, edificación o utilización obligatorias).- Los 
instrumentos de ordenamiento territorial podrán establecer, para perímetros de 
actuación en los territorios comprendidos en éstos, la obligación de 
parcelamiento, edificación o utilización de suelo no utilizado, subutilizado o no 
edificado, debiendo fijar las condiciones y los plazos para la implementación de 
dicha obligación. El incumplimiento configurará falta a los deberes territoriales. 
El propietario afectado podrá requerir de la Administración la instrumentación 
de una operación territorial concertada con ésta como forma de viabilización 
financiera de su obligación y de relevar su incumplimiento. 

Artículo 62. (Inmuebles necesarios para el cumplimiento de los planes).­
Declárase de utilidad pública la expropiación por parte del Poder Ejecutivo o de 
los Gobiernos Departamentales de los bienes inmuebles necesarios para el 
cumplimiento de los instrumentos de ordenamiento territorial previstos en la 
presente ley, cuando prevean: 

a) La ejecución de las redes territoriales de saneamiento, drenaje pluvial, 
abastecimiento, vialidad, espacios libres y equipamientos públicos previstas 
en los instrumentos. · 

b) La ejecución de perímetros de actuación dirigida a la construcción de 
viviendas de interés social. 

c) La ejecución de programas de protección o fomento productivo rural; 
renovación, rehabilitación, revitalización, consolidación, mejoramiento o 
expansión urbana; conservación ambiental y de los recursos naturales o el 
paisaje y otras similares. 

En las áreas del territorio en que la existencia de fraccionamientos sin 
urbanización consolidada dificulte la recaudación departamental o constituya un 
freno significativo al desarrollo o conservación, las entidades responsables del 
ordenamiento territorial podrán iniciar acciones específicas para la 
regularización jurídica de la propiedad y la reparcelación de dichos 
fraccionamientos para el cumplimiento de los objetivos que establezcan los 
correspondientes instrumentos de ordenamiento territorial. Se podrá proceder, 
en estos casos, mediante el procedimiento de gestión y tasación conjunta. 

En caso que el inmueble registre deudas con el Estado, el respectivo monto 
adeudado se compensará con el valor de tasación que se efectúe dentro del 
proceso de expropiación y a los efectos de la toma urgente de posesión, 
conforme establezca la reglamentación. 
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En caso que la compensación sea parcial, el ente estatal podrá depositar la 
diferencia, documentando judicialmente la existencia del adeudo fiscal de 
acuerdo a las normas respectivas. 

Artículo 63. (Expropiación por incumplimiento de deberes territoriales).- Se 
declara de utilidad pública la expropiación por la Administración de los 
inmuebles en estado de abandono que teniendo potencialidades productivas o 
de utilidad social, no hayan sido explotados por más de diez años, a efectos de 
integrar las carteras de tierras. 

Artículo 64. (Valoración).- A los efectos de establecer el monto de la 
indemnización, no se incorporará a la misma los beneficios que se deriven de 
la ejecución del instrumento respectivo. 

Artículo 65. (Prescripción adquisitiva).- Aquellas personas cuyo núcleo familiar 
no supere el nivel de pobreza en sus ingresos y que, no siendo propietarias de 
inmuebles, sean poseedoras de un predio, no público ni fiscal, con aptitud de 
ser urbanizado de acuerdo con el instrumento de ordenamiento territorial 
aplicable, destinado a su vivienda y la de su núcleo familiar durante un período 
de cinco años, podrán solicitar a la Sede Judicial competente se declare la 
adquisición del dominio sobre el mismo por el modo prescripción. La posesión 
deberá ser ininterrumpida y con ánimo de dueño, pública y no resistida por el 
propietario. 

No podrán adquirirse a través de las disposiciones de este artículo, predios o 
edificios de una superficie que exceda la necesaria para cumplir el fin 
habitacional básico que establezcan los correspondientes instrumentos de 
ordenamiento territorial para la zona en que se localice el predio. 

No se reconocerá este derecho más de una vez al mismo poseedor. 

Cuando el predio sea parte de un inmueble, en que existan otros en similar 
situación, la prescripción adquisitiva podrá gestionarse colectivamente. En esta 
situación, podrán considerarse colectivamente las áreas del territorio que 
determinen los instrumentos de ordenamiento territorial. Las áreas necesarias 
para las infraestructuras, servicios y espacios públicos prescribirán en favor de 
la Intendencia Municipal. 

La prescripción será declarada por el Juez competente a instancia de los 
beneficiados o de la Intendencia Municipal, a través del proceso judicial 
correspondiente el cual estará exonerado de toda tributación; a su vez, podrá 
ser opuesta como defensa o excepción en cualquier proceso judicial. 

En los litigios en aplicación de este instituto, quedará en suspenso toda otra 
acción, de petición o posesoria, que pueda llegar a interponerse con relación al 
inmueble. 

Artículo 66. (Derecho de preferencia).- El Gobierno Departamental tendrá 
preferencia para la adquisición de inmuebles objeto de enajenación onerosa 
entre particulares en las áreas dispuestas específicamente por los instrumentos 
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de ordenamiento territorial a excepción de lo dispuesto en la Ley Nº 11.029, de 
12 de enero de 1948. 

Artículo 67. (Carteras de Tierras).- Los Gobiernos Departamentales podrán 
crear carteras de tierras para fines de ordenamiento territorial en el marco de 
sus instrumentos, reglamentando su destino y utilización en el marco de sus 
respectivas competencias. 

Los inmuebles afectados al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medió Ambiente (MVOTMA) constituirán la Cartera Nacional de Tierras, 
estando dicho Ministerio habilitado a cederlos, venderlos, permutarlos, y aun 
donarlos, en cumplimiento de los instrumentos de ordenamiento territorial 
previstos en la presente ley y demás legislación aplicable. 

CAPÍTULO II 

CONTROL TERRITORIAL 

Artículo 68. (Policía territorial. Facultades disciplinarias).- Los Gobiernos 
Departamentales ejercerán la policía territorial mediante los instrumentos 
necesarios, a los efectos de identificar todas aquellas acciones, obras, 
fraccionamientos, lotees u operaciones de todo tipo realizadas en 
contravención de las normas aplicables y sancionar a los infractores. 

El Poder Ejecutivo y los Gobiernos Departamentales, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, están facultados a prohibir, impedir la prosecución y 
demoler, a costa del propietario, toda obra efectuada en violación de los 
instrumentos de ordenamiento territorial. Asimismo, podrán disponer las 
inspecciones, pericias, pedidos de datos, intimaciones y demás, que sean 
necesarias para hacer cumplir los instrumentos de ordenamiento territorial. 

Artículo 69. (Facultad de policía territorial específica).- Las Intendencias 
Municipales, en el marco de los poderes de policía territorial y de la edificación, 
deberán impedir: la ocupación; la construcción; el loteo; el fraccionamiento y 
toda operación destinada a consagrar soluciones habitacionales, que implique 
la violación de la legislación vigente en la materia o los instrumentos de 
ordenamiento territorial, respecto de los inmuebles del dominio privado donde 
no pueda autorizarse la urbanización, fraccionamiento y edificación con destino 
habitacional. 

Esta obligación regirá también para los casos que carezcan de permiso 
aunque se ubiquen en zonas donde pudiera llegar a expedirse dicha 
autorización. 

Verificada la existencia de actividades que indiquen: 

a) La subdivisión o construcción en lotes en zona donde no pueda 
autorizarse. 
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b) La subdivisión o la construcción no autorizada, o ante la constatación de la 
existencia en zona no habilitada para tal fin o sin previa autorización, de: 
fraccionamiento; loteo y construcciones. 

La Intendencia Municipal deberá concurrir ante la sede judicial de turno, 
solicitando la inmediata detención de las obras y la demolición de las 
existentes. 

Presentada la demanda, el Juez actuante, verificados los extremos 
imprescindibles, decretará la suspensión inmediata de las obras y la demolición 
de las existentes. 

En caso de incumplimiento de la orden emanada de la medida cautelar o de la 
demanda principal por el término de cinco días corridos, el Juez dispondrá el 
ingreso al predio para proceder a la inmediata demolición de las construcciones 
levantadas en contra de la orden judicial, con cargo a la propiedad, siendo de 
aplicación, en lo pertinente lo dispuesto en el artículo 4° de la Ley Nº 15.750, de 
8 de julio de 1985 y toda otra legislación vigente. 

Artículo 70. (Ocupación ilegal de inmuebles con fines de asentamiento 
humano).- Se faculta al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente (MVOTMA), sin perjuicio de las competencias 
departamentales existentes, a aplicar las sanciones que establezca la 
legislación y la reglamentación a quien promueva o incentive la ocupación 
ilegal de inmuebles a los fines de asentamiento humano, en desconocimiento 
de lo dispuesto en los instrumentos de ordenamiento territorial establecidos por 
la presente ley. 

Las empresas públicas prestadoras de servicios de agua potable, energía 
eléctrica, telefonía y transmisión de datos, deberán requerir informe previo del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA) 
para brindar servicios a viviendas o conjuntos de viviendas que formen parte de 
asentamientos humanos ilegales. 

Artículo 71. (Estímulos y sanciones. Garantías).- El Poder Ejecutivo y los 
Gobiernos Departamentales, a través de los mecanismos que correspondan, 
podrán establecer incentivos a efectos de impulsar las acciones y 
determinaciones de los instrumentos de ordenamiento territorial previstos por la 
presente ley. 

Toda obra, modificación predial, así como todo acto o hecho que se traduzca 
en la alteración física del territorio, hecha sin haberse obtenido el permiso 
respectivo o en contravención de los instrumentos de ordenamiento territorial, 
será sancionada sin perjuicio de la nulidad, con una multa de 50 UR (cincuenta 
unidades reajustables) a 50.000 UR (cincuenta mil unidades reajustables), de 
acuerdo al carácter o gravedad de la misma, pudiendo además la autoridad 
competente tomar las medidas necesarias a efectos de recomponer la situación 
anterior con cargo al infractor. 
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Los recursos administrativos contra el acto que disponga la demolición o 
eliminación de las modificaciones prediales efectuadas sin el permiso 
correspondiente, tendrán efecto suspensivo, pero la autoridad competente 
podrá, por resolución fundada, hacer cesar la suspensión. 

TÍTULO VI 

PARTICIPACIÓN SOCIAL EN EL ORDENAMIENTO TERRITORIAL 

Artículo 72. (Promoción de la participación social).- Las instituciones públicas 
promoverán la participación social utilizando como mínimo, los instrumentos 
específicos que se establecen por la presente ley. 

Toda persona interesada podrá realizar propuestas, con la debida 
fundamentación, a los efectos de su consideración por las instituciones 
públicas competentes en los instrumentos de ordenamiento territorial. 

Artículo 73. (Comisión Asesora).- Se comete al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA) la constitución de una 
Comisión Asesora de Ordenamiento Territorial, a efectos de incorporar las 
distintas visiones a las políticas del sector. 

Será presidida por el Director Nacional de Ordenamiento Territorial y estará 
integrada por delegados de instituciones públicas y privadas y representantes 
de la sociedad civil. Estarán comprendidos los Ministerios con competencia en 
la materia, la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, el Congreso de 
Intendentes, los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, la Universidad 
de la República, las gremiales de trabajadores, empresarios y profesionales, 
organizaciones no gubernamentales, otras instituciones de investigación y 
enseñanza, los Directores Nacionales de Medio Ambiente, de Aguas y 
Saneamiento y de Vivienda, así como toda otra entidad afín que incorpore la 
reglamentación. 

Esta Comisión podrá prestar su asesoramiento en todos los asuntos de 
competencia de la Dire.cción Nacional de Ordenamiento Territorial a solicitud de 
ésta o por iniciativa de cualquiera de sus miembros. 

El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
(MVOTMA) propondrá al Poder Ejecutivo la reglamentación correspondiente a 
su funcionamiento e integración. 

Los Gobiernos Departamentales podrán crear com1s1ones asesoras con 
participación de instituciones públicas y privadas y representantes de la 
sociedad civil, con el cometido de realizar aportes en el proceso de 
elaboración, ejecución y seguimiento de los instrumentos de ordenamiento 
territorial departamentales. 
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TÍTULO VII 

COORDINACIÓN INTERINSTITUCIONAL PARA EL ORDENAMIENTO 
TERRITORIAL 

Artículo 7 4. (Coordinación entre la actividad departamental, regional y 
nacional).- Los Gobiernos Departamentales con la colaboración del Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA), a través 
de la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial, deberán asegurar que 
exista la debida coordinación y compatibilidad entre los diversos instrumentos 
del ámbito departamental entre sí y con los instrumentos de los ámbitos 
nacional y regional en lo aplicable. 

Se establecerán procedimientos de elaboración concertada, a efectos de 
coordinar y compatibilizar en una fase temprana de su definición, los 
instrumentos sectoriales que tengan relevancia territorial generados por los 
actores públicos, en la forma y procedimiento que establezca la 
reglamentación. 

Artículo 75. (Comité Nacional de Ordenamiento Territorial).- Créase el Comité 
Nacional de Ordenamiento Territorial para la debida coordinación de las 
estrategias nacionales con incidencia en el territorio, el que será presidido por 
el Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y estará 
integrado por: el Ministro de Transporte y Obras Públicas; el Ministro de 
Ganadería, Agricultura y Pesca; el Ministro de Industria, Energía y Minería; el 
Ministro de Turismo y Deporte; el Ministro de Defensa Nacional; el Ministro de 
Economía y Finanzas; el Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto; 
y, el Presidente del Congreso de Intendentes. 

El Director Nacional de Ordenamiento Territorial ejercerá la Secretaría del 
Comité Nacional de Ordenamiento Territorial. 

Los Ministros podrán ser representados por el Subsecretario o el Director 
General de Secretaría del Ministerio correspondiente, el Director de la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto por el respectivo Subdirector y el Presidente 
del Congreso de Intendentes por sus Vicepresidentes. 

El Comité podrá requerir la integración temporal de otros Ministros o 
Intendentes cuando los asuntos a tratar refieran a las competencias de éstos. 

El Poder Ejecutivo podrá variar la composición del Comité cuando se 
modifique la estructura o competencias de los Ministerios. 

Artículo 76. (Cometidos del Comité Nacional de Ordenamiento Territorial).­
Corresponde al Comité Nacional de Ordenamiento Territorial: 

a) Contribuir a la formulación de las Directrices Nacionales de Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Sostenible, así como los Programas Nacionales y 
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efectuar sus seguimientos. 

b) Pronunciarse sobre la correspondencia de los demás instrumentos de 
ordenamiento territorial a las Directrices Nacionales y dictaminar sobre la 
incidencia de ellos en los intereses nacionales. 

c) Efectuar la declaración de interés nacional y urgente ejecución de las obras 
públicas promovidas por los órganos del Gobierno Nacional cuando éstas 
resulten incompatibles con cualquiera de los instrumentos de ordenamiento 
territorial, promoviendo su revisión. 

d) Impulsar la información y la participación social en todos los procesos de 
ordenamiento territorial, a través de las formas que establece la presente 
ley y las que surjan de la reglamentación. 

e) Pronunciarse sobre la adecuación de los grandes proyectos de 
infraestructura u otros a las Directrices y Programas Nacionales. 

f) Guiar los estudios e intercambios para la complementación e integración 
física de las infraestructuras a nivel territorial con los países limítrofes y a 
nivel sudamericano. 

g) Entender en todo otro tema con incidencia relevante en el ordenamiento del 
territorio que le encomiende el Poder Ejecutivo. 

Artículo 77. (Coordinación de las obras públicas en el marco de la 
planificación territorial).- Las obras públicas proyectadas por todo órgano del 
Estado o persona pública estatal o no, bajo cualquier modalidad o naturaleza, 
deberán ajustarse y compatibilizarse con las disposiciones de los instrumentos 
de ordenamiento territorial. 

Dichas obras serán autorizadas, sin perjuicio de otros permisos 
correspondientes, de acuerdo con la normativa aplicable, por el Gobierno 
Departamental respectivo. 

En el caso que la solicitud fuere denegada por ser incompatible con el 
instrumento de ordenamiento territorial aplicable, el Comité Nacional de 
Ordenamiento Territorial podrá decidir sobre la efectiva materialización del 
proyecto, previa declaración de interés nacional y urgente ejecución. En este 
caso, el acuerdo del Comité determinará la suspensión parcial de aquellas 
determinaciones del instrumento que se opongan a la ejecución y generará el 
deber de iniciar el procedimiento para modificar dicho instrumento a fin de 
incorporar las previsiones oportunas que determinen la incidencia del proyecto, 
sin perju(cio de lo establecido al efecto sobre solución de divergencias. 

El Poder Ejecutivo se abstendrá de promover la declaración prevista y de 
ejecutar el proyecto, si el mismo resulta incompatible con las Directrices 
Nacionales o las Estrategias Regionales vigentes y aplicables. 
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La ejecución de las obras vinculadas a la defensa nacional se ajustará a lo 
dispuesto en su legislación específica. 

Artículo 78. (Inventario Nacional de Ordenamiento Territorial. Registro de 
Instrumentos).- Créase el Inventario Nacional de Ordenamiento Territorial que 
funcionará en la órbita de la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA), 
con el fin de facilitar la coordinación interinstitucional y compatibilizar políticas, 
programas, planes y proyectos de relevancia territorial. 

Los responsables de la elaboración de los instrumentos de ordenamiento 
territorial previstos en la presente ley y de los planes, programas y proyectos de 
relevancia territorial a desarrollarse por organismos del Gobierno Nacional o de 
los departamentos o de los entes y servicios del Estado, deberán inscribir los 
mismos en el mencionado Inventario en los plazos y condiciones que prevea la 
.reglamentación. 

Los planes, instrumentos, programas y proyectos vigentes con anterioridad a 
la presente ley se deberán inscribir en un plazo de 180 (ciento ochenta) días de 
aprobada su reglamentación. 

La posible cooperación técnica y economrca del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA) con los Gobiernos 
Departamentales, quedará condicionada al cumplimiento de la inscripción 
dispuesta. 

La información contenida en el Inventario estará disponible para consulta por 
parte de las instituciones interesadas y del público en general. 

Artículo 79. (Sistema Nacional de Información Territori'al).- Cométese al Poder 
Ejecutivo la estructuración de un sistema nacional de infraestructura de datos 
espaciales e información geográfica y literal asociada, como servicio público, 
para obtener, disponer y difundir información sobre la situación física del 
territorio, el paisaje, el patrimonio natural, riesgos y aptitudes, modos de 
asentamiento, vivienda, grados de ocupación, distribución espacial de 
actividades, afectaciones y cualesquiera otras circunstancias de interés con 
cobertura en el territorio nacional y su mar territorial, mediante la coordinación 
de las actuaciones de todas las entidades públicas con competencia o 
capacidad al respecto. 

Artículo 80. (Solución de divergencias).- Las instituciones públicas, ante 
divergencias sobre criterios de ordenamiento, en zonas concretas o asuntos 
sectoriales, podrán iniciar procesos de negociación o mediación de conflictos, 
de forma voluntaria y de común acuerdo. A estos efectos podrán requerir la 
colaboración de la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial. 

En caso de que una de las partes o ambas, no acuerden con el resultado de 
la conciliación o resultare infructuosa ésta, serán resueltas por el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo. El proceso no tendrá efecto suspensivo, salvo que 
medie resolución expresa fundada del Tribunal al efecto. 
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Artículo 81. (Cooperación y apoyo del Gobierno Nacional. Fomento de la 
planificación departamental).- A solicitud de la Intendencia respectiva, el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA) 
brindará cooperación técnica y financiera, según establezcan las leyes de 
presupuesto, a efectos de elaborar, gestionar y evaluar los instrumentos de 
ordenamiento territorial. 

La Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial, tendrá entre sus 
cometidos de fomento de la planificación departamental, además de los 
establecidos por la legislación vigente, los siguientes: 

a) Capacitación y apoyo a los servicios técnicos departamentales y estímulo a 
la innovación e investigación científico-técnica básica y aplicada y la 
capacitación relacionada con el territorio. 

b) Elaboración de guías, protocolos y normas técnicas como apoyo a los 
Gobiernos Departamentales para elaborar los instrumentos de 
ordenamiento territorial y para el dictado de las normas pertinentes. 

c) Colabor.ación técnica y financiera con las Intendencias en la elaboración de 
los instrumentos de ordenamiento territorial. 

La Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial y el Congreso de 
Intendentes podrán coordinar formas de cooperación técnica de alcance 
general. 

TÍTULO VIII 

DISPOSICIONES ESPECIALES 

Artículo 82. (Fortalecimiento institucional para el Ordenamiento Territorial).­
Cométese al Poder Ejecutivo la implementación de acciones para el 
fortalecimiento de las capacidades de gestión planificada del territorio 
ambientalmente sustentable y con equidad social, en el marco de la 
elaboración y ejecución de los instrumentos de ordenamiento territorial 
previstos en la presente ley, en los ámbitos del Gobierno Nacional y Gobiernos 
Departamentales. 

Artículo 83. (Ajustes legales).-

1) Ajustes a las Leyes Nº 1 O. 723, de 21 de abril de 1946 y Nº 10.866, de 25 
de octubre de 1946 (Ley de Centros Poblados). 

a) Modificase el artículo 1° de la Ley Nº 10.723, de 21 de abril de 1946, en 
la redacción dada por la Ley Nº 10.866, de 25 de octubre de 1946, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 

"Queda exclusivamente reservada a los Gobiernos 
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Departamentales respectivos la competencia para autorizar toda 
creación de predios cuando así lo establezcan los instrumentos de 
ordenamiento territorial y desarrollo sostenible, así como, en todos 
los casos, para autorizar la subdivisión de predios con destino 
directo o indirecto a la formación de centros poblados y para 
aprobar el trazado y la apertura de calles, caminos o sendas o 
cualquier tipo de vías de circulación o tránsito que impliquen o no 
amanzanamiento o formación de centros poblados". 

b) Deróganse el segundo y tercer incisos del artículo 2° de la Ley 
Nº 10.723, de 21 de abril de 1946. 

c) Modificase el inciso tercero del artículo 9° de la Ley Nº 10.723, de 21 de 
abril de 1946, que quedará redactado de la siguiente manera: 

"En todos los casos estos planos se realizarán respectivamente por 
un profesional especializado en ordenamiento territorial o 
urbanismo y por un agrimensor". 

d) Derógase el inciso segundo del artículo 10 ·de la Ley Nº 10. 723, de 21 de 
abril de 1946. 

e) Sustitúyese el inciso primero del artículo 11 de la Ley Nº 10. 723, de 21 
de abril de 1946, el que quedará redactado de la siguiente forma: 

"La violación a cualquiera de las normas contenidas en la presente 
ley relativas al fraccionamiento o la enajenación de predios o 
aperturas de vías de tránsito, sin perjuicio de la nulidad absoluta del 
fraccionamiento y las ventas posteriores de predios parte del 
mismo, serán sancionadas con una multa de 50 UR (cincuenta 
unidades reajustables) a 50.000 UR (cincuenta mil unidades 
reajustables), con destino al Gobierno Departamental 
correspondiente, sin perjuicio de las demás sanciones que la 
transgresión pudiera producir. Las multas se harán efectiv~s por las 
Intendencias Municipales y serán aplicadas solidariamente a todos 
los involucrados y profesionales intervenientes". 

f) Derógase el inciso segundo del artículo 11 de la Ley Nº 10. 723, de 21 de 
abril de 1946. 

g) Deróganse los numerales 1 ° y 2° del artículo 13 de la Ley Nº 1 O. 723, de 
21 de abril de 1946 y sustitúyese el numeral 3° del citado artículo en la 
redacción dada por la Ley Nº 10.866, de 25 de octubre de 1946, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 

"Ningún predio y ninguna vía pública que sirva de único acceso a 
predios podrá situarse ni total ni parcialmente en terrenos 
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inundables, o que estén a nivel inferior a 50 centímetros por encima 
del nivel alcanzado por las más altas crecientes conocidas. 

Tampoco podrá situarse ningún predio en los casos de 
contigüidad a los cauces del dominio público, dentro de las tierras 
abarcadas por una faja costera de 150 metros de ancho por lo 
menos, medida según lo dispone el Código de Aguas, a partir de la 
línea de ribera. 

En todo fraccionamiento de predios costeros, la faja de 150 (ciento 
cincuenta) metros determinada a partir de la línea superior de la 
ribera pasará de pleno derecho al dominio público. 

No se podrá admitir excepción alguna a lo previsto en el presente 
artículo". 

h) Modificase el artículo 15 de la Ley Nº 10.723, de 21 de abril de 1946, en 
la redacción dada por la Ley Nº 10.866, de 25 de octubre de 1946, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 

"Queda prohibida, con las mismas sanciones establecidas en los 
artículos 1 O y 11, toda división de tierras que implique crear predios 
independientes menores en superficie a 2.000 (dos mil) metros 
cuadrados si no cuenta con sistemas de abastecimiento de agua 
potable, de saneamiento y de drenaje pluvial, de suministro de 
energía eléctrica, alumbrado público y pavimentos, construidos 
según lo autorizado y recibido por el organismo ejecutor 
correspondiente". 

i) Modificase el artículo 16 de la Ley Nº 10.723, de 21 de abril de 1946, el 
que quedará redactado de la siguiente forma: 

"Queda prohibida, con las mismas sanciones establecidas en los 
artículos 1 O y 11, toda división de tierra que implique crear predios 
independientes menores a las dimensiones que establezcan los 
instrumentos de ordenamiento territorial. En todo caso la dimensión 
mínima de los lotes será de 300 (trescientos) metros cuadrados de 
superficie". 

j) Sustitúyese el artículo 19 de la Ley Nº 10.723, de 21 de abril de 1946, el 
que quedará redactado de la siguiente forma: 

"Todos los fraccionamientos y trazados efectuados en 
contravención a lo dispuesto por la presente ley y las ordenanzas e 
instrumentos de ordenamiento territorial, serán absolutamente 
nulos, debiendo el Gobierno Departamental imponer las sanciones 
correspondientes a que refieren los artículos 1 O y 11 de la presente 
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ley". 

2) Ajustes a la Ley Nº 13.493, de 20 de setiembre de 1966. 

Modificase el inciso primero del artículo 1 ° de la Ley Nº 13.493, de 20 
setiembre de 1966, el que quedará redactado de la siguiente manera: 

"Las autoridades públicas competentes no autorizarán ningún 
fraccionamiento de suelo urbano, creando nuevos lotes destinados a la 
construcción de vivienda u otros usos urbanos que no cuenten con los 
servicios habilitados de agua potable y energía eléctrica, posibilidad de 
conexión a saneamiento en cada uno de los lotes, más los servicios 
generales de pavimento, red de alcantarillado y alumbrado público". 

3) Ajustes a la Ley Nº 17.292, de 25 de enero de 2001. 

a) Modifícase el inciso primero del artículo 48 de la Ley Nº 17.292, de 25 de 
enero de 2001, el que quedará redactado de la siguiente manera: 

"Las urbanizaciones desarrolladas en suelo categoría urbana o 
suelo categoría suburbana según lo que establezcan los 
instrumentos de ordenamiento territorial, que se encuadren dentro 
de las previsiones de la presente ley y de las normativas 
departamentales de ordenamiento territorial, podrán regirse por el 
régimen de la propiedad horizontal". 

b) Derógase el inciso cuarto del artículo 48 de la Ley Nº 17.292, de 25 de 
enero de 2001. 

c) Agrégase un inciso final al artículo 48 de la Ley Nº 17.292, de 25 de 
enero de 2001, con el siguiente texto: 

"Con carácter general, en las actuaciones residenciales, de turismo 
residencial o similares, el área comprendida entre componentes de 
la trama de circulación pública no podrá superar u.n máximo de diez 
mil metros cuadrados, cualquiera sea el régimen de propiedad". 

4) Ajustes a la Ley Nº 9.515, de 28 de octubre de 1935 (Ley Orgánica 
Municipal). 

a) Agrégase el siguiente numeral al artículo 19 de la Ley Nº 9.515, de 28 de 
octubre de 1935: 

"35) Dictar reglas para la edificación, en todo el territorio del 
departamento, siendo de su cargo: 

A) La regulación normativa de la actividad de ordenamiento del 
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ámbito territorial departamental. 

8) Formular y aprobar las ordenanzas y demás instrumentos de 
ordenamiento territorial. 

C) El contralor de la actividad administrativa del ordenamiento 
territorial". 

b) Agrégase al artículo 35 de la Ley Nº 9.515, de 28 de octubre de 1935, el 
numeral 43) con el siguiente texto: 

"43) La actividad administrativa del ordenamiento territorial, en todo el 
territorio del departamento, especialmente: 

A) Elaborar directa o indirectamente los instrumentos de 
ordenamiento territorial y someterlos a la aprobación de la Junta 
Departamental sin perjuicio de las facultades de ésta en la 
materia. 

8) Ejercer las potestades de policía territorial, siendo de su cargo la 
autorización del ejercicio del derecho a construir, demoler, 
fraccionar, utilizar o localizar actividades en los terrenos y en 
general toda modificación predial, a través del otorgamiento de 
los permisos y autorizaciones correspondientes, de acuerdo a lo 
que dispongan las leyes y los decretos de la Junta 
Departamental". 

Ampliación de la competencia de la Corporación Nacional para el 
5) Desarrollo. 

Agrégase el siguiente literal al artículo 11 de la Ley Nº 15. 785, de 4 de 
diciembre de 1985: 

"I) Promover el ordenamiento territorial mediante la financiación de 
programas y proyectos en el marco de los instrumentos de ordenamiento 
territorial· debidamente aprobados". 

Artículo 84. (Alcance y reglamentación de la presente ley).- Las disposiciones 
de la presente ley se aplicarán a partir de su publicación, aun cuando no estén 
aprobados los respectivos instrumentos de ordenamiento territorial. 

El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley dentro del plazo de un año a 
partir de su vigencia. 
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Ley Nº 18.610,  
de 2 de octubre de 2009 

 
 

 
 
 
Artículo 10.- Los recursos hídricos comprenden las aguas continentales y de 

transición. Se entiende por aguas continentales las aguas superficiales, subterráneas y 
humedad del suelo. Se entiende por aguas de transición las aguas que ocupan la faja 
costera del Río de la Plata y el océano Atlántico, donde se establece un intercambio 
dinámico entre las aguas marítimas y continentales. 
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Decreto Nº 349/2005,  

de 21 de setiembre de 2005 

 

 

 

 

 

Artículo 2º-  (Ambito de aplicación). Requerirán la Autorización Ambiental 
Previa, las actividades, construcciones u obras que se detallan a continuación, 
sean las mismas de titularidad pública o privada: 

 

1) Construcción de carreteras nacionales o departamentales y toda rectificación 
o ensanche de las existentes, salvo respecto de las carreteras ya abiertas y 
pavimentadas, en las que la rectificación o ensanche deberá modificar el 
trazado de la faja de dominio público, con una afectación superior a 10 (diez) 
hectáreas. 

2) Construcción de tramos nuevos de vías férreas y toda rectificación de las 
existentes en áreas urbanas o suburbanas, o fuera de ellas cuando implique 
una afectación de la faja de dominio ferroviario superior a 5 (cinco) hectáreas. 

3)  Construcción de nuevos puentes o la modificación de los existentes cuando 
implique realizar nuevas fundaciones. 

4) Construcción de nuevos aeropuertos de uso público o remodelaciones de los 
existentes cuando incluyan modificaciones en las pistas. 

5) Construcción de nuevos puertos, tanto comerciales como deportivos o 
remodelaciones de los existentes donde existan modificaciones de las 
estructuras de mar, ya sean escolleras, diques, muelles u obras que impliquen 
ganar tierra al mar. 

6) Construcción de terminales de trasvase de petróleo o productos químicos. 

7) Construcción de oleoductos y gasoductos que superen una longitud de 10 
(diez) kilómetros. 

8) Construcción de emisarios de líquidos residuales, cuando la tubería que 
conduce los líquidos hacia el cuerpo receptor, posee una longitud de más de 50 
(cincuenta) metros dentro de éste. 

9) Construcción de plantas de tratamiento y disposición final de residuos 
tóxicos y peligrosos. 

10) Instalación de plantas para el tratamiento de residuos sólidos y la apertura 
de sitios de disposición final de los mismos o la ampliación de los existentes, 
cuando su capacidad sea mayor o igual a 10 (diez) toneladas/día. Se exceptúa 
la ampliación de sitios de disposición final de residuos sólidos dentro de los 3 
(tres) primeros años de vigencia de este decreto, siempre que la suma de las 
ampliaciones del respectivo sitio no aumenten su capacidad actual en más del 
50 % (cincuenta por ciento). 
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Decreto Nº 337/2009, 
 de 20 de julio de 2009 

 
 
 

Artículo 1º.- Apruébase la selección y delimitación del área natural 
protegida denominada "Cabo Polonio" en la forma, con las pautas de manejo y 
condiciones generales de uso incluidas en el proyecto, comprendiendo: 

 
a) la porción ubicada al Sur de la Ruta Nacional Nº 10 de los padrones 

Nº 1224 y 1586; 
 
b) la totalidad de los padrones Nº 1144, 1318, 1408, 1577, 1578, 

1587,1588, 1589, 1592, 1593, 1596, 1597, 1599, 1600, 1601, 1606, 1609, 
1610, 1611, 1612, 1613, 1614, 1615, 1616, 1619, 3802, 3803, 3804, 3809, 
3812, 4509, 4680, 4950, 5137, 5175, 5294, 5371, 5516, 5589, 6031, 6351, 
6445, 6540, 7628, 7638, 7695, 14031, 19535, 24404, 35408, 38652, 41960, 
42249, 47208, 47260, 47265, 50377, 50378, 50379, 50380, 50381, 50382, 
50383, 50384, 50385, 50386, 50387, 50388, 50389, 50390, 50391, 50392, 
50393, 50394, 50395, 50396, 50397, 50398, 50399, 50400, 50401, 50402, 
50403, 50404, 50405, 50406, 50407, 50408, 50409, 50410, 50411, 50412, 
50413, 50414, 50415, 50416, 50417, 50418, 50419, 50420, 50421, 50422, 
50423, 50424, 50425, 50426, 50427, 50428, 50429, 50430, 50431, 50432, 
50433, 50434, 50435, 50436, 50437, 50438, 50439, 50440, 59033, 59034, 
59035, 59881, 59882, 59883, 64072, 64073 y 64074; 
 

c) el espacio marino comprendido en una faja ubicada desde la línea de 
ribera y hasta una distancia de 5 (cinco) millas náuticas, incluyendo el llamado 
grupo de islas de Torres (islas Rasa, Encantada e Islote) y del Castillo Grande 
(islas del Marco y Seca). Las referencias realizadas a los números de los 
padrones, deberá entenderse incluyendo las modificaciones que se pudieran 
haber realizado o se realicen a los mismos, como fraccionamientos, 
reparcelamientos o fusiones y, en general, toda modificación en la que hubiera 
intervenido la Dirección General de Catastro. 

 
Artículo 2º.- Incorpórase el área "Cabo Polonio" al Sistema Nacional de 

Areas Naturales Protegidas, bajo la categoría de "Parque nacional", 
cometiéndose al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, la prosecución de los procedimientos para la definición de una zona 
adyacente, de conformidad con los objetivos del correspondiente plan de 
manejo. 
 

Artículo 3º.-  Establézcanse como medidas de protección del área, la 
prohibición dentro de la misma de: 

 
a) el descenso de turistas, visitantes y otros usuarios en las islas, 

incluyendo todo su perímetro rocoso, salvo con fines de investigación, según lo 
que establezca el plan de manejo; 
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b) la actividad minera, así como el uso de elementos del área (arena, 
conchilla, piedra, etc.) como materiales de construcción edilicia;  

 
c) la disposición final de residuos sólidos dentro del área, aún los 

generados por actividades desarrolladas en la misma; 
 
d) la recolección o extracción de objetos arqueológicos e históricos, 

incluyendo aquellos correspondientes al patrimonio subacuático, salvo con 
fines de investigación y según establezca el plan de manejo; 

 
e) la introducción de especies exóticas animales y vegetales, incluyendo 

mascotas por parte de visitantes, con excepción de la tenencia de mascotas, 
animales de trabajo o de producción por los pobladores permanentes del área, 
según lo que establezca el plan de manejo; 

 
f) la actividad de caza y captura de animales silvestres, incluyendo la 

muerte, el daño, la provocación a los mismos y la recolección de sus huevos o 
crías, así como la recolección, alteración o destrucción de la vegetación nativa, 
salvo la captura de animales o la modificación de la vegetación comprendidas 
en el plan de manejo; 

 
g) la actividad pesquera, salvo la pesca artesanal y la deportiva, aunque 

sujetas a lo que establezca el plan de manejo; 
 
h) la emisión o producción de niveles de ruido que afecten el paisaje 

sonoro natural del área; 
 
i) la instalación de nuevos asentamientos y construcciones en el litoral 

rocoso, las playas y cordón dunar, así como todo tipo de infraestructura en las 
islas; la realización o existencia de construcciones o edificaciones fuera de las 
zonas denominadas de "paisaje cultural" (domo y tómbolo) y "de 
amortiguación", establecidas en la zonificación preliminar incluida en el 
proyecto de área que por este decreto se aprueba. Las construcciones o 
edificaciones en las zonas indicadas, estarán sujetas a las pautas de 
reordenamiento y control que establezca el plan de manejo, y, hasta la 
aprobación del mismo, requerirán la autorización correspondiente del Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 

 
Artículo 4º.-  Facúltase al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 

Territorial y Medio Ambiente, a determinar y convenir la forma y demás 
condiciones en que será administrada el área protegida. 

 
Artículo 5º.- Cométase al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 

Territorial y Medio Ambiente, la comunicación del presente a la Dirección 
General de Registros del Ministerio de Educación y Cultura, al Ministerio de 
Defensa Nacional, al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, al Ministerio 
de Turismo y Deporte y a la Intendencia Municipal de Rocha. 
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11) Construcción de plantas de tratamiento de líquidos cloacales diseñada para 
servir a más de 10.000 (diez mil) habitantes. 

12) Construcción de plantas de tratamiento de líquidos y/o lodos de evacuación 
barométrica o ampliación de las existentes. 

13) Extracción de minerales a cualquier título, cuando implique la apertura de 
minas (a cielo abierto, subterráneas o subacuáticas), la realización de nuevas 
perforaciones o el reinicio de la explotación de minas (a cielo abierto, 
subterráneas o subacuáticas) o perforaciones que hubieran sido abandonadas 
y cuya autorización original no hubiera estado sujeta a evaluación del impacto 
ambiental.  

Se exceptúa la extracción de materiales de la Clase IV prevista en el artículo 7° 
del Código de Minería (Decreto - Ley N° 15.242, de 8 de enero de 1981), 
cuando se realice en álveos de dominio público, o, cuando se extraiga menos 
de 500 (quinientos) metros cúbicos semestrales de la faja de dominio público 
de rutas nacionales o departamentales, así como de canteras destinadas a 
obra pública bajo administración directa de organismos oficiales. 

14) Extracción de materiales de la Clase IV prevista en el artículo 7° del Código 
de Minería (Decreto - Ley N° 15.242, de 8 de enero de 1981), de los álveos de 
dominio público del Río Uruguay, Río de la Plata, Océano Atlántico y Laguna 
Merín, así como la extracción en otros cursos o cuerpos de agua en zonas que 
hubieran sido definidas como de uso recreativo o turístico por la autoridad 
departamental o local que corresponda. 

15) Explotación de combustibles fósiles cualquiera sea su método de 
extracción. 

16) Construcción de usinas de generación de electricidad de más de 10 (diez) 
Megavatios, cualquiera sea su fuente primaria, así como la remodelación de las 
existentes, cuando implique un aumento en la capacidad de generación o el 
cambio de la fuente primaria utilizada.  

Fuente: artículo 3º del Decreto Nº 178/009 de 21/04/2009. 

17) Construcción de usinas de producción y transformación de energía nuclear, 
sin perjuicio de lo establecido por el artículo 215 de la Ley N° 16.226, de 29 de 
octubre de 1991. 

18) Construcción de líneas de transmisión de energía eléctrica de 150 (ciento 
cincuenta) kilovoltios o más o la rectificación del trazado de las existentes. 

19) Construcción de unidades o complejos industriales o agroindustriales, o 
puesta en funcionamiento de unidades que no hubieren operado 
continuadamente por un período ininterrumpido de más de 2 (dos) años, que 
presenten alguna de las siguientes características: 

        a. más de una hectárea de desarrollo fabril, incluyendo a esos efectos, el 
área construida, las áreas de operaciones logísticas y los sistemas de 
tratamiento de emisiones y residuos; 

        b. fundición de metales con una capacidad de procesamiento mayor o 
igual a 50 (cincuenta) toneladas anuales; 

        c. fabricación de sustancias o productos químicos peligrosos cualquiera 
sea su capacidad de producción; 
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        d. fraccionamiento y almacenamiento de sustancias o mercaderías 
peligrosas. 

La Dirección Nacional de Medio Ambiente determinará a estos efectos, el 
listado de los productos y mercaderías peligrosas,pudiendo establecer 
cantidades o capacidades específicas. 

20) Instalación de depósitos de sustancias o mercaderías peligrosas, realicen o 
no fraccionamiento de las mismas. El listado de tales sustancias y mercaderías 
será determinado por la Dirección Nacional de Medio Ambiente, la que podrá 
establecer cantidades o capacidades específicas. 

21) Construcción de terminales públicas de carga y descarga y de terminales 
de pasajeros. 

22) Construcción de ampliación de zonas francas y parques industriales. 

23) Construcción de complejos turísticos y recreativos. 

24) Implantación de complejos y desarrollos urbanísticos de más de 10 (diez) 
hectáreas y aquellos de menor superficie cuando se encuentren a una distancia 
de hasta 2000 (dos mil) metros del borde de la suburbana de un centro poblado 
existente, incluyendo los fraccionamientos con destino a la formación o 
ampliación de un centro poblado y el establecimiento de clubes de campo o 
fraccionamientos privados. 

25) Construcción de represas con una capacidad de embalse de más de 2 
(dos) millones de metros cúbicos o cuyo espejo de agua supere las 100 (cien) 
hectáreas. 

26) Construcción de canales, acueductos, sifones o estaciones de bombeo que 
se utilicen para riego, cuando conduzcan más de 2 (dos) metros cúbicos por 
segundo. 

27) Instalación de tomas de agua, con capacidad para extraer más de 500 
(quinientos) litros por segundo respecto de los cursos de agua superficiales y 
más de 50 (cincuenta) litros por segundo para las tomas de agua subterránea. 

28) Explotaciones hortícolas, frutícolas o vitícolas de más de 100 (cien) 
hectáreas, en un único establecimiento o unidad de  producción. 

29) Dragado de cursos o cuerpos de agua con fines de navegación; con 
excepción de los dragados de mantenimiento de las vías navegables. 

30) Nuevas plantaciones forestales de más de 100 (cien) hectáreas en un 
establecimiento o unidad de producción. 

31) Construcción de muelles, escolleras o espigones. 

32) Instalación de cementerios, sean públicos o privados. 

33) Toda construcción u obra que se proyecte en la faja de defensa de costas, 
definida por el artículo 153 del Código de Aguas (Decreto-Ley N° 14.859, de 15 
de diciembre de 1978, en la redacción dada por el artículo 193 de la Ley 
15.903, de 10 de noviembre de 1987). 

34) Las actividades, construcciones u obras que se proyecten dentro de las 
áreas naturales protegidas que hubieran sido o sean declaradas como tales y 
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que no estuvieren comprendidas en planes de manejo aprobados con sujeción 
a lo dispuesto en la Ley N° 17.234, de 22 de febrero de 2000. 

La enumeración precedente, es sin perjuicio de aquellas otras actividades, 
construcciones u obras que sean incorporadas por el Poder Ejecutivo, 
actuando en acuerdo del Presidente de la República con el Ministro de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y el Ministro del área al 
que corresponda la actividad, construcción u obra que se incorpora. 
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Decreto Nº 61/2010, 
 de 18 de febrero de 2010 

 
 
 

Artículo 1º.- Apruébase la selección y delimitación del área natural 
protegida denominada "Laguna de Rocha" en la forma, con las pautas de 
manejo y condiciones generales de uso incluidas en el proyecto de ingreso 
elevado por la Dirección Nacional de Medio Ambiente, comprendiendo: 

 
a) los cuerpos de agua de la Laguna de Rocha y Laguna de las Nutrias,  

asociada a la desembocadura de la primera; 
 
b) los padrones incluidos en el anexo 1 (*) del presente y la totalidad de 

los que integran el fraccionamiento denominado Rincón de la Laguna, que se 
identifican en el anexo 2 de este decreto; y,  

 
c) el espacio marino comprendido en una faja delimitada desde la línea 

de ribera y hasta una distancia de 5 (cinco) millas náuticas de la misma y el 
cordón dunar comprendido entre la Laguna de Rocha y el Océano Atlántico. 

 
AREA NATURAL PROTEGIDA "LAGUNA DE ROCHA" 
 
                                 ANEXO 1 
 
PADRON  SECCION    AREA TOTAL (M2)   AREA AFECTADA (M2) 
       CATASTRAL 
 
2320               1ª                 10000                                  10000 
3533               1ª             3865965                              3865965 
3535               1ª             1121579                              1121579 
3585               1ª               225762                                225762 
3590               1ª             3065000                              3065000 
3594               1ª             3442624                              3442624 
3597               1ª             1041680                              1041680 
3598               1ª               256389                                256389 
3599               1ª               208950                                208950 
3846               1ª               235262                                235262 
3870               1ª               167431                                167431 
4664               1ª               262656                                262656 
21429             1ª             4743455                              4743455 
22348             1ª             3300000                              3300000 
26635             1ª                  87381                                 87381 
39542             1ª                492591                               492591 
1369             10ª              3969603                             3969603 
1395             10ª                444550                               444550 
1397             10ª              2504258                             2504258 
1398             10ª              1051931                             1051931 
1399             10ª              1156464                             1156464 
1402 parte    10ª              4562900                             2225539 

117



1403           10ª              1490500                               1490500 
1428           10ª              1015078                               1015078 
1430           10ª              2951524                               2951524 
1432           10ª              4938053                               4938053 
1437           10ª              2384273                               2384273 
1448           10ª              1811265                               1811265 
4171           10ª                102362                                 102362 
4476           10ª              1294338                               1294338 
4478           10ª              2463707                               2463707 
6030           10ª                499736                                 499736 
8186           10ª                963713                                 963713 
8505           10ª              4837861                               4837861 
8728           10ª                967671                                 967671 
9058           10ª                  57386                                   57386 
9435           10ª              2021238                               2021238 
10086         10ª                499736                                 499736 
10087         10ª                499736                                 499736 
11663         10ª              1051931                               1051931 
15986         10ª              2444364                               2444364 
15987         10ª         2402506,00                          2402506,00 
15988         10ª              2068967                               2068967 
15989         10ª              2402506                               2402506 
16079         10ª                  57386                                   57386 
16080         10ª                150000                                 150000 
16180         10ª                528115                                 528115 
27816         10ª              1731374                               1731374 
27817         10ª                572724                                 572724 
27942         10ª                984628                                 984628 
27943         10ª              1294538                               1294538 
28000         10ª                  70470                                   70470 
28001         10ª                  70050                                   70050 
28002         10ª                  63100                                   63100 
28003         10ª                  53800                                   53800 
28004         10ª                  50000                                   50000 
28005         10ª                  51150                                   51150 
28006         10ª                  56004                                   56004 
28007         10ª                  50520                                   50520 
39489         10ª                      400                                       400 
60098         10ª                  48210                                   48210 
775               7ª                343028                                 343028 
777               7ª              4646872                               4646872 
782               7ª               3282987                              3282987 
784               7ª               6752816                              6752816 
785               7ª               4750947                              4750947 
878               7ª               3045976                              3045976 
880  parte     7ª             18073485                            16455363 
883               7ª               3672818                              3672818 
885               7ª               8113859                              8113859 
886               7ª               3644022                              3644022 
891               7ª                 362897                                362897 
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897              7ª               2671269                               2671269 
4095            7ª                 530500                                 530500 
4277            7ª               1363424                               1363424 
5116            7ª               3993324                               3993324 
5663            7ª                 524856                                 524856 
5665            7ª                 794233                                 794233 
5666 parte   7ª               1474253                                 742644 
6064            7ª                 846570                                 846570 
7132            7ª                 809857                                 809857 
7649            7ª               1401967                               1401967 
8275            7ª                 479999                                 479999 
8276            7ª                 479999                                 479999 
8277            7ª                  489385                                489385 
10771          7ª                  699218                                699218 
10772          7ª                  260400                                260400 
10773          7ª                4098148                              4098148 
10775          7ª                  664093                                664093 
10776          7ª                  664093                                664093 
12225          7ª                  809783                                809783 
27383         7ª                   274854                                274854 
32095         7ª                 1363424                              1363424 
32096         7ª                   272849                                272849 
33166         7ª                   794504                                794504 
33740         7ª                   362897                                362897 
33741         7ª                   110333                                110333 
37052         7ª                 4811515                              4811515 
39938         7ª                   283396                                283396 
43919         7ª                     50007                                  50007 
43920         7ª                     50006                                  50006 
43921         7ª                     50009                                  50009 
43922         7ª                     50004                                  50004 
50004         7ª                     50001                                  50001 
52169         7ª                   515928                                515928 
52170         7ª                 1475762                              1475762 
59299         7ª                   524031                                524031 
59300         7ª                 1466543                              1466543 
64004         7ª                   603924                                603924 
64005         7ª                   230215                                230215 
 
Las referencias a números de padrones es sin perjuicio de las 

modificaciones que se pudieran haber realizado, como fraccionamientos, 
reparcelamientos y/o fusiones; en general, toda modificación de los padrones 
referidos ya sea en su configuración o en su numeración, que tengan como 
origen la Dirección General de Catastro Nacional y que figure en planos 
debidamente registrados, no invalida el listado antes formulado. 

 
Artículo 2º.- Incorpórase el área "Laguna de Rocha" al Sistema Nacional 

de Áreas Naturales Protegidas, bajo la categoría de "Paisaje protegido", 
cometiéndose al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, la prosecución de los procedimientos para la definición de una zona 
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adyacente, de conformidad con los objetivos del correspondiente plan de 
manejo. 

 
Artículo 3º.- Establézcanse como medidas de protección del área 

propiamente dicha, la prohibición dentro de la misma de: 
 
a) La edificación o urbanización, salvo aquellas contenidas 

expresamente en el correspondiente plan de manejo. 
 
b) La ejecución de obras de infraestructura o la instalación de 

monumentos que alteren el paisaje o las características ambientales del área. 
 
c) Los vertidos de residuos, así como el desagüe de efluentes o la 

liberación de emisiones contaminantes, sin el tratamiento que se disponga. 
 
d) La emisión o producción de niveles de ruido perturbadores para el 

entorno. 
 

e) La actividad de caza, salvo que ésta se encuentre específicamente 
contemplada en el plan de manejo. 

 
f) El desarrollo de aprovechamientos productivos, que por su  naturaleza, 

intensidad o modalidad, conlleven la alteración de las características 
ambientales del área. 

 
g) Los aprovechamientos y el uso del agua, que puedan resultar en una 

alteración del régimen hídrico natural, que tenga incidencia dentro  del área 
natural protegida. 
 

Artículo 4º.- Facúltase al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, a determinar y convenir la forma y demás 
condiciones en que será administrada el área protegida. 

 
Artículo 5º.- Cométase al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 

Territorial y Medio Ambiente, la comunicación del presente a la Dirección 
General de Registros del Ministerio de Educación y Cultura y a la Intendencia 
de Rocha. 
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Decreto Nº 285/2011 

 de 10 de agosto de 2011 

 

INCORPORACION DE "CERRO VERDE" AL SISTEMA NACIONAL DE 
AREAS NATURALES PROTEGIDAS 

 

Artículo 1°.- Apruébase la selección y delimitación del área natural 
protegida denominada "Cerro Verde" en la forma, con las pautas de manejo y 
condiciones generales de uso incluidas en la propuesta de la Dirección Nacional 
de Medio Ambiente, comprendiendo el Padrón N° 2643 de la 5ª Sección 
Catastral del departamento de Rocha y la franja marina adyacente hasta las 
cinco millas náuticas, incluyendo el complejo de islas oceánicas genéricamente 
denominadas Coronillas (Isla Verde, Isla Coronilla o La Coronilla e islotes). 

Artículo 2°.- Incorpórase el área "Cerro Verde" al Sistema Nacional de 
Áreas Naturales Protegidas, bajo la categoría de "Área de manejo de hábitats 
y/o especies".- 

Artículo 3°.- Establézcanse como medidas de protección del área, la 
prohibición dentro de las mismas de: 

a) La urbanización, la ejecución de obras de infraestructura e 
instalaciones, salvo aquellas contenidas expresamente en el plan de manejo 
respectivo. 

b) Los vertidos de residuos, así como el desagüe de efluentes o la 
liberación de emisiones contaminantes, sin el tratamiento que especialmente se 
disponga. 

c) La emisión o producción de niveles de ruido perturbadores para el 
entorno. 

d) La introducción de especies de flora y fauna autóctona, con excepción 
de aquellos casos expresamente previstos en el plan de manejo. 

e) La recolección, muerte, daño o provocación de molestias a animales 
silvestres terrestres y marinos, incluyendo la captura en vivo y la recolección de 
sus huevos o crías, así como la alteración o destrucción de la vegetación. 

f) Las actividades de caza y pesca, salvo la caza para el control de 
poblaciones de especies y la pesca artesanal y deportiva, según se establezca 
en el plan de manejo. 

g) Los aprovechamientos y usos del agua que puedan resultar en una 
alteración del régimen hídrico natural. 

h) La actividad minera y de extracción de arena, conchilla, rocas u otros 
materiales minerales. 
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i) La recolección o extracción de objetos arqueológicos o históricos, 
incluyendo aquellos pertenecientes al patrimonio subacuático, salvo con fines de 
investigación y según lo establezca el plan de manejo y, 

j) el desarrollo de aprovechamientos productivos o actividades que, por su 
naturaleza, intensidad o modalidad, conlleven la alteración de las características 
ambientales del área.- 

 

Artículo 4°.- Facúltase al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente y al Ministerio de Defensa Nacional, a convenir la forma y 
demás condiciones en que será administrada el área protegida.- 

 

Artículo 5°.- Cométase al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente la comunicación del presente a la Dirección General de 
Registros del Ministerio de Educación y Cultura y a la Intendencia de Rocha.- 
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Decreto Nº 55/2015, 

 de 23 de febrero de 2015 

 

APROBACION DE LA SELECCION DEL AREA NATURAL PROTEGIDA 
DENOMINADA "HUMEDALES DE SANTA LUCIA" 

 

Artículo 1°.- Apruébase la selección del área natural protegida 
denominada "Humedales de Santa Lucía" en la forma, con las pautas de manejo 
y condiciones generales de uso incluidas en la propuesta final de la Dirección 
Nacional de Medio Ambiente. El área estará delimitada por la línea perimetral 
resultante del listado de coordenadas geográficas del anexo 1 del presente 
decreto, incluyendo: 

a) el Río Santa Lucía, sus tributarios e islas, en el tramo de cada uno 
comprendido dentro del perímetro del área; 

b) una faja de cinco millas náuticas dentro del Río de la Plata, paralela a 
la línea de ribera, asociada a la desembocadura del Río Santa Lucía, desde 
Punta Canario en el departamento de Montevideo y hasta Punta Tigre en el 
departamento de San José; 

c) los predios de los departamentos de Canelones, Montevideo y San José 
comprendidos dentro del perímetro del área, cuyos padrones se incluyen en los 
anexos 2 y 3 del presente decreto y; 

d) los predios de los departamentos de Canelones, Montevideo y San 
José comprendidos dentro del perímetro del área que no cuentan con número 
de padrón y que se identifican mediante coordenadas geográficas en el anexo 4  
del presente decreto. 

Las referencias a números de padrón corresponden a los que constan en 
los planos de fecha marzo de 2011 que acompañan este decreto, cuya base 
cartográfica catastral original fue suministrada por la Dirección Nacional de 
Catastro el día 20 de mayo de 2010, y deberán entenderse incluyendo las 
modificaciones que pudieran haberse realizado o se realicen a los mismos, tales 
como fraccionamientos, reparcelamientos o fusiones y en general, toda 
modificación, ya sea en su configuración o numeración, en la que hubiera 
intervenido la Dirección Nacional de Catastro. 

En caso de verificarse cualquier discrepancia entre la línea perimetral 
resultante del anexo 1 y los límites de los padrones incluidos en los anexos 2 y 
3 o de los predios identificados en el anexo 4, prevalecerá la delimitación 
correspondiente a los límites gráficos de las parcelas, según el correspondiente 
plano de ubicación, delimitación y deslinde, realizado de acuerdo a lo previsto en 
el Decreto 52/005. 
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Artículo 2°.- Incorpórase el área "Humedales de Santa Lucía" al Sistema 
Nacional de Áreas Naturales Protegidas, bajo la categoría de "área protegida con 
recursos manejados" (artículo 4° del Decreto 52/005). 

Artículo 3°.- Facúltase al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente, a convenir la forma y demás condiciones en que será 
administrada el área protegida. 

Artículo 4°.- Cométase al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente, en el marco de lo dispuesto en el Artículo 6° del presente 
decreto, a la creación de un Grupo de Trabajo Interinstitucional para el 
seguimiento de la elaboración del Plan de Manejo del área natural protegida, sin 
menoscabo de lo dispuesto en el Artículo 15 de la Ley 17.234 y los Artículos 19 
y 20 del Decreto 52/005. El Grupo de Trabajo estará integrado por delegados del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente que lo 
presidirá, el Ministerio de Defensa Nacional, el Ministerio de Industria, Energía y 
Minería, el Ministerio de Ganadería Agricultura y Pesca, el Ministerio de Turismo 
y Deporte, y por los Gobiernos Departamentales de Canelones, Montevideo y 
San José, sin perjuicio de la participación de otras instituciones que pudieran ser 
convocadas por acuerdo de los miembros. 

Artículo 5°.- Establézcanse como medidas de protección de toda el área: 

a) La promoción de buenas prácticas agropecuarias, de actividades
extractivas y de turismo sustentable, procurando la generación de oportunidades 
de desarrollo para la población local, y la observación de una aplicación ejemplar 
de normas nacionales y departamentales de protección ambiental y desarrollo 
sostenible: 

b) La prohibición dentro de la misma de nuevas urbanizaciones, salvo
aquellas expresamente previstas en los instrumentos de ordenamiento territorial 
que, con base en lo establecido en la Ley 18.308 del 2008, se encuentren 
aprobados a la fecha del presente decreto, o en el plan de manejo del área; 

c) La prohibición de la actividad de caza, salvo la realizada para el manejo
o control de especies exóticas invasoras, según se establezca en el plan de
manejo del área. 

Artículo 6°.- El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente en el marco del plan de manejo a ser elaborado, podrá aplicar en la 
Zona Interior del área protegida delimitada por la línea perimetral resultante del 
listado de coordenadas geográficas del anexo 5 del presente decreto las 
medidas de protección establecidas en el artículo 8° de la Ley 17.234 del 2000, 
de constitución del SNAP, con la excepción de las explotaciones de extracción 
de áridos en sectores terrestres y del lecho del Río Santa Lucía y del río de la 
Plata que cuenten con autorización a la fecha, sin menoscabo del cumplimiento 
de las normas de evaluación ambiental de aplicación. 

Artículo 7°.- Cométase al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente, la comunicación del presente a la Dirección General de 
Registros del Ministerio de Educación y Cultura y a los Gobiernos 
Departamentales de Canelones, Montevideo y San José, así como la 
prosecución de los trámites correspondientes para la numeración de los 
padrones del anexo 4 del presente decreto. 
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